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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA 

 
I. ASISTENCIA 

 
Asistieron los señores: 
 

--Aburto Ochoa, Marcos 
--Bitar Chacra, Sergio 
--Boeninger Kausel, Edgardo 
--Bombal Otaegui, Carlos 
--Canessa Robert, Julio 
--Cantero Ojeda, Carlos 
--Cariola Barroilhet, Marco 
--Cordero Rusque, Fernando 
--Chadwick Piñera, Andrés 
--Díez Urzúa, Sergio 
--Fernández Fernández, Sergio 
--Foxley Rioseco, Alejandro 
--Frei Ruiz-Tagle, Carmen 
--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo 
--Gazmuri Mujica, Jaime 
--Hamilton Depassier, Juan 
--Horvath Kiss, Antonio 
--Lagos Cosgrove, Julio 
--Larraín Fernández, Hernán 
--Lavandero Illanes, Jorge 
--Matta Aragay, Manuel Antonio 
--Matthei Fornet, Evelyn 
--Moreno Rojas, Rafael 
--Muñoz Barra, Roberto 
--Núñez Muñoz, Ricardo 
--Ominami Pascual, Carlos 
--Páez Verdugo, Sergio 
--Parra Muñoz, Augusto 
--Pérez Walker, Ignacio 
--Pizarro Soto, Jorge 
--Prat Alemparte, Francisco 
--Ríos Santander, Mario 
--Romero Pizarro, Sergio 
--Ruiz De Giorgio, José 
--Ruiz-Esquide Jara, Mariano 
--Sabag Castillo, Hosaín 
--Silva Cimma, Enrique 
--Stange Oelckers, Rodolfo 
--Urenda Zegers, Beltrán 
--Valdés Subercaseaux, Gabriel 
--Vega Hidalgo, Ramón 
--Viera-Gallo Quesney, José Antonio 
--Zaldívar Larraín, Adolfo 
--Zaldívar Larraín, Andrés 
--Zurita Camps, Enrique 
 
Concurrieron, además, los señores Ministros Secretario General de la Presidencia; Secretario 

General de Gobierno y del Trabajo y Previsión Social, y el señor Asesor Jefe del Ministro del Trabajo. 
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor Sergio 

Sepúlveda Gumucio. 
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II. APERTURA DE LA SESIÓN 
 

  --Se abrió la sesión a las 16:23, en presencia de 19 señores Senadores. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión. 

 

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS 
 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se da por aprobada el acta de la sesión 7ª, ordinaria, en 31 

de octubre del presente año, que no ha sido observada. 

  Las actas de la sesiones 8ª y 9ª, ordinarias, en sus partes pública y secreta, en 7 y 8 

de noviembre del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los 

señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.  

  (Véase en los Anexos el acta aprobada). 

   

IV. CUENTA 
 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a 

Secretaría. 

El señor SEPÚLVEDA (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas: 

 

Mensajes 

  Dos de Su Excelencia el Presidente de la República: 

  Con el primero hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, 

del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica 

Constitucional de Municipalidades; el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, y la 

ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial. (Boletín Nº 2.339-06), y  

  Con el segundo hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, del proyecto 

de ley, en segundo trámite constitucional, que extiende el derecho de las madres trabajadoras a 

amamantar a sus hijos aun cuando no exista sala cuna. (Boletín Nº 1.758-13). 
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  --Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a 

sus antecedentes. 

Oficios 

  De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que comunicó que se 

ausentaría del territorio nacional entre los días 10 y 20 del mes en curso, ambos inclusive, para 

visitar Nueva Zelandia; la ciudad de Bali en Indonesia, y Timor Oriental, y participar en la Cumbre 

de la APEC en Brunei y en la Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno, en Ciudad 

de Panamá. Agregó que lo subrogaría con el título de Vicepresidente de la República, el Ministro 

del Interior, señor José Miguel Insulza Salinas. 

  --Se toma conocimiento. 

  De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha dado su 

aprobación al proyecto que actualiza multas en la ley Nº 11.564. (Boletín Nº 2.575-07).(Véase en 

los Anexos, documento 1). 

  --Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

  De la señora Ministra de Relaciones Exteriores, con el que contesta un oficio 

enviado en nombre del Senador señor Lagos, relativo al estado actual de las negociaciones sobre 

permisos de tráfico aéreo con diversos países. 
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  Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, con el que responde un 

oficio enviado en nombre del Senador señor Moreno, referido a la necesidad de crear una carrera 

funcionaria profesionalizada. 

  De la señora Ministra de Salud, con el que contesta un oficio enviado en nombre del 

Senador señor Lagos, relativo al aumento de los casos de meningitis en Iquique. 

  Dos del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo: 

  Con el primero responde un oficio enviado en nombre del  Senador señor Horvath, 

sobre las soluciones habitacionales transitorias adoptadas por razones sociales en la Undécima 

Región. 

  Con el segundo contesta dos oficios enviados en nombre del Senador señor Lagos, 

relativos a un grupo de familias de escasos recursos que residen desde 1991 en Alto Hospicio. 

  Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el que responde un 

oficio enviado en nombre del Senador señor Lagos, acerca de la marcha de las nuevas plantas 

automatizadas de revisión técnica en la Primera Región. 

  Del señor Contralor General de la República, con el que contesta un oficio enviado 

en nombre del Senador señor Lagos, relativo al personal de los consultorios municipales de 

atención primaria de salud de la ciudad de Iquique. 

  De la señora Subsecretaria de Hacienda, con el que responde un oficio enviado en 

nombre del Senador señor Horvath, referido al Cuerpo de Bomberos de Aisén. 
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  Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero subrogante, con el 

que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Larraín, relativo a la situación que 

afecta al predio agrícola El Almendro. 

  Del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Primera 

Región, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Lagos, acerca de los 

residentes del pasaje Sibaya de la población Santa Rosa de Huara Uno. 

  --Quedan a disposición de los señores Senadores. 

Informes 

  De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el 

proyecto de ley de amnistía a favor de las personas que han infringido las disposiciones sobre 

reclutamiento de las Fuerzas Armadas. (Boletín Nº 2.576-07).(Véase en los Anexos, documento 2 

). 

  Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en 

el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.290, de Tránsito, en lo 

relativo a la obtención de las licencias de conducir, con urgencia calificada de “simple”. (Boletín Nº 

2.504-15).(Véase en los Anexos, documento 3). 

  --Quedan para tabla. 

  De la Delegación Parlamentaria que participó en la Centésimo Cuarta Conferencia 

Interparlamentaria, celebrada en Jakarta, del 15 al 21 de octubre de 2000. 
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  --Se toma conocimiento. 

Solicitud 

  De la señora Carolina del Carmen Arias Galaz, con la que pide la rehabilitación de 

su ciudadanía. (Boletín Nº S 525-04). 

  --Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta. 

ACUERDOS DE COMITÉS 

El señor HOFFMANN (Secretario).- En reunión de hoy, los Comités acordaron, por unanimidad, lo 

siguiente:   

  1.- Iniciar la votación del proyecto sobre seguro de desempleo, que figura en el 

primer lugar de la tabla de hoy, a las 18. 

  2.- Citar a sesión extraordinaria de la Corporación para mañana, miércoles 15 de 

noviembre de 2000, de 10:30 a 13:30, con el propósito de tratar el proyecto de Ley de Presupuestos 

y los demás asuntos en tabla. 

  3.- Finalizar la sesión ordinaria de mañana a las 18, y no celebrar Incidentes. 

  4.- Recibir indicaciones al proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2001 hasta 

las 10 de mañana miércoles 15 del actual. 
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  5.- Designar al Honorable señor Bombal en reemplazo del ex Senador señor 

Eugenio Cantuarias como representante del Senado en la Comisión encargada de la construcción de 

un monumento en memoria del  Senador señor Jaime Guzmán. 

)--------------( 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- De acuerdo con el Reglamento, propongo tratar en la sesión 

de mañana, en tabla de Fácil Despacho, el proyecto de amnistía a favor de las personas que han 

infringido las disposiciones sobre reclutamiento de las Fuerzas Armadas. 

  Si la Sala no tiene objeciones, se procederá en esa forma. 

  Acordado. 

    V. ORDEN DEL DÍA 

  ESTABLECIMIENTO DE SEGURO DE DESEMPLEO 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que 

establece un seguro de desempleo, con informe de las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y 

Previsión social, unidas.  

          2494-13 

 

 --Los antecedentes sobre el proyecto (2494-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se 

indican: 

 Proyecto de ley: 
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 En segundo trámite, sesión 17ª, en 16 de agosto de 2000. 

 Informe de Comisión: 

 Hacienda y Trabajo, unidas, sesión 5ª, en 17 de octubre de 2000. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito autorización para que ingrese a la Sala el Asesor 

Jefe del Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Germán Acevedo. 

 --Así se acuerda. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario).- Su Excelencia el Presidente de la República hizo presente la urgencia 

para el despacho de esta iniciativa, calificándola de “simple”.  

  Las Comisiones unidas señalan en su informe que el principal objetivo de la 

iniciativa es crear un seguro de desempleo de financiamiento tripartito. Asimismo, dejan testimonio 

de los antecedentes del proyecto y de la discusión general habida en su seno, consignando, además, 

que aquél fue aprobado en general por ocho votos a favor, de los Honorables señora Matthei y 

señores Gazmuri, Ominami, Parra, Ruiz De Giorgio (con dos votos), Sabag y Urenda, y con la 

abstención del Senador señor Prat. 

  En consecuencia, las Comisiones unidas proponen a la Sala aprobar en general el 

proyecto de la Honorable Cámara de Diputados.  
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  Cabe finalmente destacar que la iniciativa incide en normas de seguridad social, por 

lo que requiere para su aprobación la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, esto 

es, 24 votos favorables. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami, Presidente de 

las Comisiones unidas. 

El señor OMINAMI.- Señor Presidente,  creo que la Sala del Senado debe tener consciencia de que no 

estamos frente a un proyecto menor sino ante una iniciativa de envergadura en materia de 

protección social. Ello, porque viene a enfrentar un gran déficit nuestro: en Chile prácticamente no 

existe un seguro de desempleo y esa situación resulta de una cierta paradoja: es la herencia negativa 

de un período tan alto, tan largo en el tiempo, de crecimiento sostenido como el que tuvo la 

economía chilena entre 1984 y 1988. Como teníamos un crecimiento tan elevado y una tasa de 

desempleo casi permanentemente en baja, nunca se planteó con una gran urgencia la necesidad de 

discutir sobre estos temas. Quizás creímos un poco soberbiamente que habíamos clavado la rueda 

de la fortuna, que se habían acabado los ciclos económicos para la economía chilena y que no 

íbamos a tener que enfrentar situaciones como las que estamos viviendo en la actualidad. Y ¡por 

Dios que se ha echado de menos la existencia de un mecanismo adecuado a las posibilidades de 

desarrollo de nuestra economía para enfrentar la crisis de empleo que con tanta fuerza ha vivido 

nuestro país a partir de 1998! De alguna manera, nos malacostumbramos al crecimiento alto, nos 

malacostumbramos a tasas de desempleo que fueron cayendo en el tiempo y que se mantuvieron en 
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niveles extraordinariamente bajos, en torno al 6 por ciento. Habría sido distinta la situación de 

muchos sectores, particularmente de los más modestos, si hubieran podido enfrentar con un seguro 

de desempleo la crisis que hemos vivido durante los años 1998, 1999 y 2000. El seguro de 

desempleo es la necesaria contrapartida a la flexibilidad que deben tener los mercados de trabajo.  

  Es evidente que en las condiciones de la economía moderna se requieren mercados 

de trabajo con flexibilidad. Nadie puede tener asegurada su estabilidad, su inamovilidad en el 

trabajo. De lo contrario, se rigidizarían de manera muy peligrosa las estructuras productivas. Eso 

implicaría finalmente hacerle un daño a los propios trabajadores. Pero -y ése me parece el punto 

fundamental-,  la flexibilidad de los mercados de trabajo debe tener como contrapartida la existencia 

de un dispositivo de protección social para aquellas personas que pueden terminar perdiendo sus 

empleos sin haber tenido la más mínima responsabilidad por ello. Aquí estamos buscando proteger 

a aquellas personas que son víctimas del ciclo económico. Estamos buscando dar una protección a 

quienes pierden su fuente de trabajo, a quienes pierden la posibilidad de ganarse su sustento, por 

razones que les son completamente ajenas. Y, en mi opinión, los mecanismos de protección 

consignados en el proyecto son moderados; están acordes con nuestro grado de desarrollo.  

  El proyecto ha sido muy ampliamente discutido tanto en la Cámara de Diputados 

como en las Comisiones unidas, y creo muy importante constatar que, en el caso de nuestras 

Comisiones unidas, fue aprobado prácticamente por unanimidad: ocho votos a favor y solamente 

una abstención.  
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  En cuanto a materias más específicas, yo destacaría las siguientes. 

  En lo relativo a la cobertura de este mecanismo, cabe señalar que se trata de un 

seguro de carácter obligatorio en favor de todos los trabajadores dependientes regidos por el Código 

del Trabajo. Ése es el universo que abarca el proyecto. En él se prevé un tratamiento diferenciado 

para los trabajadores contratados por obra, trabajo o servicio determinado, y se excluye a los 

trabajadores de casa particular sujetos a contratos de aprendiz, a los menores de 18 años y a los 

pensionados, salvo que la pensión se hubiese otorgado por invalidez parcial. 

  En lo que se refiere al financiamiento del seguro, el proyecto propone un sistema 

tripartito, de cargo del empleador, del trabajador y con un aporte estatal anual del orden de las 225 

mil UTM. 

  Con respecto a las prestaciones que garantiza este sistema, se establece que se 

otorgarán con cargo a la cuenta individual de cesantía. Si al contrato de trabajo se le pone término 

por necesidad de la empresa o por desahucio, el trabajador podrá hacer cinco giros de su cuenta 

individual. Si el contrato termina por causales objetivas o de caducidad, el trabajador podrá retirar 

lo acumulado en forma de cuotas. Por último, si el trabajador fallece, los fondos de su cuenta se 

pagarán a la persona que hubiese indicado en el momento de afiliarse al seguro. 

  Me parece importante agregar que hay también normas especiales que regirán para 

los trabajadores contratados para una obra, trabajo o servicio determinado, respecto de los cuales no 

se contempla la obligación de cotización del trabajador, teniendo como contrapartida una cotización 
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del empleador mayor que la norma general. Estos trabajadores podrán retirar en un solo giro el 

saldo acumulado en su cuenta individual al término del contrato de trabajo. 

  Con relación a las prestaciones de cargo del Fondo de Cesantía Solidario, éste 

estará constituido por el otro tercio de la cotización del empleador, más el aporte fiscal. Su objetivo 

es proporcionar a los trabajadores que registren al menos doce cotizaciones mensuales continuas en 

el período inmediatamente anterior al despido, una prestación de suficiencia básica, en caso de que 

los recursos de su cuenta individual por cesantía no le permitan financiar al menos el 50 por ciento 

de su remuneración imponible, con determinados límites inferiores y superiores que se indican en el 

artículo 25 del proyecto. 

  Otro aspecto importante se refiere a la administración del seguro. El proyecto 

propuesto a consideración de esta Sala opta por la designación de un organismo administrador 

único, recaudador de cotizaciones y pagador de las cotizaciones. Este administrador deberá 

constituirse como sociedad anónima de giro único, siéndole aplicables las normas que el párrafo 

pertinente prevé y las del decreto ley Nº 3.500, de 1980, quedando sujeto a la fiscalización de la 

Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones. Es muy importante destacar que la 

administración de este seguro, a través de un organismo único deberá asignarse mediante licitación 

pública, y por un plazo que no podrá ser superior a diez años. 
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  Por último, respecto del financiamiento, cabe indicar que, según el último informe 

conocido por las Comisiones unidas –entregado el 2 de agosto del presente año por la Dirección de 

Presupuestos- el proyecto genera un mayor gasto fiscal anual por los siguientes conceptos: 

  Por aporte fiscal al Fondo de Cesantía Solidario y por mayor gasto fiscal en 

remuneraciones de los trabajadores del sector público regidos por el Código del Trabajo. También 

involucra una cierta disminución en la recaudación del Impuesto a la Renta y un mayor gasto fiscal 

por la asignación familiar propuesta por el Ejecutivo en el artículo 20 concretamente, introducido en 

la Cámara de Diputados. 

  En relación con el aporte  fiscal al fondo en cuestión, la magnitud del mismo se 

encuentra definida en el artículo 4º, y alcanza a 225 mil 792 UTM anuales, considerando el 

funcionamiento del sistema en régimen. Tal aporte fiscal se destina directamente al Fondo de 

Cesantía Solidario. Dado que dicho gasto debe regir a medida que los trabajadores se trasladan al 

nuevo sistema, se asumió que ello ocurriría en el transcurso de siete años, a razón de un séptimo por 

cada año. Sin embargo, el aporte anual será en función de la incorporación efectiva de los cotizantes 

al sistema. 

  Por otra parte, la contribución comprometida por ese concepto está dentro de lo que 

podría haberse previsto como la evolución probable del gasto del subsidio de cesantía vigente en la 

actualidad, en caso de no haberse creado el seguro que lo sustituye, más el gasto en asignación 
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familiar por los beneficiarios de dicho subsidio, lo que implica que el aporte fiscal directo neto 

anual por este concepto sea igual a cero. 

  Respecto de las remuneraciones de los trabajadores del sector público regidos por el 

Código del Trabajo, existe un mayor gasto fiscal asociado a las cotizaciones que el Estado, como 

empleador, deberá enterar en la Cuenta Individual de Cesantía. 

  En relación con la disminución en la recaudación del Impuesto a la Renta, ésta se 

produce en el caso del Impuesto de Primera Categoría, como consecuencia del aumento de los 

gastos en remuneraciones que implican las mayores cotizaciones de cargo de las empresas privadas 

empleadoras. 

  Existe también una disminución en la recaudación anual de los Impuestos de 

Segunda Categoría como consecuencia del impacto de las cotizaciones de cargo de los trabajadores. 

  Señor Presidente, lo anterior es cuanto puedo informar respecto de la discusión 

habida en las Comisiones unidas de Hacienda y de Trabajo, las que recomiendan, prácticamente por 

la unanimidad de sus integrantes, la aprobación del proyecto en general, para posteriormente entrar 

a la discusión en particular, durante la cual gran cantidad de temas tendrá que ser objeto de un 

debate y de un análisis más detallado y específico. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez. 

El señor PÉREZ.- Señor Presidente, no quisiera reiterar los conceptos específicos señalados por el Presidente 

de las Comisiones unidas, porque, a mi juicio, sería entrar a la base técnica del proyecto. 
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  Sólo deseo resaltar cuatro puntos sobre la materia. 

  El primero es que el proyecto en debate fue enviado al Parlamento tras un acuerdo 

político o social –por así decir- entre el Poder Ejecutivo y la Mesa de Diálogo Social. O sea, se trata 

de una iniciativa que cuenta con el visto bueno de los sectores empleador y trabajador. 

  El segundo dice relación a que el proyecto tiene básicamente cuatro propósitos. 

Primero, reducir las contracciones agudas del consumo, que caracterizan los ciclos económicos con 

repentinos aumentos de los niveles de cesantía. Segundo, otorgar estabilidad a lo largo de los ciclos 

económicos de distintos signos a los ingresos de las personas y de las familias. Tercero, facilitar la 

capacidad de adaptación de las empresas frente a un cambiante mercado de trabajo, caracterizado 

por la globalización y el proceso de creciente competencia nacional e internacional. Y, cuarto, 

mejorar la eficiencia y balance del gasto fiscal, proveyendo beneficios de mayor cuantía y un 

universo mayor que el subsidio de cesantía actualmente existente. 

  El nuevo sistema busca proporcionar beneficios monetarios a todo evento en el caso 

de la cesantía; y, como lo ha señalado el Presidente de las Comisiones unidas, la cobertura del 

sistema alcanza a todos los trabajadores dependientes regidos por el Código del Trabajo, con la 

excepción de los trabajadores de casas particulares menores de 18 años y pensionados. 

  En el caso de los trabajadores por obra o faena, tendrán normas de cotización y de 

acceso al fondo solidario que son distintas a la de los restantes trabajadores.  
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  Para gozar de cobertura, se contempla un mecanismo de afiliación automática para 

aquellos trabajadores que inicien o reinicien sus actividades laborales a contar de la fecha de 

vigencia de la ley. La afiliación al sistema será optativa en el caso de las personas con contratos 

suscritos con anterioridad. 

  Señor Presidente, como se ha señalado, el sistema contempla un financiamiento con 

costo del trabajador del 0,6 por ciento; del empleador, de 2,4 por ciento –ambos suman 3 por ciento-

, y del Fisco por un monto total ascendente a 225 mil 792 UTM. 

  ¿Cuáles son las dudas que nos merece el proyecto? 

  En primer lugar, se aumenta el costo de la contratación de la mano de obra en 3 por 

ciento a lo menos. 

  En segundo término, en una época de alto índice de cesantía, debemos señalar que 

en la hora actual la iniciativa no ayuda a quienes se encuentran en la condición de desempleados. 

Porque opera una vez que el trabajador haya hecho su cotización durante 12 meses. Y, por lo tanto, 

al encarecer la mano de obra, no sabemos si éste es el momento para dar vigencia a la ley propuesta, 

dado el alto índice de desempleo existente en el país. 

  Desde ese punto de vista, creemos que esta legislación debería haber operado con 

anterioridad. Pero actualmente, en un mundo globalizado y con la competencia por la productividad 

en el mundo del trabajo y en el sector empresarial, no nos parece que ésta sea la ocasión más 

adecuada. Pero, en algún momento habrá que legislar sobre el tema. Nos parece que se trata de una 
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institución con la cual debe contar un país moderno, razón por la cual los Senadores de estas bancas 

vamos a votar en su favor. 

  Señor Presidente, las dudas que nos merece el proyecto se refieren al tema del 

operador único que va a haber en el sistema. 

  Me gustaría que la Mesa –de ser posible- pudiera repartir el informe hecho llegar a 

algunos señores Senadores en el día de hoy por parte de la Asociación de AFP, las cuales, 

obviamente, están en contra del operador único. Y señalan las principales diferencias en costo que 

tendría el operador único con las cotizaciones marginales que debería hacer cada asociación de 

fondos de pensiones. 

  En realidad, señor Presidente, sobre el tema tengo más dudas y preguntas que 

respuestas; pero, en todo caso, en mi opinión, sería importante continuar el diálogo sobre este punto 

y ver el mejor mecanismo técnico para este seguro de desempleo. Creo importante que todos los 

señores Senadores tengan como elemento de análisis el informe a que me he referido, que 

corresponde a una serie de estudios efectuados por la Asociación de AFP. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz De Giorgio. 

El señor RUIZ (don José).- Señor Presidente, el Gobierno ha sometido a la consideración del Congreso 

Nacional un proyecto de ley que establece un seguro de desempleo. Ésta no es la primera iniciativa 

de la Concertación destinada a crear un mecanismo de protección para los trabajadores que pierdan 

su empleo. Durante la Administración del Presidente Aylwin, se elaboró una iniciativa en dicho 
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sentido, sin que ella llegase a ser presentada a trámite legislativo. A su vez, el Gobierno del 

Presidente Frei promovió un proyecto de ley destinado a establecer un régimen de protección al 

trabajador cesante, conocido como PROTRAC, el cual después de tres años de difícil tramitación 

fue finalmente archivado. La propuesta de la actual Administración se hace cargo de varias de las 

observaciones formuladas a las anteriores iniciativas, y su elaboración ha contado con la 

participación de organizaciones sindicales y empresariales ante de su presentación al Congreso. 

  Debemos tener claro que las economías de mercado funcionan permanentemente 

con desempleo. El nivel de éste puede variar en fases expansivas o recesivas de la economía, pero 

siempre existe algún grado de desempleo. Los economistas han buscado dar explicaciones a este 

desequilibrio entre el trabajo demandado por las empresas y el ofrecido por los trabajadores sin 

llegar a un pleno acuerdo. Pero lo que constatamos es que existe desempleo y que ello tiene 

lamentables efectos para las personas y las economías. 

  Por lo anterior, es pertinente que a través de los sistemas de seguridad social se 

otorgue protección a los trabajadores cesantes. Cabe tener presente, además, que un buen sistema de 

prestación económica a los desempleados no sólo será beneficioso para éstos y sus familias, 

proporcionándoles mayor estabilidad y seguridad, sino que se traducirá en un beneficio para toda la 

sociedad. En efecto, los seguros de desempleo garantizan ingresos a los cesantes, contribuyen a 

regularizar el consumo de los individuos, permiten estabilizar la demanda agregada y facilitan la 

búsqueda de trabajo y la reinserción del individuo en ocupaciones acordes a su calificación. 
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  A partir de la recuperación económica después de la crisis de los ochenta y de las 

políticas de generación de empleos implementadas por los Gobiernos de la Concertación, la cesantía 

experimentó una baja sostenida en sus niveles, llegando, en 1996, a 5,4 por ciento. Como 

consecuencia de la crisis asiática, superó el 9 por ciento, en 1998, y este año ha superado el 10 por 

ciento, resistiéndose a bajar, pese a las señales positivas de la economía. Si bien esos niveles no son 

más graves que los de otros países de América Latina -incluso me atrevería a decir que son menores 

que  los de varias naciones europeas-, el país carece de una adecuada protección para quienes la 

soportan. La mayor importancia de un seguro de desempleo radica en que detrás de cada trabajador 

cesante hay una familia que sufre; y, en este sentido, reviste gran relevancia que el desempleo sea 

considerado no sólo desde la fría estadística, sino teniendo en cuenta la realidad de las familias 

afectadas. Como lo destaca el Director General de la OIT: “el olvidar esta asociación implica que la 

política se desvinculará cada vez más de la sociedad, lo que finalmente será una fuente de 

inestabilidad y de debilitamiento de la democracia”. 

  El modelo de economía imperante se caracteriza por un desarrollo tecnológico que 

permite a las empresas producir cada vez más, ocupando cada vez menos mano de obra y exigiendo 

una cada vez mayor calificación de la misma. A ello se suma la creciente interdependencia de las 

economías nacionales, por el proceso de globalización, con la consiguiente exposición a los 

vaivenes de las economías de los países de mayor desarrollo e influencia.  
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  En consecuencia, si estamos y estaremos expuestos a un desempleo de carácter 

cíclico y a uno de carácter estructural, se requiere de una especial atención de las autoridades del 

Estado y de los actores sociales involucrados -es decir, trabajadores y empresarios- para el diseño e 

implementación de diversas políticas que permitan enfrentar estos fenómenos en un marco de 

mayor equidad y solidaridad. 

  Algunas voces, con un simplismo y una ingenuidad propios de visiones 

microeconómicas clásicas, sostienen que la mejor política en contra del desempleo es eliminar todas 

las posibles interferencias al libre juego de la oferta y la demanda en el mercado del trabajo, y 

proponen en esa línea la derogación de todas las normas legales de protección hacia el mundo del 

trabajo, terminar con el salario mínimo, establecer una absoluta libertad de contratación y despido, 

establecimiento arbitrario de horarios de trabajo, eliminación de toda exigencia de financiamiento 

de la seguridad social. Olvidan las enseñanzas de la doctrina social de la Iglesia Católica que 

sostiene: “El trabajo humano no es una mercancía que se pueda transar por las simples leyes del 

mercado”. Olvidan también que el mundo del trabajo no es como el mercado de las papas o de las 

lechugas, el cual tiene particularidades que no se pueden desconocer y que, por lo tanto, requiere de 

la aplicación coherente de diversas políticas. 

  Existe suficiente evidencia empírica para sostener que sus postulados se alejan de la 

realidad. ¿Acaso olvidan que junto a las reformas laborales de la década de los noventa, el país 

redujo la cesantía o que fruto de las medidas protectoras para las trabajadoras de casas particulares 
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aquéllas han presionado para terminar con la informalidad, aumentando notoriamente el número de 

imponentes en las AFP? 

  Podemos reconocer que los países que han logrado los más altos niveles de 

desarrollo son los que han sabido combinar la eficiencia económica con la justicia social. Pretender 

flexibilizar las leyes laborales, sin entregar previamente a los trabajadores la adecuada protección 

social contra el desempleo, es simplemente accionar una bomba de tiempo que explotará en la cara 

de quienes sólo velan por sus mezquinos intereses económicos. 

  El desempleo debemos enfrentarlo considerando sus diversas causas y sus múltiples 

consecuencias, y atendiendo a los elementos sociales y económicos implicados en él. Así, al 

elaborar un sistema de protección, junto con tener en cuenta las condiciones concretas del país y del 

mercado del trabajo, debe considerarse un correcto equilibrio entre los diversos instrumentos de 

protección, de modo de proporcionar beneficios adecuados en el diseño de la modalidad del seguro 

de desempleo. Se debe establecer también una estructura coherente de incentivos y desincentivos. 

En ese sentido, estimamos apropiado para una sociedad como la nuestra, que se considere un diseño 

mixto, tanto en lo que se refiere a los instrumentos de protección, como a las modalidades del 

seguro, pues con ello podría lograrse un óptimo que potencie las ventajas y elimine o minimice las 

desventajas de cada opción. 

  El desempleo es un estado de necesidad que se ha considerado y que debe estimarse 

protegido por la seguridad social, por lo que será pertinente evaluar la normativa propuesta a la luz 



 24

de los principios rectores de dicha disciplina. En ese sentido, no podemos perder de vista que el 

gran objetivo de la seguridad social es garantizar, en forma estable, un nivel de vida digno para el 

trabajador y su familia. 

  El proyecto en actual tramitación crea una modalidad de seguro para atender los 

requerimientos sociales de la cesantía tanto en períodos de desempeño normal de la economía como 

durante los ciclos recesivos, con financiamiento tripartito de empleadores, trabajadores y el Estado, 

que beneficia a los cesantes cualquiera sea la causa por la cual finalice la relación laboral, otorgando 

diversas prestaciones según la causa del término del contrato de trabajo, en una modalidad que 

combina la existencia de cuentas individuales de cesantía y de un fondo solidario que garantiza 

prestaciones mínimas. 

  En el sistema propuesto se mantiene la indemnización por años de servicios por las 

causales en virtud de las cuales hoy es procedente, con los mismos topes existentes; no obstante, el 

empleador podrá imputar a ella lo acumulado en la cuenta individual de cesantía, como producto de 

sus cotizaciones. En este esquema mixto de seguro de desempleo e indemnización por años de 

servicios, se toma en cuenta la realidad chilena, que tiene una larga tradición de protección frente al 

despido, a través del pago de indemnizaciones, las cuales son consideradas por los trabajadores 

como una conquista histórica que los protege y les otorga un mayor poder de negociación. 

  El proyecto constituye un avance, pues es preciso tener en consideración que en la 

situación actual no existe certeza para el trabajador de que al momento de perder su empleo reciba 
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la indemnización, ya que puede ser despedido por una causal no indemnizable, la empresa puede no 

estar en condiciones económicas de pagarle lo adeudado o, simplemente, no cumplir la ley y 

presionar al trabajador para que reciba un monto menor o se vea enfrentado a un largo juicio. Con la 

iniciativa se amplía la protección a todo evento y se permite que la parte de la indemnización que se 

deposite en la cuenta del trabajador sea ya de su propiedad. 

  Por otra parte, al establecer este esquema mixto, se hace posible minimizar los 

subsidios entre los empleadores con diferentes grados de siniestralidad, que se producen 

normalmente en los seguros de desempleo, puesto que el que más despide más deberá indemnizar. 

  Podemos revisar el seguro propuesto de acuerdo a seis criterios de evaluación: 

monto de los beneficios, incentivos correctos, máxima cobertura, financiamiento no deficitario, 

vínculo con los servicios de empleo y con la capacitación laboral, y una adecuada administración. 

  El sistema provee una protección proporcional a los ingresos anteriores a la pérdida 

del empleo, garantizando un nivel de prestaciones básicas a aquellos trabajadores que tienen 

derecho a prestaciones del Fondo Solidario de Cesantía. Si bien sus valores son substancialmente 

mayores que los montos que hoy proporciona el subsidio de cesantía, todavía son un tanto bajos. Al 

respecto, estimo oportuno hacer las siguiente observaciones: 

  1) Me parece necesario elevar los valores inferiores, de modo que el cesante, al 

quinto mes, pueda recibir una prestación mínima de 40 mil pesos. 
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  2) Cambiar el mecanismo de reajustabilidad de dichos valores establecido en el 

artículo 25 –conforme al cual el 1º de febrero de cada año se reajustará en ciento por ciento de la 

variación experimentada por el IPC el año calendario anterior-- por el porcentaje de reajuste que 

experimenta anualmente el salario mínimo, de manera que se mantenga una relación entre el valor 

de este último y la prestación por cesantía. 

  3) Elevar el aporte estatal o, al menos, que exista un mecanismo de garantía de la 

suficiencia de las prestaciones que impida reducirlas por el agotamiento del fondo solidario, según 

lo establece hasta ahora el artículo 26 del proyecto. 

  4) Respecto de los trabajadores mayores de 45 años, me preocupa la limitación del 

uso del Fondo Solidario de Cesantía a un máximo de dos veces en un periodo de cinco años, como 

también lo relativo a la duración de los beneficios, pues ellos sufren períodos de cesantía más 

prolongados, dada la resistencia de las empresas a contratarlos. 

  Por otra parte, en relación con los trabajadores que no son elegibles para el fondo en 

cuestión, las prestaciones, en el caso de quienes hayan tenido poca antigüedad en sus empleos, 

podrían ser insuficientes para enfrentar esta contingencia, si ella se prolonga por algunos meses. Sin 

embargo, cabe tener presente que hasta ahora carecían de toda prestación frente a la eventualidad 

del desempleo. 
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  El sistema propuesto, en general, tiene una adecuada estructuración de incentivos, 

comenzando por un esquema mixto de seguro de desempleo e indemnizaciones por años de 

servicios, que atenúa las desventajas de cada uno de los sistemas y potencia sus ventajas. 

  El hecho de que los fondos sean de propiedad del trabajador estimula un 

comportamiento más responsable frente a seguros con financiamiento exclusivamente estatal. 

  En relación con el Fondo Solidario de Cesantía, que en teoría podría enfrentar los 

problemas clásicos de los seguros de selección adversa y de riesgo moral, se han dispuesto 

mecanismos adecuados para evitarlos: obligatoriedad, número mínimo de contribuciones previas, 

causales específicas de cesantía no voluntaria, tiempo limitado de prestación, montos decrecientes 

de la misma, requisito de haber agotado los fondos de la cuenta individual, y el fin del beneficio, si 

se rechaza un trabajo de ciertas características o una beca de capacitación.  

  Estarán protegidos por la norma del seguro de cesantía todos los trabajadores 

dependientes regidos por el Código del Trabajo. Ello es un enorme avance. Si bien existen algunas 

exclusiones y ciertas normas especiales para trabajadores contratados para una obra, trabajo o 

servicio determinado, ellas tendrían una adecuada justificación.  

  Creo que en el estudio en particular debemos analizar lo relativo a los menores de 

18 años, pues su exclusión podría generar incentivos contradictorios para la demanda y oferta de 

trabajo. Lo importante en esta materia es precisar cuál es el bien jurídico que se quiere proteger: la 

eliminación del trabajo infantil o del desempleo juvenil. 
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  Por otra parte, ya que el seguro de cesantía es para los trabajadores dependientes, no 

se considera la protección mediante este mecanismo respecto de los trabajadores independientes o 

por cuenta propia. Los trabajadores se este tipo están excluidos de casi la totalidad de los seguros de 

desempleo, ya que el problema de riesgo de abuso sería inmanejable si es que se les permitiera 

acceder. Mientras que en lo que respecta a los trabajadores del sector informal hay que considerar 

que por muy bien diseñado y completo que sea un seguro de desempleo, no es posible que se los 

proteja, atendidas las particulares características de estas formas de empleo. Para este seguro de 

trabajadores es necesaria la implementación de otro tipo de políticas. 

  A fin de determinar el impacto que el seguro de cesantía tendría en el grado de 

formalización de las relaciones laborales, es necesario considerar cómo afectaría a la oferta y a la 

demanda de trabajo. Desde la perspectiva de la oferta de trabajo, la creación de este mecanismo de 

protección podría llevar a que los trabajadores actualmente informales valoren positivamente la 

protección y tengan mayores incentivos para exigir la formalización de sus contratos. Además, 

quienes se encuentren actualmente desempleados y protegidos por el seguro de desempleo podrían 

ser más selectivos respecto de las posibilidades de empleo y exigir formalidad. Pero se sostiene que 

ello también podría fomentar la informalidad, particularmente de quienes están recibiendo 

beneficios como desempleados y pudieran trabajar informalmente para poder seguir percibiendo los 

beneficios. Desde la perspectiva de la demanda de trabajo, en la medida en que el seguro de 

desempleo significa aumentos sustantivos de costos -lo que no sucede con este proyecto-, las 
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empresas tendrían incentivos para no formalizar la relaciones de trabajo. El Gobierno, de acuerdo 

con sus estudios, ha estimado que el impacto se inclinaría hacia una mayor formalización. 

  También se ha excluido implícitamente a los trabajadores del sector público. Ello se 

justificaría con el argumento de que se trata de empleos de una naturaleza tan estable que la 

protección contra el desempleo sería innecesaria. Dicha estabilidad no alcanzaría a los funcionarios 

a contrata, pero el Ejecutivo ha señalado que se encuentra elaborando una política para funcionarios 

públicos que, entre otras materias, considera las condiciones del cese de funciones de todos los 

servidores del Estado. 

  En un sistema que considera cuentas de capitalización individual, se minimiza el 

riesgo de déficit en el financiamiento, ya que las prestaciones se financian con lo acumulado en 

ellas. Lo importante es que se establezcan incentivos y sanciones para que los empleadores 

efectivamente abonen a las cuentas de los trabajadores las respectivas cotizaciones, lo que, a mi 

entender, hace el proyecto. No obstante, me parece necesario eliminar la posibilidad de declarar y 

no pagar las cotizaciones. 

  En lo que respecta al fondo solidario, el sistema tiene un adecuado diseño para 

enfrentar el riesgo sistémico de desempleo masivo y su eventual impacto financiero en el sistema. 

Por una parte, se ha establecido una tasa de contribución que garantice el equilibrio financiero en el 

largo plazo, produciéndose en diversas fases expansivas superávit que financiarían los déficit de las 

fases recesivas. Existiría además una limitación de los beneficios en relación con los montos 
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acumulados en el Fondo, lo que si bien garantiza la inexistencia de déficit, podría –como hemos 

señalado- conspirar en contra de la suficiencia de las prestaciones si el fondo no alcanzara las 

dimensiones que se ha estimado que debiera tener. 

  Considero que el proyecto en debate constituye un importante avance, y esperando 

que el Ejecutivo acoja tanto los planteamientos que estamos haciendo como los que formularemos 

en la discusión en particular, ya que carecemos de iniciativa en esta materia, anuncio mi voto 

favorable a la idea de legislar. 

  He dicho. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Silva. 

El señor SILVA.- Señor Presidente, el proyecto que se somete a nuestra consideración requiere, a mi juicio, 

de una reflexión indispensable en torno a su justificación. 

  En el actual estado del debate nacional, se suele señalar que es necesario tener 

señales claras para la reactivación que, indudablemente, todos se esfuerzan por dar a los 

empresarios, es decir, a este grupo de miembros de la sociedad chilena de la que dependen, en 

verdad, en gran medida, los destinos de la nación. Sin embargo, las señales que se piden y las 

razones que se dan no consideran con la misma magnitud a quienes, por las labores que 

desempeñan, hacen posible que las “empresas” cumplan aquel afán. 

  Cuando se produce este tipo de olvidos, lo que estamos contribuyendo a generar es 

una marginación. Los trabajadores son, guste o no, uno de los elementos centrales de la economía, 
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sin los cuales los efectos en la misma se dejan sentir tanto como la falta de capital o como la del 

grupo empresarial. Sin embargo, con frecuencia se olvida la adecuada dignidad y consecuente 

sentido de justicia y equidad de que deben estar investidos los distintos sectores de la colectividad. 

  El 90 por ciento del país está constituido por trabajadores o, por lo menos, por 

figuras potenciales del mismo sector, de modo que cuando se margina de este debate a importantes 

contingentes de ese grupo social, se crea una marginalidad nacional. 

  El sistema económico imperante puede resultar así cruel e inhumano. No garantiza 

ni ética ni personas, sino sólo números. A mi juicio, esta situación es fundamental, pues la falta de 

una ética social es el factor de muchos de los males de nuestros días: un consumo irritante, una 

despersonalización de la vida, una materialidad de los valores. 

  Durante los últimos diez años, las clases económicas más elevadas en este país han 

obtenido utilidades como nunca antes en la historia de Chile. Ellas contaron con trabajadores 

incondicionales; sin embargo, en la primera de cambios, la aterradora cifra númerica indicada hizo 

que en la tan entrañable frase de “los costos” se afectara la subordinación que los trabajadores 

debían tener con los empresarios. Éstos piden confianza. Creo que los trabajadores también la 

desean. El proyecto de seguro de desempleo es un paso hacia esa confianza. Resulta inhumano e 

indigno que frente a coyunturas sociales que afecten a los trabajadores, la sociedad se manifieste 

insensible a sus requerimientos. 
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  El seguro de desempleo responde a la idea de proteger al trabajador cuando enfrenta 

la cesantía, así como persigue apoyar sus esfuerzos de búsqueda de un nuevo empleo y reinserción 

productiva. 

  Este proyecto, a nuestro juicio, constituye un mínimo al cual es factible aspirar en el 

cuadro de un marco de justicia y equidad. Es un elemento básico si es que queremos construir una 

sociedad solidaria. No hay desarrollo económico estable y sostenido que no contemple como una 

realidad velar por la calidad de vida de los trabajadores, que pueden y deben seguir prestando su 

capacidad productiva al país. Es necesario revertir la tendencia en el sentido de que, para muchos, el 

desempleo carece de contenido, mientras a causa de él miles de vidas son destruidas, y sus destinos, 

aniquilados. 

  Es fundamental imprimir en nuestra vida pública y privada un toque de humanidad. 

De lo contrario, avanzaremos inexorablemente, cada día más, hacia el despeñadero que una 

eminente politóloga francesa ha denominado el “horror económico”, en donde las personas son cada 

vez menos necesarias.  

  Por todas estas razones, anunciamos nuestro voto favorable a la iniciativa del 

Ejecutivo. Sostenemos que falta todavía mucho para lograr esa justicia con equidad de la que se ha 

venido hablando. De allí que esperamos con real interés el pronto envío al Congreso del anunciado 

Plan Laboral. 

  Dentro de tales entendidos, votamos que sí. 
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  He dicho. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger. 

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, el tema que hoy nos convoca incide directamente en las 

decisiones colectivas en que es preciso conciliar las condiciones requeridas para sostener un 

crecimiento dinámico, vale decir, conciliar la competitividad de las empresas y el nivel de inversión 

con el imperativo de fortalecer, en la medida de lo posible, las redes de protección social.  

  Suele no ser fácil mantener un buen equilibrio entre ambas dimensiones de la 

política económica y social. Es evidente que el crecimiento es la principal fuente de recursos para 

financiar esquemas de protección progresivamente mejores. Pero también es verdad que la paz 

social y, por consiguiente, el funcionamiento fluido de la economía se verán facilitados si los 

trabajadores perciben una preocupación cotidiana por mejorar su propia condición, compartiéndose 

en el día a día los beneficios del progreso, los cuales no se valoran si el derrame hacia los más 

desfavorecidos se mantiene en buena medida a nivel de expectativas de largo plazo. 

  En ese contexto, votaré afirmativamente el proyecto en debate. 

  Ahora bien, al respecto, deseo hacer las siguientes consideraciones:  

 1.- La protección al trabajador cesante es hoy extremadamente precaria. Existe un subsidio de 

cesantía de escasa relevancia, de modo que el principal instrumento vigente es el régimen de 

indemnizaciones por años de servicio, que sólo rige en casos de despido por necesidades de la 

empresa, los que en promedio corresponden a un 50 por ciento de los términos de contrato que se 
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producen. Este régimen es, pues, de aplicación limitada y cobertura insuficiente; además, presenta 

dificultades en su operación, porque, por lo general, las empresas no provisionan mensualmente los 

fondos para el pago eventual de indemnizaciones, por lo que suelen producirse dilaciones en el pago 

o difíciles negociaciones para lograr, al final, un pago efectivo menor y a plazo, o bien se traba en 

los tribunales un litigio de alto costo para el trabajador. 

  También, el sistema tiene incentivos inadecuados, porque, por una parte, conspira 

contra la movilidad laboral ascendente propia de los mercados contemporáneos, al mantener 

amarrado al trabajador a su empleo para ganar antigüedad, y, por otra, induce a las empresas a 

prescindir de él antes de que acumule muchos años de servicio, perdiendo el plus que aporta la 

experiencia y capacitación generadas. 

  Por último, estimula el incumplimiento de la ley por parte de las empresas cuando 

se encuentran frente a un pago no provisionado, porque los recursos pertinentes, en la práctica, se 

utilizan como capital de trabajo. 

  2.- En virtud de lo anterior, es imprescindible contar con un sistema de protección 

al trabajador cesante más amplio en cobertura y a todo evento en relación con las causales de 

término del empleo. Por otro lado, debe reconocerse que el proyecto corrige sólo parcialmente los 

defectos del actual sistema, pues, al mantenerse inalterables las normas sobre indemnizaciones, 

persiste un sesgo antimovilidad. 
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  Por ello, lo que hoy se nos propone y que, a mi juicio, debemos aprobar, será, en 

una mirada de largo plazo, un sistema de transición que no resuelve del todo las contradicciones 

existentes. Estoy consciente de que sería políticamente del todo inviable pretender hoy sustituir o 

alterar significativamente las normas sobre indemnización por años de servicio, consideradas por 

los trabajadores como una conquista emblemática irrenunciable. La elaboración definitiva de un 

mecanismo moderno único de protección continuará siendo, quizás por largo tiempo, una tarea 

pendiente. 

  3.- Más allá de estas consideraciones, el proyecto tiene, a mi juicio, méritos 

indiscutibles. En efecto: 

  Primero, mejora y amplía de modo significativo la protección al trabajador cesante, 

al aumentar los beneficios y hacerlos aplicables a todo evento. 

  Segundo, la implantación de un esquema de cuenta individual de ahorro previo con 

corresponsabilidad en el financiamiento de los beneficios y la limitación a cinco giros, evitan el 

incentivo perverso de sistemas que inducen a conductas oportunistas, prolongando voluntariamente 

la cesantía. En igual sentido opera el hecho de que los giros del fondo solidario sean decrecientes 

mes a mes. 

  Tercero, la creación, precisamente, de dicho fondo solidario en beneficio de los 

trabajadores de menores ingresos con contribución empresarial y un aporte fiscal limitado en 
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régimen a aproximadamente 12 millones de dólares anuales, evita fenómenos de desborde fiscal y el 

consiguiente riesgo sistémico, como ha ocurrido en otros países.  

  Aunque ni éste ni ningún otro esquema podrán soportar una cesantía masiva 

prolongada, los cálculos que se nos han presentado indican que en el marco de la modestia de los 

beneficios se ha diseñado un colchón significativo que permite absorber tasas de cesantía 

transitorias bastante altas, utilizando los superávit generados en fases expansivas para paliar los 

déficit de períodos contractivos.  

  Cuarto, se extiende a las familias sobrevivientes de un trabajador fallecido el 

derecho a giro sobre su cuenta individual. 

  Quinto, aunque se produzcan situaciones litigiosas al momento del despido, el 

trabajador cesante podrá girar de inmediato cinco mensualidades con cargo a su cuenta individual, 

lo que será aumentado por la contribución del fondo solidario, si correspondiere. 

  Sexto ,  e l  empleador ,  v ía  co t izac ión ,  hará  mensualmente  una  

provis ión  parc ia l ,  a l  menos  para  e l  pago  eventua l  de  la  indemnizac ión  que  

cor responda  en  caso  de  despido  por  neces idades  de  la  empresa ,  reduciendo e l  

impacto  f inanc iero  ac tua l  de  es ta  s i tuac ión .  

  Sépt imo,  se  incorpora  a  los  benef ic ia r ios  a l  s i s tema nac ional  de  

información  y  or ien tac ión  ocupac iona l ,  y  t i enen  acceso  a  capac i tac ión  y  a  

cont inu idad  por  un  año ,  t an to  de  as ignac ión  fami l ia r  como de  pres tac iones  

médicas .  
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  Octavo ,  son  incorporados  a  todos  es tos  benef ic ios  los  t raba jadores  

a  p lazo  f i jo  (agr icu l tores  y  cons t rucc ión  pr inc ipa lmente)  y  ex is te  e l  p ropós i to  

de  hacer lo  también  con  los  t raba jadores  por  obra  y  faena .  

  Noveno,  aunque  se  t ra ta  de  un  tema cont rover t ido ,  concuerdo  con  

la  propues ta  de l  operador  único ,  no  compar t iendo la  c r í t i ca  de  r ig idez  y  fa l ta  

de  competenc ia  que  se  le  a t r ibuye:   a )  porque  la  e lecc ión  de l  operador  impl ica  

una  l ic i tac ión  por  prec io ,  va le  dec i r ,  menores  comis iones ,  y  o t ras  var iab les  

re levantes ,  como la  ca l i f icac ión  técnica  de  los  pos tu lan tes ;   b )  porque  para  

par t ic ipar  en  d icha  l ic i tac ión  se  pueden  formar  toda  c lase  de  asoc iac iones  para  

aprovechar  economías  de  esca la ,  como,  por  e jemplo ,  una  asoc iac ión  eventua l  

de  todas  las  AFP,   y  c )  porque ,  a  su  vez ,  e l  operador  e leg ido  podrá  

descent ra l izar  la  adminis t rac ión  de  la  invers ión  de  los  recursos  en t re  d iversas  

en t idades  espec ia l izadas  en  la  mater ia .  

  Por  ú l t imo,  es ta  modal idad  debiera  reduci r  los  cos tos  de  

comerc ia l izac ión ,  que  tan tos  problemas  han  causado en  e l  s i s tema de  AFP y  en  

e l  de  las  ren tas  v i ta l ic ias .  

  Natura lmente ,  se  cor re  e l  r iesgo  de  que  no  se  produzcan  ta les  

asoc iac iones  v i r tuosas  para  e l  aprovechamiento  de  ex terna l idades ,  por  lo  que  

podr ían  es tudiarse  mecanismos  que  las  incent iven .  

  4 . -  S in  per ju ic io  de  los  mér i tos  enunciados ,  en  la  d i scus ión  

par t icu lar  de l  proyec to  deberán  ac la rase ,  a  mi  ju ic io ,  a lgunas  mater ias  y  

reso lverse  var ios  problemas  que  quedaron  p lan teados  durante  e l  deba te  en  

genera l .  Ent re  e l los ,  me parecen  re levantes  los  s iguien tes :  
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  Pr imero ,  la  menor  conf l ic t iv idad  re la t iva  de l  nuevo s i s tema será  

só lo  parc ia l ,  porque  e l  t é rmino  de  la  re lac ión  de  t raba jo  por  neces idades  de  la  

empresa  segui rá  asoc iado ,  aunque  amort iguado ,  a l  pago  opor tuno  y  p leno  de  

par te  de  la  indemnizac ión ,  aquel la  no  imputable  a  los  apor tes  pa t ronales  a  la  

cuenta  ind iv idua l .  

  Segundo,  e l  cos to  mensual ,  para  las  empresas ,  de  2 ,4  por  c ien to  

de l  sa la r io  s igue  s iendo re la t ivamente  e levado,  espec ia lmente  para  las  PYMES,  

y  en  las  c i rcuns tanc ias  ac tua les ,  requi r iendo es fuerzos  ad ic iona les  de  aumento  

de  product iv idad .  Por  e l lo ,  se r ía  convenien te  ver i f icar  s i  l as  a l te rna t ivas  de  

menor  cos to  propues tas  resu l tan  v iab les  y  razonables  en  té rminos  de l  monto  de  

los  benef ic ios .  

  Tercero ,  e l  mayor  cos to  es  un  des incent ivo  en  las  PYMES a  la  

cont ra tac ión  de  t raba jadores  formales  (cosa  que  también  va ldr ía  la  pena  volver  

a  examinar ) .  

  Cuar to ,  l a  co t izac ión  de  3  por  c ien to  en  e l  caso  de  t raba jadores  

por  obra  o  faena  puede  l legar  a  se r  un  mecanismo meramente  aparente ,  s i  de  

hecho se  incorpora  a  la  negociac ión  de l  respec t ivo  cont ra to .  

  Quin to ,  no  queda  c la ra  la  convenienc ia  de  que  e l  t raba jador  pueda  

g i ra r  la  to ta l idad  de l  sa ldo  de  su  cuenta  ind iv idua l  cuando encuent ra  empleo  

an tes  de  comple tarse  los  c inco  meses  con  derecho a  g i ro .  Es  c ie r to  que  as í  se  

incent iva  no  d i la ta r  vo luntar iamente  e l  per íodo  de  cesant ía ,  pero  quizás  podr ía  

adoptarse  una  fórmula  in te rmedia  que  le  permi ta  g i ra r  -d igamos-  e l  50  por  
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c ien to  de  d icho  sa ldo ,  quedando e l  res to  d isponib le  para  una  nueva  s i tuac ión  

de  cesant ía .  

  Sexto ,  me parece  exces ivo ,  e  inc luso  cont raproducente ,  sanc ionar  

a  empresas  morosas  exc luyéndolas  de l  acceso  a  recursos  de  fomento  

product ivo  mient ras  no  cubran  sus  deudas ,  porque  ta les  recursos  (casos  

PYMES,  espec í f icamente) ,  podr ían  permi t i r les  jus tamente  mejorar  su  s i tuac ión  

f inanc iera  y  ponerse  a l  d ía .  Ta l  vez ,  podr ían  l igarse  ambas  mater ias  mediante  

compromisos  espec í f icos  e f icaces .  

  Sépt imo,  parece  necesar io  ana l izar  más  a  fondo la  operac ión  de l  

s i s tema cuando hay  cont ra to  o  convenio  co lec t ivo  v igente .  Se  ha  hecho  

presente ,  por  e jemplo ,  que ,  como la  empresa  t iene  derecho  a  imputac ión  só lo  

en  caso  de  desp ido  por  neces idades  de  la  empresa ,  no  podrá  hacer lo  cuando un  

cont ra to  co lec t ivo  contemple  también  indemnizac iones  por  o t ras  causa les  de  

té rmino  de  cont ra to .  

  Y,  f ina lmente ,  cons idero  a tendib le  e l  reparo  empresar ia l  respec to  

de  que  sus  apor tes  f inanc ien  benef ic ios  cuando e l  desp ido  se  produce  por  

hechos  que  involucren  cu lpa  de l  t raba jador  (me re f ie ro  a  benef ic ios  con  cargo  

a l  apor te  empresar ia l  a  la  cuenta  ind iv idua l ) ,  mater ia  que  convendr ía  examinar  

con  más  cu idado .  

  Como d i je  a l  comienzo  de  mi  in te rvención ,  vo to  a f i rmat ivamente  

e l  p royec to .  

E l  señor  ZALDÍVAR,  don  Andrés  (Pres idente) . -  T iene  la  pa labra  e l  Senador  señor  

Foxley .  
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El señor FOXLEY.- Señor Presidente, como expresaron los oradores que me antecedieron en el uso de la 

palabra, el proyecto que establece un seguro de desempleo representa un primer paso para dar 

cuenta de un problema muy frecuente que afecta hoy a quienes se desempeñan en el mundo del 

trabajo.  

  En estudios empíricos realizados recientemente en América Latina -también en 

Chile-, se preguntó a la gente acerca de sus temores e inquietudes respecto del futuro. Ellos 

demostraron que 60 por ciento cree que puede perder el empleo en los próximos doce meses; en 

Chile, la cifra es aun mayor: 65 por ciento. 

  Lo anterior revela una situación de inseguridad subjetiva, avalada por la 

inexistencia de una institucionalidad que dé alguna protección a quien se ve enfrentado a la 

desocupación. Y por eso el temor a la cesantía puede ser una fuerza tan paralizante del 

comportamiento económico lógico y racional de las personas, particularmente cuando ella aumenta, 

que es lo ocurrido en Chile en los últimos 18 meses. Ese temor a perder el trabajo lleva a una 

parálisis que finalmente se traduce en que el consumo sufre una contracción o un freno tan absoluto 

que detiene la producción y provoca un daño en los procesos de inversión. 

  La cifra indicada podría complementarse con otra información proveniente de 

estudios de organismos internacionales, también referida a América Latina, que señala que 50 por 

ciento de su población, en algún momento en los últimos cinco años, cayó bajo la línea de pobreza. 
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  Naturalmente, en la región hay un conjunto de países donde el porcentaje de 

personas bajo la línea de pobreza es significativamente inferior a 50 por ciento. En el caso chileno, 

se sitúa entre 20 y 25 por ciento. 

  Sin embargo, producto de eventos que ocurren en el plano internacional o de crisis 

internas, las economías entran en una caída vertical y gente habitualmente caracterizada como de 

clase media perfora –por decirlo de algún modo- la línea de pobreza y queda sumida en un estado 

socioeconómico inferior al que ha tenido por lo general en su vida.  

  Esa caída bajo la línea de pobreza puede ser transitoria o de carácter más 

permanente. Si quien llega a ese estado tiene más de 40 ó 45 años de edad, por ejemplo, hay una 

probabilidad relativamente alta de que su caída no sea transitoria sino permanente, porque el 

desempleo será, o muy prolongado, o simplemente indefinido. 

  Tal es el telón de fondo que motiva, en último término, un proyecto como el que 

hoy estamos considerando. Y las cifras que di no se refieren a hechos históricos distantes en el 

pasado, sino que dicen relación a la percepción actual de los ciudadanos o a hechos que 

efectivamente ocurrieron durante los últimos cinco años en cuanto a la situación de ingresos de las 

familias en América Latina. 

  Por eso la iniciativa en análisis resulta oportuna. Y –diría yo- deberíamos haberla 

aprobado hace mucho. Pero, en todo caso, la institución propuesta es necesaria para enfrentar las 

inseguridades a que lleva el proceso de economías abiertas en un mundo global. 
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  Ahora bien, en cuanto al proyecto mismo, cabe recordar que tuvimos una discusión 

en el período legislativo anterior, la que incluso llegó al Senado, donde hubo una larga tramitación 

en las Comisiones de Hacienda y de Trabajo. Y el debate ha sido muy complejo aquí como en 

cualquier otro país, porque las opciones que se tomen respecto del tipo de institución que da cuenta 

mejor de la necesidad de proteger al desempleado están abiertas y las respuestas institucionales en 

las distintas naciones han sido muy diferentes. 

  En América Latina, Brasil y Colombia, por ejemplo, han desarrollado un sistema 

exclusivo de cuentas individuales. Los trabajadores y el empleador ponen cierto porcentaje en una 

libreta individual o –es el caso de Brasil- en un fondo social para el desempleo, donde cada 

individuo tiene asignados los recursos que ha depositado en conjunto con su empresa. 

  La evaluación de esas experiencias, que ya tienen algún tiempo en Latinoamérica, 

indica que tales mecanismos son útiles o pueden serlo para cubrir la eventualidad del desempleo en 

personas de ingresos medios hacia arriba, por la sencilla razón de que ganan lo suficiente como para 

que el monto acumulado en un período razonable alcance para financiar una entrada, también 

razonable, durante los cinco o seis meses en que estén cesantes. 

  En cambio, para quienes tienen remuneraciones bajas, el mecanismo exclusivo de 

cuenta individual presenta bastantes problemas. En primer lugar, el porcentaje de su ingreso 

disponible destinado a la cotización, aunque sea poco elevado, termina inevitablemente afectando 

las capacidades de esas personas para sostener un nivel de consumo adecuado o para canalizar ese 
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dinero hacia pequeñas inversiones que los más pobres deben hacer. Y por otro lado, a pesar de ese 

sacrificio en consumo e inversión, los beneficios obtenidos con el sistema de cuenta individual son 

absolutamente insuficientes para sostenerse durante el período de cesantía. 

  La otra alternativa es la de los fondos solidarios, con dos opciones. Una de ellas se 

financia completamente con recursos del Estado, y la otra, con dineros privados. 

  Cuando se trata de fondos solidarios financiados con recursos exclusivamente 

públicos -la experiencia es bastante conocida, sobre todo en el contexto de algunos países 

desarrollados-, el sistema funciona en la medida en que las tasas de desempleo sean relativamente 

moderadas o bajas. Cuando se disparan, la demanda de dineros públicos es de tal naturaleza que 

provoca un desequilibrio presupuestario fiscal, genera presiones inflacionarias y termina obligando 

al Estado, o a disminuir fuertemente los beneficios, o a sostenerlos, acompañado ello de un proceso 

inflacionario cuya consecuencia es un ajuste macroeconómico que, en vez de ayudar a resolver el 

problema de desempleo, lo agrava. Por lo tanto, los países quedan en situación bastante delicada: 

gastan mucho para sostener a los desocupados actuales, y luego, en un corto período deben generar 

mayor cesantía vía un ajuste macroeconómico, por la demanda de recursos fiscales que el elevado 

desempleo genera. 

  En el caso de los fondos solidarios financiados sólo con recursos privados, el 

problema –lo decía recién el Honorable señor Boeninger- es distinto: si el costo ya es relativamente 

significativo en el esquema que aquí se nos propone, en uno del todo particular la carga sobre las 
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empresas puede ser tan alta como para provocar pérdida de competitividad en los sectores 

productivos de los países que lo aplican y, consecuentemente, generar un desempleo estructural 

permanentemente mayor. 

  Hago esta introducción en la discusión general del proyecto porque me parece 

importante destacar que el mérito de la versión que aquí se presenta del ex PROTRAC estriba en 

que, reconociendo esas dos alternativas, nos propone una combinación de ambas, en la cual, por un 

lado, se desarrolla un programa de capitalización individual para el desempleo, y por otro, se crea al 

mismo tiempo un fondo solidario que permite dar cuenta de la situación de las personas con 

ingresos más bajos. 

  Ahora bien, señor Presidente, tengo algunas sugerencias en el esquema actual. 

  En primer término, si existe un esquema de cuenta individual -de libreta de ahorro 

individual, para decirlo de algún modo-, ¿por qué no convertirlo al mismo tiempo en un mecanismo 

permanente de ahorro que sirva para la jubilación del trabajador? 

  El proyecto establece un tope de 90 UF en las cotizaciones a la cuenta individual, 

por un período máximo de 11 años. 

  Yo pregunto, señor Presidente, por qué no dar la siguiente opción a los sectores de 

ingresos medios y altos, que tienen mayor capacidad de ahorro: si no impetran el beneficio de la 

cesantía, que puedan utilizar los fondos depositados en la libreta individual pertinente como 
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recursos suplementarios para su jubilación, para lo cual habría que permitirles seguir ahorrando más 

allá del límite de once años establecido en la iniciativa. 

  Conversamos recién con el asesor del señor Ministro y coincidimos en que una de 

las cosas que se pueden afirmar empíricamente es que, si una persona ha estado laborando once 

años en una empresa, es altamente probable que continúe en ella por el resto de su vida útil; es 

decir, mientras más avanzan los años, menos cambios de trabajo se producen. Por lo tanto, tendría 

mucho sentido que esa persona pudiera continuar ahorrando conforme a un mecanismo exento de 

impuesto y que los dineros pertinentes se utilizaran finalmente como suplemento del ahorro, en una 

AFP o en otro sistema, y formaran parte integral de una renta vitalicia o lo que fuere. Obviamente, 

el aporte patronal concluiría tras los once años y después, según expresé, sólo seguiría cotizando el 

trabajador. 

  Con ello ayudaríamos de paso a resolver una de las preocupaciones latentes en el 

sistema actual de pensiones: en el caso de muchos trabajadores, lo que ahorran en su AFP no será 

suficiente para obtener una pensión adecuada, digna, o la que necesiten para sostener determinado 

nivel de vida. 

  Este proyecto, señor Presidente –concluyo mi intervención-, sirve únicamente para 

una transición –una transición breve, diría yo- en el proceso de búsqueda luego de haber perdido el 

empleo. 
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  El mecanismo no será muy efectivo si al mismo tiempo no somos capaces de operar 

por la vía de un manejo macroeconómico que impida fluctuaciones excesivas en la tasa de 

desocupación. Tampoco lo será si la duración del fenómeno del desempleo es demasiado 

prolongada, porque los fondos no estarán disponibles después de cinco meses y, además, en esa 

situación la persona adquiere una especie de dificultad a menudo irreversible para encontrar trabajo 

nuevamente. 

  Por consiguiente, pienso que el tema del seguro de desempleo debe colocarse en el 

marco de la discusión de políticas macroeconómicas que potencien al máximo este tipo de 

instrumentos. Y, para eso, hay que pensar en estabilizadores macroeconómicos que garanticen a la 

gente que la tasa de desempleo se mueve dentro de un rango razonable y no se dispara por 

descontrol en el manejo de instrumentos que, desde el punto de vista macroeconómico, generan 

situaciones catastróficas que un seguro de cesantía como éste no podrá aminorar ni resolver. 

  Muchas gracias. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bitar. 

El señor BITAR.- Señor Presidente, me adentraré en el debate que adelantó el Senador señor Foxley respecto 

de la calidad y eficacia de un instrumento como éste en el contexto de la economía contemporánea y 

su evolución hacia el futuro. 

  Yo parto del hecho –y aquí difiero de lo señalado por Su Señoría en el sentido de 

que la gente tendería a mantenerse en el trabajo luego de estar 11 años en él- de que todas las 
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evidencias actuales revelan el  fin de las carreras. El concepto de carrera, que una persona puede 

especializarse en un área o quedarse en una empresa para toda la vida, ha terminado. En el siglo 

XXI ya no existirá más la permanencia de por vida en una labor. Por el contrario, las personas 

cambiarían varias veces de trabajo, e incluso de especialidad, a lo largo de la vida. 

  Si a ello agregamos la extensión de la vida útil de cada ser humano, tenemos un 

doble fenómeno, que apunta en la misma dirección: gran velocidad de cambio tecnológico-

productivo y prolongación de la vida útil de la gente, lo que introduce, por ende, elementos de 

oscilación, no sólo en la actividad económica, sino también en la vida personal, que requieren 

creciente innovación en políticas adecuadas a esa nueva realidad. 

  En tal sentido, en la gran meta de toda sociedad avanzada, la felicidad, que se busca 

a través del pleno empleo, para luchar contra las angustias y dar estabilidad, se van necesitando 

nuevas políticas laborales y macroeconómicas. 

  En esa línea, creo que el proyecto en debate avanza al enfrentar los temas de la 

oscilación y del cambio en el trabajo en períodos cortos e introduce la flexibilidad. 

  A mi entender, se trata de una demostración práctica de lo que debe ser una política 

novedosa en el marco de un modelo de desarrollo con equidad. Y en la perspectiva más amplia de 

un desarrollo con equidad sitúo una política como ésta. ¿En qué sentido? Que por un lado protege a 

los trabajadores más vulnerables y en un momento especialmente álgido, pero, además, flexibiliza 
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con ellos la capacidad de adaptación económica a los cambios tecnológicos y financieros 

internacionales. 

  Obviamente, hoy todos los estudios demuestran que dejar a los trabajadores en la 

indefensión y con grandes desigualdades es una receta a mediano plazo para la debilidad del país, el 

resquebrajamiento de su unidad y el despertar de conflictos. Además, sabemos que la inestabilidad 

política genera inestabilidad económica. De allí, entonces, que una política de desarrollo con 

equidad con este tipo de instrumentos resulta más exitosa en el mundo contemporáneo. 

  De otro lado, no puedo dejar de considerar lo que significa la pérdida de talento 

creativo en los trabajadores cuando se desconoce su capacidad de participación o cuando pierden 

autoestima y dignidad debido a la situación de cesantía. 

  En consecuencia, creo que la equidad y los equilibrios en esta materia resultan 

mejores para la competitividad externa. 

  Por otra parte, es mi convicción que, en una economía globalizada, existen por lo 

menos dos requisitos para el éxito que inciden en el diseño de las políticas económicas (y en dicho 

marco sitúo este debate). Primero, la necesidad de atenuar los ciclos externos derivados de crisis 

financieras, como también los ciclos externos en regiones específicas provocados por cambios en la 

estructura productiva de actividades que quedan obsoletas. Para el amortiguamiento de fenómenos 

financieros externos se requiere de mecanismos de compensación que protejan el empleo, 

manteniéndolo en rangos más restringidos en las tasas de desocupación que hagan posible manejar 
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estas políticas. Además, la agilización de la capacidad de reacción frente a los cambios productivos 

-lo que implica más capacitación y más desarrollo tecnológico- permite generar nuevas actividades 

a tiempo y abandonar oportunamente las que van declinando. Por lo tanto, resulta decisiva la 

reconversión rápida, la cual se favorece con las normas que ahora se proponen. 

  Me parece que de este modo el Gobierno de la Concertación está cumpliendo el 

compromiso del Presidente Lagos durante su campaña en cuanto a que una de las materias 

prioritarias era el seguro de desempleo. Estimo indispensable -y entiendo que es la voluntad del 

Gobierno- que las demás iniciativas de carácter laboral se envíen al Congreso en los próximos días, 

con el propósito de estudiarlas desde este mismo punto de vista -modernización con equidad, 

flexibilidad para adaptarse a los cambios productivos y tecnológicos mundiales- y de garantizar de 

mejor manera la seguridad al trabajador y su familia. 

  En julio recién pasado, en un encuentro del Banco Mundial, donde tuve la ocasión 

de participar, escuché análisis respecto de cuáles eran las mejores recetas o prácticas de política 

económica para enfrentar con cara más humana los ajustes económicos internacionales, inevitables 

en un desarrollo globalizado y con gran avance tecnológico. Se concluyó que este tipo de fórmulas 

era uno de los más ventajosos: períodos cortos, atenuar el ciclo, proteger para la reconversión y, 

también, fondos solidarios. Así, habría una ventaja económica y otra, que no puede dejarse de lado, 

relativa a la angustia que embarga al trabajador impedido de mantener a su familia y que piensa -
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esto es lo peor-, ante cambios tan acelerados, que ya no está en condiciones de enfrentar la vida, ni 

de adaptarse a esos cambios ni de prepararse para abordarlos. 

  Por eso, considero que este proyecto constituye un paso importante en esa 

dirección. 

  En particular, valoro tres aspectos: primero, amplía la cobertura a los sectores más 

débiles y también a los trabajadores por obra o faena; segundo, establece un fondo solidario en 

parte, combinando lo individual con lo solidario; y tercero, contempla un mecanismo de operador 

único, el cual, cuando discutimos el PROTRAC, me pareció evidente que podía generar costos 

mucho más bajos para el manejo de los recursos en comparación a las comisiones del sistema de 

AFP. 

  Con todo, es necesario precisar algunos aspectos adicionales mencionados por 

algunos señores Senadores, como colocar bien los recursos financieros que administra este ente 

único; o sea, no sólo respecto de los recibidos y de los pagos, sino también de cómo se invierten de 

manera de obtener el máximo rendimiento con el mínimo riesgo. También es necesario afinar los 

aspectos que garanticen incentivos a la contratación en la pequeña y microempresas, que es donde 

debe generarse más avance tecnológico y, por lo tanto, mayor potencial expansivo para el empleo. 

  Por esas consideraciones, anuncio que votaré favorablemente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Urenda. 
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El señor URENDA.- Señor Presidente, las opiniones expresadas esta tarde me liberan de realizar un examen 

más a fondo del proyecto. Más bien, me inducen a exponer algunas precisiones o comentarios. 

  Desde luego, la iniciativa es necesaria. No parece posible que a estas alturas del 

avance del país no haya algún sistema de seguro de cesantía razonable. El que hoy existe es tan 

limitado que gran parte de los trabajadores ni siquiera se molestan en utilizarlo. 

  Pero, sin duda, estas normas -como se ha dicho- apuntan en una dirección 

determinada, para tratar de solucionar otros aspectos. Desde luego, no es propia ni exclusivamente 

un seguro, ya que, además, implica ahorro. Y simultáneamente con este concepto de seguro-ahorro 

y de acumulación de recursos, que no son pequeños, se busca también, como sucede con muchos 

seguros de cesantía, un equilibrio de la economía. Es decir, que al aumentar el desempleo (como 

está ocurriendo en la actualidad), no se produzcan otros efectos paralelos, perversos, de disminución 

excesiva del consumo que frene la economía o precipite el problema que ha provocado, 

precisamente, la cesantía. 

  Lo anterior está ligado -como se ha dicho- a la flexibilidad del empleo y a la 

indemnización por años de servicio. Hoy día la tendencia en el mundo es que las personas cambien 

de ocupación con mucha más frecuencia que en el pasado. Un estudio realizado por la Cámara de 

Comercio de Valparaíso estableció que la permanencia promedio de un trabajador fue sólo de 6,4 

años en el decenio pasado. Esto significa que en su vida laboral ha ocupado seis o siete empleos 

diferentes. Dicha tendencia va en aumento como consecuencia del avance tecnológico, lo que 
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conduce a que determinadas actividades necesiten cada vez menos gente o que surjan otras que 

requieran conocimientos distintos. 

  En consecuencia, el proyecto abre un camino en tal sentido, porque la 

indemnización por años de servicio produce algunos efectos negativos. Esto se traduce en que, 

según una cifra que escuché -y no sin cierta sorpresa-, la estimación de su costo para las empresas 

no llega al 3 por ciento, en circunstancias de que debería acercarse al 8,33. Para determinado tipo de 

empresas, especialmente pequeñas y medianas, la indemnización por años de servicio representa, a 

veces, una carga de tal naturaleza que las induce a eludirla. A su vez, desde el punto de vista del 

trabajador, ello atenta contra la flexibilidad del empleo, por cuanto su retiro voluntario lo hace 

perder la indemnización por años de servicio. Y, por consiguiente, si busca otra ocupación, 

procurará que lo despidan de la actual, o bien no tomará la decisión de retirarse porque no desea 

perder un beneficio que es importante. 

  Yo diría que en este sentido la iniciativa va por el camino adecuado, como se ha 

señalado. No es la solución integral, pero, primero, facilita el cambio voluntario de trabajo; 

segundo, permite el cambio de empleo en un momento determinado o el alejamiento de la fuente de 

trabajo con un costo inferior al normal; y finalmente, tiende a evitar que la economía sufra un efecto 

adicional al disminuir sustancialmente el consumo a raíz de la existencia de un enorme grupo de 

cesantes que no cuenta con ingresos de ninguna naturaleza. 

  Conviene destacar que el proyecto, no obstante ser bueno, se plantea con mucho atraso, tal 

vez porque desde fines de los años 80 y hasta casi terminada la década del 90 se tuvo la convicción de que los 
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niveles de desempleo eran muy reducidos o razonables para una economía. Además, sus efectos prácticos 

comenzarán a producirse en el futuro; desde luego de ninguna manera antes de 12 meses. Y su verdadero 

efecto en la economía está previsto -según se ha explicado- para siete años más. En todo caso, más vale tarde 

que nunca emprender este camino que, a mi juicio, debería ir paralelamente mejorando el pago por concepto 

de seguro de cesantía, que en este proyecto cubre medianamente a los trabajadores de rentas bajas o muy 

bajas y sólo de manera parcial a los de remuneraciones medias. Si bien la fórmula propuesta resulta 

incompleta, es obvio que las personas de rentas bajas son las que más la necesitan y las que en mayor número 

sufren la situación de desempleo. Por lo tanto, es conveniente avanzar más. 

  En la Comisión se nos dio a conocer un sistema elaborado por la Cámara Regional 

de Comercio de Valparaíso, el que consigna dos alternativas. Una de ellas consiste en un seguro de 

cesantía obligatorio que cubre también las indemnizaciones por años de servicio mediante un 

pequeño costo adicional, que permitiría resolver el grave problema -muchas veces insoluble- que 

enfrentan algunas empresas medianas cuando deben pagar este tipo de indemnización. 

  Pedro Lizana, ex Presidente de la SOFOFA, es autor de un libro donde relata el 

caso de una mediana empresaria. Tenía 25 trabajadores, había trabajado toda su vida, estaba 

cansada y quería jubilar, pero no podía hacerlo porque si ponía término a la empresa, simplemente 

ni con todo su patrimonio alcanzaba a pagar las indemnizaciones por años de servicio. 

  Entonces, es preciso buscar otra fórmula. Ella puede derivar de la sugerida por la 

Cámara de Comercio, que el Ministerio del Trabajo podría considerarla o, en todo caso, tenerla 

presente porque -como aquí se ha dicho- seguramente el texto en debate requerirá de 

perfeccionamientos para hacerlo más efectivo  y resolver los problemas derivados de la cesantía 

tanto en lo relativo al trabajador mismo como en cuanto a sus efectos en la economía. Además, debe 
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contribuir a la flexibilización del empleo -tan necesaria hoy y que proviene no sólo de la voluntad 

de empresarios o de trabajadores, sino también de los adelantos técnicos-, a fin de que, por la vía de 

los cambios de ocupación, muchas veces voluntarios pero en ocasiones forzados, se logre una 

mayor eficiencia de la economía y aumentar el nivel general de remuneraciones en el país. 

  Por eso, reitero que votaré favorablemente el proyecto (considero que es mejor que 

el de PROTRAC e indica un camino), en el entendido de que no es la solución perfecta, ni mucho 

menos; que no producirá efectos inmediatos y que, en consecuencia, en su aplicación práctica dará 

tiempo para ir introduciendo las correcciones pertinentes. 

  Espero que por esa vía, u otra, se logre revertir el efecto perverso no deseado 

derivado de la indemnización por años de servicio, que muchas veces afecta a la propia empresa, al 

trabajador y, obviamente, a la economía del país. 

  Dado que en este proyecto los Parlamentarios tenemos una mínima capacidad de 

iniciativa, invitamos al señor Ministro del Trabajo y a otras autoridades de Gobierno a seguir 

explorando mecanismos propuestos por algunas organizaciones y, al mismo tiempo, a aprovechar la 

experiencia alcanzada en diferentes partes del mundo en materia de seguro de cesantía, que 

demuestra que puede caerse en el extremo perverso: cuando se exceden los beneficios se produce 

una cesantía artificial. Así ocurre en diversos países europeos. 

  Sería recomendable aprovechar esa experiencia a fin de llegar a una flexibilidad 

como la que en este momento existe en la economía norteamericana, que ha experimentado un 
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crecimiento extraordinario en diversos aspectos. Ese sistema le permite mayor flexibilidad, pero 

también más facilidad para despedir. Sin embargo, esto se contrarresta con un seguro de cesantía 

que hace el problema mucho menos grave para el trabajador y a la larga se traduce en que en la 

actualidad en Estados Unidos prácticamente no hay cesantía. 

  Como dije, votaré favorablemente. Se trata de una buena iniciativa, que deberemos 

perfeccionar en algunos puntos. Estoy seguro de que el señor Ministro del Trabajo y otros 

personeros del Ejecutivo también se encuentran empeñados en esta línea, que al parecer 

compartimos todos en el Senado. 

  He dicho. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- De acuerdo a lo resuelto por los Comités, a las 18 

corresponde iniciar la votación. Como restan sólo algunos minutos, procederemos a ella de 

inmediato, comenzando con la fundamentación de voto de los oradores pendientes. Posteriormente 

se continuará en el orden reglamentario. 

  En votación. 

  --(Durante la votación). 

El señor SABAG.- Señor Presidente, el empleo es uno de los factores productivos de la economía nacional 

junto con el capital y los recursos naturales, y a la vez constituye una fuente de ingresos para los 

hogares y personas. En consecuencia, los cambios en este indicador generan efectos a nivel 

agregado (macroeconómico) e individual (microeconómico). En el último tiempo, los sectores de 
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menores ingresos son los que más han sufrido la pérdida de su fuente de trabajo, lo cual constituye 

un problema de la  mayor gravedad para los hogares más pobres y, por consiguiente, demanda de 

las autoridades la búsqueda de una solución. 

   En el Gobierno del Presidente Frei se envió al Congreso el proyecto del 

denominado Sistema de Protección al Trabajador Cesante (PROTRAC), que no prosperó. 

  El objeto de la presente iniciativa es establecer un seguro obligatorio de cesantía a 

favor de los trabajadores que rigen su relación laboral por el Código del Trabajo. Se inició en 

mensaje del Presidente de la República, señor Ricardo Lagos, y tiene otras características que 

analizaré desde diferentes ángulos. 

  Desde luego, protege a los trabajadores dependientes que inicien o reinicien 

actividades laborales con posterioridad a su entrada en vigencia como futura ley. Uno de sus rasgos 

distintivos lo constituye la incorporación automática del trabajador al seguro, generando a su turno 

la obligación de cotizar en los términos que establece. 

   El seguro no cubre a los trabajadores de casa particular, a los sujetos a aprendizaje, 

a los menores de 18 años de edad ni a los pensionados, salvo que la pensión se hubiese otorgado por 

invalidez parcial. 

  El financiamiento será tripartito, distribuido de la siguiente manera: a) un 0,6 por 

ciento de las remuneraciones imponibles de cargo del trabajador; b) un 2,4 por ciento de las 

remuneraciones imponibles pagadas por el empleador, y c) un aporte del Estado que ascenderá 
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anualmente a un total de 225 mil 792 unidades tributarias mensuales, las que se enterarán en 12 

cuotas mensuales de 18 mil 816 UTM. 

  Para los efectos tributarios y de cobro, las cotizaciones referidas a los trabajadores y 

empleadores tendrán el carácter de previsionales. 

  Con la aprobación de esta normativa Chile crearía finalmente un seguro de 

desempleo que ya está en plena vigencia en varios países latinoamericanos, tales como Argentina, 

Brasil, Colombia, Venezuela y otros. Se encuentra contemplado también en las legislaciones de 

España, Bélgica, Italia, Francia, sólo por nombrar algunas. 

  El seguro de cesantía responde a los distintos tipos de desempleo que las sociedades 

avanzadas y las que se encuentran en desarrollo (como la nuestra) deben enfrentar. 

  La doctrina considera los siguientes tipos de desempleo:  a) 

Estacional. Afecta regularmente a determinadas actividades profesionales durante ciertos períodos 

del año, y como consecuencia de las variaciones climáticas. Tal fenómeno ocurre en la agricultura; 

en la construcción, durante el período de mal tiempo y en la hotelería de temporada. Esta clase de 

cesantía es bastante previsible y puede planificarse. 

  b) Friccional. Se produce al estimar la situación conjunta de los trabajadores que 

dejan su trabajo y mientras son ocupados en otro. 
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  c) Tecnológico. Se produce en sectores industriales por adopción de nuevos 

métodos, nuevas técnicas o  nuevas maquinarias o formas de producción que permiten prescindir de 

mano de obra y reducir personal. 

  d) Estructural. 

  e) Encubierto, o subempleo. 

  f) Cíclico. Se halla constituido por grandes recesiones económicas que 

periódicamente colocan a la economía de un país en situación de crisis. Éste es el tipo más grave de 

desocupación, no sólo por ser imprevisible, sino también porque debilita y desarma las defensas 

económicas con las que podría combatirse. 

  Este último es justamente el tipo de desempleo que sufre hoy nuestro país. Ello, por 

el impacto de las crisis económicas generadas por la globalización de la economía, sea por la crisis 

asiática, sea por el deterioro del precio de nuestro cobre. Además, es un proceso que se ha 

complicado por la falta de voluntad en lo relativo a las inversiones. 

  En todo caso, existe la necesidad imperiosa de crear el tipo de seguro que propone 

el proyecto en debate para, al menos, precaver de una manera limitada las consecuencias dramáticas 

de la cesantía. Sin embargo, entiendo que es imprescindible la creación de puestos de trabajo, que 

debería fluir en especial de los inversores privados. También el Estado ha de cumplir un papel 

fundamental en este esfuerzo, dando un fuerte impulso a la generación de obras públicas de 

infraestructura. Además, constituye una tarea importante para los municipios, encabezados por sus 
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nuevas autoridades, el promover mediante fondos públicos y privados la creación de nuevas fuentes 

de trabajo. 

  El sistema propuesto otorga beneficios a todo evento: 

  -Asegura a los trabajadores despedidos por necesidades de la empresa, beneficios 

monetarios en proporción a la última remuneración, por un período de hasta cinco meses de 

búsqueda de nueva ocupación. Si el caso lo amerita, se dispone que entre en acción la Cuenta 

Individual del Trabajador, que se conoce como Fondo Solidario. 

  -Si el contrato laboral termina por renuncia o por jubilación del trabajador, éste 

podrá disponer de los recursos acumulados en su Cuenta Individual por Cesantía. En caso de 

muerte, tales recursos se trasladarán a la masa hereditaria. 

  -El trabajador conservará el derecho a percibir asignaciones familiares; mantendrá 

sus beneficio de salud en FONASA, y tendrá derecho a buscar orientación laboral en las oficinas 

municipales de información laboral. Asimismo, tendrá acceso preferente a los programas de 

capacitación a través del Fondo Nacional de Capacitación. 

  Un punto importante de destacar se refiere a que el servicio de administración de 

fondos de cesantía deberá ser entregado a una sociedad administradora, que será responsable de la 

operación de las cuentas individuales y de los beneficios contemplados en la ley. 

  La incorporación al sistema se rige, ante todo, por el principio de la obligatoriedad 

en lo que se refiere a los contratos suscritos con posterioridad a la entrada en vigencia de la ley en 
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proyecto. Y, para quienes tengan contratos vigentes, la aplicación de sus normas se regirá por el 

sistema de voluntariedad. 

  Tal como lo señalé en las Comisiones unidas, considero que el proyecto en debate 

constituye un medio para enfrentar el período de crisis y favorecer al sector asalariado, que es, 

justamente, el que registra un mayor índice de cesantía y no cuenta con red de protección alguna. 

  Por las razones expuestas, voto que sí. 

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, en la medida en que las sociedades y los países van adquiriendo 

mayores grados de desarrollo, tratan de encontrar fórmulas para proteger a los sectores más débiles 

de la sociedad. 

  Generalmente, la primera decisión que se toma es la de instaurar sistemas 

obligatorios de pensiones, de jubilaciones, que tienen por objeto amparar al trabajador cuando éste, 

ya sea por edad, invalidez o muerte, no puede seguir laborando. Se trata de que la persona, al 

alcanzar una edad en que no le es posible continuar en actividad, perciba un ingreso que sustituya 

en parte la remuneración que recibía en el ejercicio de su ocupación.  Asimismo, 

comúnmente los países mantienen un sistema obligatorio de protección que, en caso de muerte 

prematura o invalidez del trabajador, proporciona a éste, o a su familia si fallece, un sustituto del 

salario que ya no puede ganar. 
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  En el caso que nos ocupa, pienso que estamos avanzando en la dirección correcta. 

Porque cuando una persona sufre cesantía, requiere contar de algún modo con los ingresos que dejó 

de obtener. En tal sentido, la iniciativa tiende a brindar protección social a los trabajadores. 

  Obviamente, hay que fijar límites. Hemos visto cómo, en algunos países, sobre todo 

en Europa, una protección social puede convertirse muy fácilmente en un tremendo abuso. En 

efecto, hay personas que viven años recibiendo gratis recursos del Gobierno, no porque no puedan 

salir de la cesantía, sino porque en realidad no tienen deseo alguno de trabajar. 

  Para tratar de evitar esta clase de abusos, generalmente se otorga el beneficio de 

cesantía por períodos cortos. Además, se limita el número de veces que pueden acceder a aquél, y, 

por otra parte, se procura que el monto vaya disminuyendo con el transcurrir del tiempo. Con esto 

se persigue crear un incentivo para que la persona busque y consiga un nuevo trabajo. 

  Diría que los tres elementos están consignados en el proyecto que estamos votando. 

Efectivamente, el período es corto: el beneficio se entrega sólo por cinco meses. En segundo lugar, 

se ha introducido una indicación que limita el uso del fondo solidario a un máximo de dos veces 

cada cinco años. De este modo, se evita la posibilidad de acceder en forma reiterada y constante al 

beneficio. Hay que agregar que el monto va disminuyendo mensualmente. 

  Por todo ello, creo que hemos llegado a un buen equilibrio entre protección a un 

trabajador cesante, y la cortapisa que impide abusar del sistema. Chile, todavía, es un país con 

muchas necesidades: se requiere dinero en educación, así como en salud, en vivienda y en muchos 
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otros rubros. No podemos darnos el lujo de estar pagando seguros de cesantía a quienes no desean 

trabajar.  

  Creo que hemos llegado a un justo equilibrio. Por eso, aprobé el proyecto en las 

Comisiones unidas y ahora lo votaré a favor. 

  Deseo añadir, señor Presidente, que igualmente hay que tener cuidado en cuanto a 

que los costos de tales sistemas de protección, o de avance de la sociedad, se carguen a las 

empresas. En este momento hay una serie de proyectos o de proposiciones, que no hacen sino elevar 

el costo de producción de la actividad empresarial. La misma iniciativa que estamos votando 

conlleva tal efecto, como también la que aumentó el salario mínimo. El proyecto sobre evasión de 

impuestos incrementa muy fuertemente aquella carga, y lo mismo puede decirse en cuanto al de 

rentas municipales. La proposición de rebajar el impuesto a las personas igualmente supone una 

compensación basada en el incremento de tributos a las empresas. En fin. 

  Observo demasiadas iniciativas que en definitiva redundan en mayores costos de 

producción. Al respecto, debe tenerse cuidado y ver cuál es realmente el equilibrio razonable. 

Porque hay una materia que a lo mejor no es de nuestro gusto; pero es inevitable y constituye un 

dato para nosotros: el capital es el factor productivo más movible que existe. Para que un trabajador 

se traslade de un país a otro habría que superar muchas dificultades; en cambio, cada día resulta más 

fácil mover el capital.  Por lo tanto, si se imponen excesivos costos de producción a las 

empresas, en algún momento nos encontraremos con que empezará a mermar la inversión en Chile 
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y, por ende, se afectará también la posibilidad de generar empleos. Finalmente, lo que estamos 

tratando de proteger -que es la seguridad del trabajador- va a quedar desprotegido por falta de 

inversión.  

  Al respecto, lo único que podemos señalar es que se trata de un asunto de sentido 

común, de prudencia, de cuánto es posible proteger sin llegar a afectar el crecimiento del país, la 

generación de empleo y la inversión. 

  Voto que sí. 

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, voy a votar favorablemente el proyecto, acerca de cuyas virtudes ya 

se ha argumentado extensamente. 

  Mi primera reflexión es que, si uno mira las cosas desde fuera, aparece sorprendente 

que nos hayamos demorado tantos años en establecer en el país protecciones mínimas contra el 

desempleo. Todavía existe atraso en un conjunto de materias que apuntan a la creación de una red 

básica de protección para todos los sectores que, de una manera u otra, sufren situaciones precarias 

en una economía y una sociedad tan dinámicas como las nuestras. 

  Hago esa reflexión porque, si bien esta iniciativa viene a llenar un vacío, aún 

quedan, en mi opinión, muchos otros. Tengo la impresión de que Chile no va a alcanzar un 

desarrollo socialmente sustentable y económicamente viable a largo plazo si, junto con un fuerte 

impulso a todas las dinámicas aperturistas y modernas de la economía, no generamos sistemas de 

protección social que permitan una sociedad con grados mínimos de integración. 
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  En ese sentido, me alegro de que, aunque con tardanza, estemos legislando sobre un 

mecanismo que ya existe en todas las economías con desarrollos análogos al nuestro. Y para qué 

mencionar las economías más desarrolladas del mundo, donde los sistemas de protección contra el 

desempleo tienen ya más de cincuenta, sesenta y, en algunos casos, superan los setenta años. 

  Me parece que el proyecto está acorde con un país de desarrollo medio como el 

nuestro, en cuanto establece una protección que, sin ser para nada excesiva, mejora bastante la 

situación actual. Hoy, frente a la cesantía, motivada por razones ajenas a la voluntad de los 

trabajadores, sólo existe un sistema de indemnizaciones que se aplica a un porcentaje muy reducido 

de ellos. Desde esa perspectiva, la iniciativa extiende el beneficio de la protección a todos los 

trabajadores sujetos al Código del Trabajo, que representan una masa laboral que supera levemente 

los 3 millones.  

  Por lo tanto, el proyecto otorga estabilidad a los ingresos de las personas y sus 

familias durante un período de tiempo –mientras se encuentren cesantes-; facilita, como aquí se ha 

dicho, la readaptación de aquellos trabajadores que buscan nuevos empleos, quienes pueden 

obtenerlos en las fases dinámicas del desarrollo; produce, asimismo, efectos macroeconómicos 

positivos, en la medida en que previene caídas drásticas de la demanda interna causadas por 

aumentos en la desocupación (hemos visto cómo esto, sobre todo en la última crisis, ha sido un 

factor de retraso en los niveles de reactivación de la economía), y, finalmente, contribuye, también 
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desde el punto de vista macroeconómico, a generar una nueva fuente de ahorro, y por tanto de 

inversión, en el país. 

  Considero que todos estos elementos son positivos y apuntan en la dirección de una 

economía moderna que pretenda establecer mínimos de protección y de seguridad social. 

  Por otro lado, estoy de acuerdo en que, después de muchos años, se introduzcan 

elementos de solidaridad en materia de previsión social. Creo que esto rompe la tradición neoliberal 

impuesta al país en los años 80, que en todos los sistemas de protección, tanto de salud como de 

otros ámbitos, desconocía esta característica esencial en un régimen de previsión, cual es la 

existencia de elementos de solidaridad. Creo que el Fondo Solidario, que representa una parte del 

conjunto de recursos destinados a ese fin, viene a reponer en la legislación chilena sobre la materia 

un componente central de todo régimen previsional justo. 

  Finalmente, el proyecto recoge la experiencia vivida por el país en los últimos años 

al establecer la idea de un operador único del Fondo, porque eso va a significar disminución de 

costos. En la medida en que su administración sea licitada con amplitud a todos los agentes 

existentes en el mercado, se consagra además el criterio de una sana competencia, todo lo cual 

redundará en un sistema que, espero, se caracterice por sus bajos costos de administración, en 

contraste con los altísimos que deben soportar los trabajadores afiliados a las AFP. 

  Por este conjunto de razones, señor Presidente, voto a favor del proyecto. 



 66

El señor VEGA.- Señor Presidente, como aquí se ha dicho, ésta es una iniciativa esencial para la estabilidad 

de un sistema laboral moderno. 

  La seguridad social es un factor amortiguador que debe operar siempre que haya un 

hecho nuevo que genere a un trabajador pérdida de su capacidad de ganancia o incremento de sus 

gastos de supervivencia, por enfermedad, invalidez, accidentes, necesidades de la empresa, etcétera. 

La seguridad social, entonces, debe contar con normativas eficientes para mantener a las personas 

afectadas estabilizadas personal y familiarmente dentro de nuestro escenario social. 

  Es característico del libre mercado pasar por ciclos de expansión y contracción 

derivados del dinámico proceso de la economía y del accionar competitivo de las empresas. 

  En nuestra legislación, existen dos regímenes que están íntimamente ligados con el 

término de la relación laboral: el de auxilio de cesantía y el de indemnización por años de servicio. 

Ambos operan cuando se pierde el trabajo, pero en circunstancias distintas. La idea fundamental en 

la indemnización por años de servicio es entregar un ahorro significativo cuando se pierde 

definitivamente el trabajo o al término de un largo período (por ejemplo, 20 años, más o menos). En 

cambio, el subsidio de cesantía del DFL Nº 150, de 1982, es una ayuda temporal, para alguien que 

pierde su trabajo pero debe buscar otro en el corto plazo. Este subsidio ha demostrado ser 

ineficiente, por lo que debe ser perfeccionado. Tal es el propósito del proyecto y por ello su idea 

central cuenta con amplio consenso. 



 67

  Las instituciones públicas tienen un régimen jurídico que se ha caracterizado por 

dar menos beneficios económicos al trabajador y más cuidado a su contingencia social, y, por lo 

tanto, genera mayor estabilidad. Es la política del sector público. 

  Por el contrario, en el sector particular hay sueldos más altos, menor estabilidad y 

una previsión más flexible y relacionada a su sistema de libre competencia; tan así es que los 

empleados particulares sólo reciben el beneficio de la jubilación desde 1947, con la ley Nº 10.475. 

Inicialmente la tenían sólo los obreros, pero todos aspiraban a ser empleados porque éstos tenían un 

sueldo vital más alto. 

  Esto, como sabemos, se complicó a través del tiempo. La indemnización fue 

primero de 5 meses, y con la ley Nº 19.010, de 1991, subió a 11 meses. Según consta en la historia 

de este último cuerpo legal, se estimó en esa época que el promedio de tiempo en encontrar un 

nuevo empleo fluctuaba entre 7 y 8 meses, en circunstancias de que se disponía de un tope de 5. Fue 

la razón por la cual los distintos sectores convinieron en fijar un tope de 11 meses. Es decir, en la 

práctica fue concebida como un beneficio de cesantía. 

  En consecuencia, se han creado dos beneficios: uno pequeño, temporal, que es el 

del DFL Nº 150, y otro que implicaba pagar un mes por año, con tope de 11 meses, sobre la base 

del promedio de la última remuneración, con beneficio laboral de cargo de la empresa. Esta 

indemnización por años de servicio correspondía más bien a premios de producción y, 

particularmente, estabilidad del trabajador. 
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  Actualmente, somos testigos de cómo la velocidad de los cambios que genera el 

comercio internacional y la libre competencia hacen que el trabajador esté en constante movilidad 

laboral, lo que agudiza la necesidad de atender, por la vía de la seguridad social, la repentina 

contingencia del desempleo, y disminuye, como es natural, el interés por el pago del monto que 

significa tener antigüedad. 

  Lo que falta en nuestra legislación, entonces, es mejorar el beneficio de la cesantía 

y regular mejor la indemnización. Sin embargo, en los países desarrollados, como, por ejemplo, 

Canadá y los europeos, se ha generado –como aquí se ha indicado- un gran problema con este tipo 

de bonificaciones, las que se han ido transformando en algo insostenible para los presupuestos de 

los Gobiernos y de las empresas, que requieren ajustes macroeconómicos que finalmente terminan 

generando más desempleo. 

  En nuestro caso, es necesario considerar que cerca del 80 por ciento de la ocupación 

la proporcionan las PYME, que, en general, no tienen capacidad de previsión. 

  Soy partidario de legislar sobre esta importante materia, pero considero que hay 

algunos aspectos que requieren mayor consenso, como el financiamiento tripartito; la protección de 

los trabajadores contratados por obra o faena; la conveniencia de mantener la norma del artículo 1º 

transitorio, que permite a los trabajadores con contrato vigente, ya sea individual o colectivo, optar 

al seguro en la fecha en que empiece a regir la ley. 
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  Señor Presidente, me parece que ésta es una iniciativa muy compatible con nuestra 

economía social de mercado, y constituye un sistema moderno, de respeto y de confianza para los 

principales actores del sistema productivo. 

  Voto favorablemente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Canessa. 

El señor CANESSA.- Señor Presidente, el proceso de globalización que se vive actualmente hace que las 

economías de los países se encuentren relacionadas las unas con las otras, con lo cual los procesos 

de caída o de baja que éstas puedan experimentar, fundamentalmente en las naciones desarrolladas, 

afecta directamente a la economía de los países menos desarrollados, repercutiendo, en 

consecuencia, fuertemente en el nivel de vida de sus habitantes. 

  Por cierto, Chile no escapa a esta realidad, y es así como hace dos años ya hemos 

venido experimentado un fuerte retroceso en el desarrollo económico que nuestro país, de manera 

sostenida, exhibía en las últimas décadas, lo cual, en parte, se ha debido en cierta manera a lo que en 

su momento se llamó la crisis asiática, ya que además ha habido algunos manejos discutibles de 

parte de las autoridades de Gobierno en el ámbito macroeconómico. 

  Ante esa situación, no cabe duda de que uno de los factores productivos que más se 

resiente es el trabajo, aumentando los niveles de desocupación y produciendo en la ciudadanía una 

sensación de angustia y de inestabilidad, con el consiguiente daño que acarrea a todo el grupo 

familiar del desocupado. 
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  Todo país, señor Presidente, debe poseer las herramientas legales necesarias para 

paliar, de alguna manera, los problemas que en materia laboral presenta la situación antes descrita. 

  Es así como se somete ahora  a votación el proyecto de ley denominado "Seguro 

Solidario de Cesantía", que tiene precisamente esa finalidad: otorgar a los afiliados a él los recursos 

económicos indispensables para afrontar por breve tiempo la penosa realidad de haber perdido su 

fuente de trabajo. 

  Por eso, señor Presidente, aprobaré la idea de legislar; sin embargo, dentro del 

estudio particular de cada una de las normas del proyecto, habrá que ir determinando con sumo 

cuidado los elementos integrantes de tal seguro de cesantía, para que cumpla de la mejor manera la 

finalidad para la cual ha sido propuesto. 

  Con relación al contenido de la iniciativa, me parece acertada la idea del 

financiamiento tripartito, con aportes tanto de los trabajadores como de los empleadores y, en 

último término, del Estado. De esta manera, con la Cuenta Individual de Cesantía y el Fondo de 

Cesantía Solidario se ha avanzado, a mi juicio, en lo que fue el proyecto denominado PROTRAC, 

de similar naturaleza que el presente, pero que no contemplaba dicho mecanismo. 

  Importante será, en todo caso, precisar claramente el nivel óptimo del aporte que a 

cada actor corresponderá. Sin duda, éste es un punto de vital importancia, por cuanto si se establece 

un aporte excesivo de cargo de los empleadores esto podría devenir con el tiempo en una 
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disminución de la contratación de trabajadores, ya que dentro de los costos que cualquier relación 

laboral involucra, habrá que considerar el aporte de este seguro de cesantía. 

  Se hace necesario, además, elaborar un mecanismo más adecuado para imputar los 

montos percibidos con cargo a la Cuenta Individual de Cesantía, en el caso de que esté operando el 

seguro, a las prestaciones percibidas por el trabajador que constituyen su indemnización por años de 

servicios. El proyecto establece la posibilidad de la imputación, pero señala como requisito que la 

indemnización sea pagada dentro del mes siguiente a la fecha de despido, condición que 

difícilmente podrá ser cumplida por los empleadores. 

  Otro aspecto importante que será necesario ver en detalle es el relativo al organismo 

que administrará este seguro denominado "Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía", ya 

que la existencia de un único ente administrador podría ir en contra de la calidad del servicio 

prestado y de los costos que ello involucra, situaciones que podrían ser corregidas al existir otros 

organismos o instituciones que presten similar servicio. 

  Es necesario que existan mecanismos adecuados que permitan combatir el flagelo 

del desempleo, tanto individual como colectivo; y en esto el presente proyecto puede ser una 

herramienta eficaz, pero también se hace indispensable atacar las causas del problema con políticas 

económicas acertadas, tanto de corto plazo -que permiten disminuir el presente índice de cesantía- 

como de mediano y largo plazo, que aumenten de manera creciente la producción interna y el 
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desarrollo económico nacional, ya que en definitiva el mejor seguro de desempleo es la existencia 

de fuentes de trabajo estables y seguras. 

  En virtud de estas consideraciones, votaré favorablemente el proyecto para legislar 

respecto de la materia de que trata. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Parra. 

El señor PARRA.- Señor Presidente, cuando mañana votemos el proyecto de Ley de Presupuestos del año 

2001, constataremos que el gasto del Estado en seguridad social supera los dos billones de pesos. 

Eso implica bastante más del 20 por ciento del gasto total del Estado. A eso deben añadirse los 

alrededor de mil 300 millones de dólares que los chilenos capitalizan en sus cuentas en las AFP año 

tras año. Y todo ese gigantesco esfuerzo es para sostener un sistema de seguridad social mediocre e 

incompleto. 

  Felizmente, señor Presidente, uno de estos factores críticos se corrige parcialmente 

con el proyecto que ahora votamos. El seguro de desempleo es un elemento de los sistemas de 

seguridad social desde que se dictara la Social Security Act de Estados Unidos en 1935. En su 

momento fue también incorporado en el Plan Beveridge y en el Convenio 102 de la OIT del año 

1952. Chile viene recién ahora a ponerse al día con el compromiso que siempre tuvo, en cuanto a 

desarrollar un verdadero sistema de seguridad social. 

  Sin embargo, señor Presidente, el proyecto que se nos presenta tiene un defecto 

importante. Es principio de la seguridad social la universalidad tanto objetiva como subjetiva. La 
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universalidad objetiva exige cubrir todos aquellos riesgos que señala el Convenio 102 de la OIT a 

que hice referencia, entre los cuales figura el desempleo. Y la universalidad subjetiva requiere que 

el beneficio alcance a todos aquellos expuestos al mismo riesgo. 

  En el proyecto en debate quedan excluidos los trabajadores del sector público, para 

quienes sólo subsistirán los mecanismos que contempla la legislación actual, que son 

incomparablemente de inferior calidad que los ahora propuestos. Éste es un desafío que deberá 

corregirse en un plazo razonable de tiempo, para que el sistema satisfaga esta exigencia de la 

universalidad subjetiva. 

  Yo entiendo que no ha sido posible dar ese paso, principalmente por razones 

financieras, porque frecuentemente se sostiene que este proyecto desincentiva la contratación de 

mano de obra y que puede retardar la anhelada reactivación de nuestra economía, que representa un 

verdadero impuesto al trabajo, lo que constituye costos adicionales para los empleadores. No 

comparto ese punto de vista. 

  El sistema de seguridad social chileno, hoy día, se financia con el esfuerzo de los 

trabajadores y con el de la sociedad a través del gasto estatal. Y el seguro de desempleo que se nos 

propone tendrá en el aporte laboral y en el fiscal sus principales soportes. 

  Repárese en el hecho de que al constituir las cotizaciones patronales un gasto 

necesario para producir la renta, ellas representarán un menor ingreso estatal -según se indica en el 

informe financiero en régimen- del orden de los 35 mil millones de pesos. De manera que una parte 
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importante del costo empresarial no es tal, porque también es transferido, por esta vía tributaria, al 

Fisco. Del mismo modo se viene operando mediante las indemnizaciones por años de servicios, a 

las cuales será imputable, en parte, el aporte patronal al Fondo Solidario de Cesantía y a las cuentas 

de capitalización individual aquí contempladas. 

  Esas indemnizaciones por años de servicios, en las condiciones señaladas en las 

circulares 29, 52 y 127 del Servicio de Impuestos Internos, son reconocidas hoy como gasto 

necesario para producir la renta y, por la misma razón, aligeran el impacto tributario sobre el sector 

empresarial. 

  En consecuencia, éste es un paso indispensable, por razones de justicia y para tener 

un verdadero sistema de seguridad social. 

  Hago mías, además, las razones expuestas esta tarde en la Sala por mi 

correligionario el Honorable señor Silva. 

  Voto a favor. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra, para fundamentar su voto, el Senador señor 

Moreno, último inscrito. 

El señor MORENO.- Señor Presidente, en primer término, dejo constancia en la Sala del grado de consenso 

que la iniciativa del Presidente de la República, don Ricardo Lagos, ha encontrado tanto en la 

Cámara de Diputados como en el Senado. Éste no es un hecho cualquiera, dado que la materia 

formó parte de sus planteamientos en la campaña presidencial. Lo anunció, en forma enfática, 
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precisamente cuando enfrentaba a los grupos de trabajadores que estaban en una situación de 

incertidumbre y angustia ante un cuadro económico relativamente complejo. 

  Junto con dejar constancia de esto, hago un llamado, que aunque podría parecer 

superficial, en el fondo, no es tal. 

  El informe emitido por las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión 

Social, unidas, se refiere a un seguro de desempleo, en circunstancias de que el proyecto enviado 

por el Ejecutivo al Senado y a la Cámara de Diputados habla de un seguro de cesantía. 

  Alguien podría decir: “Es lo mismo”; pero no es así. En el lenguaje chileno tiene 

una connotación distinta. El desempleado es una persona que normalmente estaba catalogada bajo 

el término “de cuello y corbata”, o sea, un empresario, un administrador, un gerente. El cesante, en 

la terminología criolla, es un trabajador, el cual obviamente quedó sin trabajo, hecho al que está 

expuesto varias veces en su vida. El desempleado normalmente queda en tal condición una vez en 

su vida. 

  Llamo la atención sobre ese aspecto, porque de la lectura de ambos informes me 

doy cuenta de que se han cambiado las terminologías sin haber resuelto hacia donde apuntaba el 

fondo del tema. 

  Sin embargo, me quedo con la aceptación más amplia del concepto; vale decir, la 

creación de un colchón de seguridad de un máximo de cinco meses, en una etapa decreciente, para 

quien pierde su trabajo, sea “de cuello y corbata” o un trabajador manual. 
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  Desde ese punto de vista, no cabe duda de que introducimos un concepto nuevo en 

nuestro país. Pregunté al señor Ministro y a los representantes del Ministerio del Trabajo y 

Previsión Social si algún país en el mundo aplica un esquema mixto como el que aquí estamos 

discutiendo. Y la respuesta fue que tal sistema aún no se ha establecido en ninguno. Existen seguros 

de desempleo y también cuentas individuales, pero no la combinación de un fondo solidario de 

cesantía con una cuenta individual. 

  En mi opinión, resulta indispensable que el Parlamento deje establecido lo positivo 

del mecanismo y lo auspicioso que puede significar extender el sistema tanto a la legislación laboral 

de nuestro país como a las de otras naciones del mundo. 

  Me sumo a una pregunta y a la sugerencia aquí formuladas. La primera es: ¿Cómo 

quedan contempladas en este sistema las miles de personas que hoy en día, dado el régimen 

económico abierto que nos rige y el debilitamiento de las leyes laborales de nuestro país, tienen 

condiciones laborales distintas bajo el sistema de contrato de contratistas? 

  En Chile se ha extendido un procedimiento de contratación que significa crear 

formas de empleos análogas a las de un trabajador permanente, pero que bajo el sistema de contrato, 

quedan sometidas a inestabilidad o, mejor dicho, no tienen estabilidad en el empleo. Por lo tanto, el 

mecanismo que aquí estamos aprobando establece la posibilidad de que quienes no sean despedidos 

por la causal denominada “necesidades de la empresa,” estarán aparentemente en una situación de 

inseguridad. 
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  Pregunto: ¿Cómo se resolverá esto en el futuro? 

  Obviamente, queda una segunda categoría. Me refiero a las miles de personas que 

en nuestro país laboran bajo el régimen de temporeras y temporeros, cuyo trabajo, dada su 

naturaleza, es limitado en el tiempo. El proyecto ha incluido seis meses como mínimo -lo que me 

parece adecuado-, pero las temporeras y los temporeros no quedan cubiertos durante ese período. La 

de ellos es una forma tradicional de contrato y empleo que, a mi juicio, no debería estar excluida en 

la iniciativa. 

  Por lo tanto, junto con votar a favor, anuncio que haré algunas indicaciones con 

miras a cubrir dentro del sistema a las trabajadoras y trabajadores que he mencionado. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Continúa la votación de acuerdo con el orden alfabético. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Pido a Sus Señorías que, en lo posible, sean breves 

en su fundamentación de voto, porque en seguida tenemos el homenaje. 

  Tiene la palabra el Senador señor Horvath. 

El señor LARRAÍN.- ¿Por qué no suspendemos la votación, señor Presidente? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Reglamentariamente no se puede, señor Senador. 

El señor BITAR.- Señor Presidente, sugiero que se someta a consideración de la Sala, en vista de que 

tenemos un homenaje, que quienes tengan alguna presentación escrita, la puedan incluir en la 

versión taquigráfica, o simplemente que se vote, sin fundamentación de voto. 



 78

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No se puede, señor Senador, a pesar de nuestras buenas 

intenciones. De acuerdo con el Reglamento se debe terminar la votación. 

El señor BITAR.- Entonces, solicito a los señores Senadores que cooperen para poder realizar pronto el 

homenaje. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Prosigue la votación. 

  Tiene la palabra el Honorable señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, seré breve, justamente por las razones señaladas. 

  El punto es que el proyecto fue presentado, en su oportunidad, por el Gobierno 

como una de las soluciones para resolver el problema de la cesantía y desempleo en Chile. 

Obviamente ésta no es la fórmula de solución. 

  La fórmula consiste en sacar del inmovilismo al sector forestal a través de la 

aplicación efectiva del decreto ley Nº 701; de entregar las concesiones de acuicultura, de acuerdo 

con un ordenamiento territorial bastante clave, y de tener reglas del juego claras en cuanto al 

sistema laboral, al sistema tributario, a las normas ambientales, de manera que haya confianza y 

resolver el problema de la inversión y la creatividad. Pienso que a través de tales vías es posible 

absorber la cesantía. 

  En cuanto a la iniciativa, hay un estudio de un departamento de la Dirección de 

Presupuestos conforme al cual el proyecto que nos ocupa generará un aumento de los costos de la 
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contratación que disminuirá la mano de obra, la cual, en el período de la transición, se ha 

incrementado de mil 61 empleos a un máximo de mil 508. 

  Por otro lado, cabe tener presente que no deben crearse expectativas en este sentido, 

como una forma de solucionar el problema de la cesantía. 

  Asimismo, en su momento, habrá que verificar si el seguro de desempleo es 

obligatorio; y, de ser así, habrá que presentar indicaciones para crear fórmulas voluntarias. 

  Tampoco es un seguro, sino que más bien constituye un ahorro. Y por la vía del 

seguro, si uno considera las transferencias de riesgos, esto se podría corregir tal vez mediante una 

fórmula más adecuada. La administración del Fondo podría quedar entregada a instancias mejor 

preparadas y que tienen competencia al respecto, en vez de generar otra fórmula compleja que 

podría dar lugar a bastantes complicaciones administrativas, atentando también contra el buen uso 

de este mecanismo. 

  Hay otras opciones, pero creo que todavía merecen algunas correcciones y, 

obviamente, es conveniente destacar la idea de que a través de fórmulas creativas haya una 

amortiguación entre los períodos de trabajo y los de cesantía. 

  Por eso, voto a favor. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, intervendré brevemente, porque algunos señores Senadores que ya 

han usado de la palabra han pedido que quienes todavía no lo hemos hecho, seamos breves. 
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  Anuncio mi voto favorable a esta iniciativa por razones que  ya han sido expuestas, 

por lo cual no las reiteraré, pero quiero, sí, subrayar algunos comentarios. 

  El primero de ellos -aunque ya ha sido dicho, es importante insistir al respecto- es el 

de que este sistema bajo ningún concepto contribuirá a resolver el problema del desempleo actual. 

Los efectos de esta normativa, una vez puesta en funcionamiento, empezarán a regir un año después 

de que terminen las cotizaciones de los interesados. En consecuencia, estamos hablando del año 

2002. 

  Reitero que estas disposiciones no resolverán los problemas que en esta materia el 

país afronta actualmente y que lo afectarán también en el futuro próximo, y que son de suyo 

delicados. Es necesario que el país así lo entienda, para que no se preste a confusiones. 

  En seguida, este sistema deja afuera a un vasto sector de los trabajadores chilenos. 

No están incluidos ciertamente quienes buscan trabajo por primera vez. Mal podrían estarlo, ya que 

no tienen un contrato, no son dependientes. Tampoco incluye, como ya se ha mencionado, a los 

temporeros, los que no cuentan con la posibilidad de un seguro de desempleo en los términos que 

esta legislación propone. Desde luego, los trabajadores independientes también quedan excluidos, 

como, asimismo, los informales, vale decir, aquellos que desempeñan labores de hecho 

dependientes, pero sin contrato de trabajo, por lo que no pueden apelar a este mecanismo. 

Asimismo, no están considerados los funcionarios públicos a contrata, según los antecedentes que 

se han dado a conocer. 
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  Vale decir, aquí hay un porcentaje considerable de la fuerza de trabajo que no podrá 

contar con la protección que este seguro implica. 

  Por otra parte, el proyecto se presta para algunos incentivos perversos, como por lo 

demás se ha comprobado en países donde estos mecanismos operan desde hace algunos años. De 

alguna manera se incentiva la rotación laboral, como asimismo la rotación ficticia. Es decir, el 

sistema permite, previo entendimiento entre el empleador y el trabajador, aprovechar los recursos 

del fondo solidario en forma ficticia, en beneficio recíproco y el consiguiente ahorro de los fondos 

de la empresa o de los trabajadores. Estas cuestiones no parecieran estar enteramente cubiertas por 

los mecanismos de resguardo que se han diseñado. 

  Finalmente, desde un punto de vista técnico, no estamos hablando realmente de un 

seguro de desempleo, ya que no existe un pago por transferencia de riesgo. Un seguro, en los 

términos de nuestra legislación -por lo menos, los contratos de seguros-, tiene características 

distintas, y es importante definirlo desde un punto de vista jurídico. Estamos frente a un sistema de 

cotizaciones para ahorro que será utilizado en caso de desempleo, y en el que, además del aporte del 

empresario y el trabajador, hay una contribución estatal. Esto es lo que estamos aprobando, lo que 

no es técnicamente un seguro de desempleo o cesantía. Y es conveniente precisarlo, por las 

consecuencias jurídicas que podría producir el entender como seguro algo que la legislación ha 

definido siempre de manera distinta. 
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  Esperamos que todas estas observaciones, y otras que se han vertido en este debate, 

puedan ser corregidas en la discusión particular. 

  Voto que sí. 

El señor RÍOS.- Señor Presidente, ante todo doy excusas a los familiares del General Schneider, pero el 

hecho de que en estos momentos se va a aprobar una ley tan trascendente para los trabajadores 

chilenos, podría estimarse también como un homenaje a su memoria, que justifica la espera. 

  Sólo quiero recordar que no hace mucho tiempo el Senado rechazó un proyecto 

muy trascendente, relacionado en cierta forma con el seguro de desempleo, pero que se refería 

específicamente a los dividendos hipotecarios. Esa iniciativa, que fue posteriormente aprobada por 

la Cámara de Diputados, se encuentra en la actualidad en la Comisión de Vivienda de esta 

Corporación para ser resuelta en Comisión Mixta.  

  Señalo lo anterior porque el tema lo analizamos hace años, y uno de los problemas 

más complicados que afectaban a la construcción de viviendas en Chile, desde 1992 en adelante, era 

el de que las inversiones privadas y públicas en esta área, nacionales e internacionales, debían 

contar con la seguridad absoluta del pago de los dividendos correspondientes, conforme a los 

contratos establecidos. Esta obligación era fundamental, y debido a ello, en una labor conjunta con 

el entonces Ministro de la Vivienda, don Alberto Etchegaray, se creó un sistema para el pago de 

dividendos en el caso de las personas desempleadas, para lo cual se fijó un máximo de diez por 
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ciento de las cuotas pendientes. Así que hay antecedentes y estudios al respecto, lo cual considero 

muy interesante y conveniente, y esperamos mucho éxito sobre esta materia en nuestro país. 

  Un señor Senador acaba de referirse a los temporeros, tema que será eterno en un 

país básicamente fruticultor, que ha tenido un crecimiento notable y exitoso en esta área, y en cuyas 

faenas participa la familia como conjunto laboral y social muy trascendente, con muchas soluciones 

económicas. Por ello, evidentemente, deben constituir parte de nuestra preocupación, pero cuidando 

de que ello no signifique el término del trabajo de unos trescientos cincuenta mil o cuatrocientas mil 

personas que anualmente lo desarrollan en temporadas muy cortas –a veces, por lapsos de quince 

días, un mes, o incluso menos-, con empleadores que también van cambiando en el transcurso del 

tiempo, lo que, en todo caso, provoca una continuidad laboral importante. 

  Voto favorablemente el proyecto, entendiendo y recogiendo algunas inquietudes 

como las señaladas por el Honorable señor Larraín, las que, por su trascendencia, deben ser 

estudiadas más en detalle durante la discusión en particular. 

El señor ROMERO.- Señor Presidente, al mismo tiempo que pido la comprensión de quienes hoy día se 

encuentran en las tribunas a la espera del inicio de un justificado homenaje, debo señalar que este 

proyecto efectivamente constituye un buen inicio de un análisis que debemos realizar para resolver 

una situación que como nunca antes afecta hoy al país. Porque no cabe la menor duda de que el 

seguro de desempleo se inserta y se inscribe dentro de una economía que, desgraciadamente, se está 

estructurando en función de un alto desempleo. 
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  En los países desarrollados coexisten dos sistemas: uno de economía de pleno 

empleo, y otro de economías con desempleo bastante alto, como es el caso de los países europeos. 

En el caso de estos últimos, su capacidad financiera y económica atenúa la situación social derivada 

de ese desempleo estructural a través de ciertos mecanismos, entre los cuales se cuenta el seguro de 

desempleo, que han experimentado crisis muy serias. Como es natural debemos prestarles especial 

atención particularmente por los vacíos y las complicidades evasivas que produce su aplicación, y 

que lleva a que muchas veces personas que podrían estar empleadas, evitan hacerlo porque en 

definitiva prefieren estar desempleadas y recibir un beneficio que de otra manera no percibirían. 

  En este cuadro en el que estoy tratando positivamente de hacer una reflexión, quiero 

señalar que tal vez, en esta economía, no debiéramos aceptar que Chile es un país con un alto 

desempleo. Pienso que éste es un tema mucho más de fondo que el que hoy día nos congrega. A 

nuestro juicio, estamos en un país que, tal como en el pasado reciente, podría perfectamente contar 

con un índice de desocupación sólo de un cuatro o cinco por ciento, pero no sobre dos dígitos. Eso 

conforma una economía desarrollada, o en desarrollo, con un desempleo que prácticamente se 

convierte en un desempleo estructural. 

  Por otra parte, creo que este proyecto no va a operar en el corto plazo, de modo que 

tampoco deben darse ilusión y esperanza a personas que hoy se encuentran desempleadas, 

induciéndolas a pensar que será la panacea en el corto plazo. Todos sabemos que un sistema de esta 

naturaleza requiere de la madurez de tiempo necesaria para entrar en operación.  
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  Y la tercera reflexión que quería efectuar dice relación con los temporeros. 

  A mí me preocupa este tema, al igual que a otros señores Senadores. Se trata de una 

cuestión muy profunda, porque se refiere a un grupo de personas que, sin duda, se halla hoy ante 

una grave crisis, particularmente previsional y de salud. Ojalá pudiéramos, a través de este mismo 

proyecto, considerar soluciones  -por lo demás, las planteamos en su oportunidad-  que el Gobierno 

recogiera, entendiendo que para ese sector se hace difícil el estudio de un sistema de desempleo en 

el corto plazo. Por lo menos iniciemos este trabajo mediante la creación de un sistema de seguridad 

y de previsión familiar que les permita enfermarse sin temor durante el año y no quedar sin esta 

protección en los meses en que ellos no puedan trabajar. 

  Me parece que una iniciativa de esta naturaleza podría perfectamente considerarse. 

Me sumo a lo señalado por los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, 

porque voy a plantear la posibilidad (que naturalmente requiere del patrocinio del Ejecutivo, por 

irrogar un gasto) de estudiar algún sistema que permita la protección de este grupo de trabajadores. 

Naturalmente, mi aspiración es que éstos no sean temporeros siempre, sino que vayan 

evolucionando. Por lo menos, se han ido acercando los plazos, incluso por hasta seis meses, de 

personas que antes sólo trabajaban tres meses. ¿Por qué? Porque el desarrollo agroindustrial o de 

actividades hace que puedan realizar otro tipo de actividades, incluso dentro de la propia empresa. 

Se ha ido creando tecnológicamente dentro de la empresa un desarrollo que a ellos les ha ido dando 

oportunidades de empleo y trabajos de esa naturaleza. 
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  En todo caso, dejo constancia de que estoy a favor de esta iniciativa. 

  Voto que sí. 

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, lamento tener que usar de la palabra. Lo hago, sí, pensando en 

que el General Schneider sacrificó su vida por el buen funcionamiento de las instituciones del país, 

y ésta es una de las más importantes. 

  Entre las principales prioridades planteadas durante la pasada campaña electoral 

cabe señalar la necesidad de dotar a nuestra legislación de un mecanismo que permita proteger a los 

trabajadores que pierden su empleo. 

  Lo anterior no sólo resulta muy importante en situaciones de crisis económica como 

la que enfrentó el país, sino también en procesos de adecuación laboral y reestructuración de las 

empresas y como una forma de atenuar el impacto de la estacionalidad en el empleo. Pero no se nos 

escapa que durante los períodos de funcionamiento llamado "normal" de la economía moderna es 

muy frecuente que una persona cambie de trabajo con un promedio de 16 veces durante toda su 

vida. Ha terminado la idea de que cuando alguien ingresaba a una empresa, ésta era su destino final. 

  Se trata de buscar, entonces, una fórmula que permita asegurar la continuidad de 

cierto porcentaje de ingresos para evitar que el grupo familiar se vea afectado. Resulta importante 

destacar el consenso existente sobre la necesidad de contar con un seguro de desempleo, tal como se 

ve esta tarde, en el Senado. La discusión se ha centrado en algunos aspectos puntuales del contenido 

del proyecto. 
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  Todo sistema de esta naturaleza debe conseguir determinados objetivos generales, 

los que paso a señalar: 

  a) Tener una cuantía y duración suficientes para satisfacer los objetivos 

perseguidos. 

  b) No encarecer excesivamente el empleo. 

  c) Favorecer la búsqueda de un nuevo trabajo. 

  Entre los aspectos puntuales a analizar, cabe destacar la determinación de los 

aportantes; la cuantía de las cotizaciones; su vinculación con la actual indemnización por años de 

servicio, y la administración de las cuentas de capitalización individual que se crean con este fin. 

  Al respecto, me parece adecuado el financiamiento tripartito que considera esta 

iniciativa, ya que el esfuerzo compromete tanto a los empresarios como a los trabajadores que se 

verán beneficiados con el sistema y también al Estado, responsable último de la seguridad social. 

  El mecanismo planteado es interesante, pues combina en su diseño la cuenta 

individual con un fondo solidario, lo que asegura la continuidad y estabilidad en los beneficios. 

  En torno a la cobertura, el seguro queda a disposición de la casi totalidad de los 

trabajadores del sector privado, con excepción de las trabajadoras de casa particular, que se rigen 

por un mecanismo especial. 

  También, parece acertado el sistema de incorporación que se plantea y por el cual el 

mecanismo se hace obligatorio para los nuevos contratos y voluntario para los vigentes. 
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  Asimismo, la existencia de una entidad única recaudadora y pagadora de beneficios, 

determinada mediante una licitación, asegura optimizar los recursos, evitando la pérdida de fondos 

por concepto de duplicación de gastos en administración. 

  Por lo anterior, considero que el proyecto es un importante avance y cumple con 

una de las principales prioridades de la primera etapa del Gobierno del Presidente Lagos, 

permitiendo que los trabajadores puedan contar con una mayor protección y que el país enfrente con 

mejores perspectivas la flexibilidad laboral. 

  Voto que sí. 

El señor DÍEZ.- Señor Presidente, votaré a favor de la iniciativa, porque estimo que los trabajadores chilenos 

del futuro necesitan ser protegidos y el sistema propuesto en la iniciativa representa, por lo menos, 

un intento de protección. Sin embargo, no puedo dejar de hacer públicas algunas aprensiones. 

  Ello, en primer lugar, por la oportunidad de la vigencia de las normas propuestas. 

En mi opinión, sería razonable dejar establecido todo lo sugerido, pero que empezara a regir cuando 

hayan subido los índices de ocupación, de manera que no se afecte el encarecimiento de la 

contratación de mano de obra, teniendo presente lo que se ha dicho sobre el plazo de la vigencia 

respectiva. A mi entender, antes de proteger a quienes están trabajando, tenemos la obligación de 

preocuparnos de aquellos que no tienen empleo. 

  En seguida, pienso que tenemos conciencia, como país, de la necesidad de mantener 

un sistema jurídico y económico que impulse su crecimiento, pues es la única manera de asegurar 



 89

que los grupos familiares dispongan de los recursos indispensables. Y, quizás, sería adecuado dejar 

este sistema con el carácter de experimental, porque si analizamos los efectos que su introducción 

ha tenido en otras economías desarrolladas, podemos apreciar que les ha costado muchos años 

modificar los abusos del mismo. 

  Señor Presidente, con estas aprensiones y esperando que de alguna manera ellas 

sean recogidas en el segundo informe, voto a favor del proyecto. 

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación. 

  --Se aprueba en general el proyecto, dejándose constancia de que, para los 

efectos del quórum constitucional exigido, se pronunciaron favorablemente 43 señores 

Senadores. 

  Votaron por la afirmativa los señores Aburto, Bitar, Boeninger, Bombal, Canessa, 

Cariola, Cordero, Chadwick, Díez, Fernández, Foxley, Frei (doña Carmen), Frei (don Eduardo), 

Gazmuri, Hamilton, Horvath, Lagos, Larraín, Lavandero, Matta, Matthei, Moreno, Muñoz Barra, 

Núñez, Ominami, Páez, Parra, Pérez, Pizarro, Ríos, Romero, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, 

Silva, Stange, Urenda, Valdés, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y 

Zurita. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro. 
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El señor SOLARI (Ministro del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, en primer lugar, deseo 

agradecer al Senado la aprobación general que ha dado al proyecto, que también fue acogido por 

unanimidad, en general y particular, por la Cámara de Diputados. Esto significa que estamos 

avanzando hacia la instalación de una nueva institución de nuestra seguridad social, vinculada y 

asociada a una economía que se ha transformado de modo importante. 

  No quiero pronunciar un discurso extenso, sino simplemente manifestar a los 

señores Senadores que tenemos la disposición de perfeccionar el proyecto, porque sabemos que 

reviste gran importancia para el modo en que las instituciones y los mercados de trabajo 

funcionarán hacia el futuro. 

  Además, deseo señalar que la iniciativa no se explica por sí misma, sino asociada a 

un conjunto de instrumentos de la política pública, que forman parte del diseño del Gobierno. En 

primer lugar, cabe señalar la política del superávit estructural del uno por ciento. Este seguro de 

desempleo se elabora simultáneamente con un tipo de política económica que favorece la existencia 

de bajas tasas de interés; un tipo de cambio real alto que estimula las exportaciones, y, en general, 

un contexto de política fiscal equilibrada que hará más fuerte y competitiva nuestra economía. Está 

asociado, también, a la existencia de reformas laborales que coetáneamente incrementan la 

protección a los trabajadores y, a la vez, se hacen cargo de las flexibilidades necesarias para tornar 

más competitivas nuestras empresas. Y se diseña, asimismo, en el contexto de un esfuerzo por 
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mejorar la calidad de nuestra justicia laboral que ponga el acento en el cumplimiento más eficiente 

de la ley. 

  Es decir, queremos una economía que funcione mejor, instituciones más eficientes 

para la protección de los derechos de los trabajadores y una capacidad de adaptación de nuestra 

fuerza laboral a nuevas y superiores condiciones de mercado. 

  En ese contexto entendemos este proyecto, que se halla concebido como un 

instrumento que se aplicará cuando las personas pierdan de modo dramático su trabajo y requieran 

algún tipo de protección; que modernizará las relaciones laborales y nuestra economía, y que no 

significará un costo laboral adicional, sino una forma de estabilizar la situación de los mercados de 

trabajo en los períodos contracíclicos. 

  Reitero nuestra disposición a perfeccionar este instrumento. Sin embargo, quiero 

decir al Senador señor Díez que vivimos una situación de desempleo más bien alto, con un elevado 

costo fiscal. Este año el Estado chileno ha gastado cerca de 300 millones de dólares en programas 

municipales de ocupación. Y probablemente habríamos ahorrado parte muy importante de dichos 

recursos si hubiésemos contado con un mecanismo de esa naturaleza.  

  Deseo recordar, también, que éste no es el primer intento por instalar un sistema de 

tal índole. En el Gobierno del Presidente Frei, y a iniciativa suya, se envió a tramitación al 

Congreso el proyecto denominado PROTRAC. Muchas de sus ideas se incorporaron a la iniciativa 

que hoy ocupa al Senado; otras son nuevas. Pero la importancia radica en que se está actuando 
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sobre la materia precisamente ahora, cuando iniciamos un nuevo ciclo de crecimiento económico, 

con disminución de la cesantía. Y el sistema se pondrá en marcha al presentarse la oportunidad 

propia de las economías abiertas de vivir las circunstancias inevitables de una crisis, las que 

deseamos aminorar mediante una política de superávit estructural y estos instrumentos de seguridad 

social, entre otros. 

  Reitero los agradecimientos del Ejecutivo y nuestra plena disposición a acoger los 

planteamientos que se han formulado para mejorar este instrumento de seguridad social. 

  Gracias, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde fijar plazo para formular indicaciones. 

  Sugiero el lunes 27 de noviembre. 

  No sé si ese lapso es suficiente, señor Ministro. Porque la mayoría de las 

indicaciones son de iniciativa del Ejecutivo. 

  ¿O prefiere el 4 de diciembre? 

El señor SOLARI (Ministro del Trabajo y Previsión Social).- El 4 de diciembre, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Muy bien: el lunes 4 de diciembre, a las 12. 

  --Así se acuerda. 

)---------------( 

El señor DÍEZ.- Pido la palabra. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La tiene, Su Señoría.  
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El señor DÍEZ.- Pido al señor Presidente recabar el acuerdo del Senado a fin de autorizar a la Comisión Mixta 

citada a las 19 para sesionar simultáneamente con la Sala, y a los miembros de la Comisión de 

Constitución, Legislación y Justicia, para integrarse a aquel organismo. 

  Además, doy excusas por no poder participar en el homenaje que se rendirá a 

continuación. Y si bien no me encontraré físicamente en el Hemiciclo, espiritualmente sí lo estaré. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a la solicitud del Senador 

señor Díez. 

  --Se accede. 

VI. INCIDENTES 

PETICIONES DE OFICIOS 

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios. 

El señor ZALDÍVAR (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria. 

)-------------------( 

  --Los oficios cuyo envío se anuncian son los siguientes: 

  Del señor HORVATH: 

  Al señor Ministro de Obras Públicas y al señor Presidente de la Comisión Nacional 

de Energía, solicitando antecedentes respecto de MEDICIÓN HIDROMETEOROLÓGICA DE 

CAMPO DE HIELO PATAGÓNICO SUR (UNDÉCIMA REGIÓN); y a la señora Ministra de 

Salud, a los señores Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea e Intendente de la Región de Aisén y al 
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Consejo Regional, pidiendo información sobre EFECTOS DE DEBILITAMIENTO DE CAPA DE 

OZONO EN UNDÉCIMA REGIÓN. 

  Del señor STANGE: 

  Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, en cuanto a 

SUSPENSIÓN DE INSTALACIÓN Y CAMBIO DE UBICACIÓN DE ANTENA EN CERRO 

MILLANTUY, DE CASTRO (DÉCIMA REGIÓN). 

HOMENAJE EN MEMORIA DE GENERAL RENÉ SCHNEIDER CHEREAU 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por acuerdo unánime del Senado, se rendirá homenaje en 

memoria del General René Schneider Chereau con motivo del trigésimo aniversario de su 

fallecimiento. 

  Tiene la palabra el Honorable señor Bitar. 

El señor BITAR.- Señor Presidente, Honorables colegas, familiares y amigos del General René Schneider: 

  Hago uso de la palabra en nombre de los Partidos Por la Democracia, Socialista y 

Radical Socialdemócrata, y de los Senadores señores Enrique Silva Cimma y Augusto Parra. 

  Por primera vez en esta etapa democrática del Senado, iniciada en 1990, se tributa 

un homenaje al ex Comandante en Jefe del Ejército don René Schneider Chereau. 

  Hay hombres que, por sus excepcionales méritos morales e intelectuales, están 

destinados a cumplir roles de significación en favor de causas institucionales, sociales o políticas a 

las que con nobleza y lealtad se entregan. Hay seres humanos que, por su bajeza moral, por su 
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defensa de intereses subalternos o por su servilismo a poderes arbitrarios, son capaces, con mano 

artera, de decidir la muerte de los primeros, pretendiendo con ello asegurar nuevos cursos a la 

historia. 

  Al hacer esa afirmación, pienso en Manuel Rodríguez y en Diego Portales. Por las 

mismas razones, pienso en el General René Schneider, Comandante en Jefe del Ejército, asesinado 

en octubre de 1970 por un comando de chilenos terroristas que obedecía directamente al entonces 

General en retiro Roberto Viaux Marambio, condenado por este hecho a pena de extrañamiento en 

Paraguay, y con intervención de la CIA. 

  Don René Schneider nació en Concepción el 31 de diciembre de 1913. Ingresó por 

vocación a la Escuela Militar en 1930. Fue alumno brillante, respetado por sus maestros y admirado 

por sus compañeros. El mayor Guillermo Toro, en 1932, así le calificaba al egresar de dicho 

establecimiento castrense: 

  "Fue un estudiante distinguido y un soldado modelo, de conducta intachable. Es 

inteligente y muy trabajador. Se perfila un oficial de verdaderos méritos...posee condiciones 

especiales, físicas, intelectuales y morales, para alcanzar puestos de primera fila en el Ejército". 

  René Schneider se graduó de Oficial de Estado Mayor en 1949, y su nombre fue 

inscrito en el Cuadro de Honor de la Academia de Guerra. La solidez de sus conocimientos y su 

vocación pedagógica le llevaron a ser designado profesor de Estrategia, Táctica, Operaciones e 

Historia Militar en dicha Academia. Tuvo diversas destinaciones, las que desempeñó con brillo. De 

ello dejaron constancia sus Comandantes de División, Generales Carlos Pollarollo Maggi y Alfonso 
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Cañas Ruiz, y el Comandante en Jefe del Ejército, General Bernardino Parada, quien lo calificó 

como un militar sobresaliente. 

  Entre otras responsabilidades, ejerció la Dirección de la Escuela Militar, la 

Dirección de Operaciones del Estado Mayor y la Comandancia de la Segunda y Quinta Divisiones 

de Ejército. Adicionalmente, se desempeñó en misiones militares en las Embajadas de Chile en 

Estados Unidos y Paraguay. Recibió diversas medallas y condecoraciones otorgadas en su país y en 

el extranjero, incluyendo la Orden O'Higginiana, la más alta condecoración que otorga el Gobierno 

chileno, que le fue conferida póstumamente, en reconocimiento a sus grandes méritos y a su 

sacrificio por la patria. 

  Fue un hombre de sólida cultura y con dedicación a la pintura. Así nacieron sus 

obras Bernardo O'Higgins, José Miguel Carrera, Ignacio Carrera Pinto y otras. 

  Este ser excepcional fue designado por el Presidente Frei Montalva como 

Comandante en Jefe del Ejército en un momento complejo de nuestra historia. 

  Bajo la argumentación de lograr reivindicaciones remunerativas y mayores recursos 

para el Ejército, se había levantado en armas, rompiendo la disciplina militar y atentando contra la 

institucionalidad vigente, quien posteriormente sería uno de los artífices de la muerte del General 

Schneider: el General Roberto Viaux Marambio. 

  En tan delicadas circunstancias, René Schneider se abocó a neutralizar los focos de 

rebeldía que había estimulado esa aventura. Sus condiciones de mando, el respeto que inspiraba su 
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calidad de soldado sin tacha, su estatura moral e intelectual, unidos a su calidad humana, le 

permitieron recuperar la disciplina del Ejército y cohesionar a éste en torno a la doctrina de respeto 

a la Constitución Política. Este duro cometido, que cumplió con firmeza y eficacia, le significó ser 

objeto de ataques e incomprensiones, que enfrentó con la dignidad y altivez de quien está 

convencido de sus principios y de su deber de soldado para con la patria. 

  Señor Presidente, la historia muestra que los grandes hombres revelan su plenitud 

en momentos de crisis. 

  Sometido el país a un momento político álgido, que tenía su origen en la elección de 

un nuevo Presidente de República, el Comandante en Jefe de Ejército mantuvo inalterable su fe en 

la democracia y en las instituciones del Estado de Derecho. Lamentablemente, en aquel momento 

hubo presiones sobre las Fuerzas Armadas, en especial sobre el Ejército, provenientes del mundo 

político y empresarial. El General Viaux conspiraba con oficiales y suboficiales en retiro y en 

servicio activo, buscando involucrar al Ejército en política, desobedeciendo las directrices de los 

Altos Mandos. Por su parte, el Movimiento de Izquierda Revolucionaria intentaba infiltrar al 

Ejército, involucrando a algunos oficiales y clases en el robo de armamento y municiones y en el 

entrenamiento de sus adherentes. Dirigentes políticos de la Derecha sostenían conversaciones con 

oficiales para atraerlos a sus posiciones, buscando su apoyo a fin de dirimir la futura elección 

presidencial si su candidato no resultaba elegido. 
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  Frente a ese panorama, el General Schneider actuó con rapidez. Separó de las filas 

del Ejército a los militares que fueron sorprendidos en acciones ilícitas e hizo pública la doctrina 

institucional de la Institución señalando: “Como se ha manifestado anteriormente, en nuestro país 

impera un régimen legal; este régimen definido en una Constitución Política del Estado establece 

en forma muy clara la forma y la vía por la cual se deben renovar los diferentes poderes del 

Estado; fija en forma muy clara los que tienen opción a llegar a estos poderes; en estas 

definiciones no figuran las Fuerzas Armadas con opción a llegar al poder, por el contrario, como 

ya se ha manifestado, le da a ellas la misión de garantizar el funcionamiento del régimen legal y, 

por tanto, de respaldarlas para que por la vía normal se elijan los diferentes poderes del Estado, 

entre ellos, el Poder Ejecutivo o sea, el Presidente de la República. Para cumplir con este cometido 

se le ha entregado a las Fuerzas Armadas poder representado por sus armas y fundamentalmente 

por un mando absolutamente independiente para que, en cierto modo, pueda servir de árbitro en el 

cumplimiento de estos preceptos legales; en consecuencia, el hacer uso de estas armas, de estos 

poderes, para también asignarse una opción para llegar a la conducción del país, implica 

simplemente un desconocimiento y aún más una traición al país que le ha entregado esta tarea y 

que confía en su cumplimiento integral e imparcial; luego, mientras se viva en régimen legal las 

Fuerzas Armadas de Chile no son una alternativa de poder.”. 

  Otras declaraciones complementarias, de mayo de 1970, despliegan con mayor 

minuciosidad aún ese pensamiento.  
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  La defensa de esa doctrina fue la causa de su asesinato. Hay muchas evidencias, 

entre ellas el informe del Senado de Estados Unidos sobre la participación de la CIA en Chile y 

nuevos documentos de esta Central de Inteligencia hechos públicos hace menos de 48 horas en 

Washington, que demuestran que este organismo, así como civiles y militares chilenos en retiro y en 

servicio activo, trataron de evitar que Salvador Allende asumiera la Primera Magistratura, 

rompiendo con la institucionalidad democrática.  

  Su muerte creó conmoción nacional y un profundo sentimiento de repudio.  

  En términos tajantes se pronunciaron todos los partidos políticos y organismos 

gremiales, sindicales y estudiantiles. Hubo consenso, por consiguiente, en entender el crimen como 

una acción política repudiable destinada a alterar el orden democrático y atentar contra el Estado de 

Derecho.  

  Estimados colegas del Senado, fue tan profunda la convicción del General 

Schneider en defender la doctrina del Ejército, que sus ideas, anteriormente referidas, constituyen lo 

que hoy denominamos “Doctrina Schneider”. 

  Una figura importante para la continuidad de la doctrina tradicional del Ejército, 

representada por el General Schneider, fue el General Carlos Prats, a quien el Presidente Eduardo 

Frei Montalva designó como nuevo Comandante en Jefe de dicha Institución.  
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  El General Prats, hombre de cultura superior, como Schneider, y al igual que éste, 

militar de grandes méritos, compartía plenamente la denominada “Doctrina Schneider”. Impactado 

por el atentado al General Schneider, Prats escribe premonitoriamente en su diario: 

  “Veo el cuerpo inconsciente de Schneider, inmóvil sobre la camilla, con su rostro 

hecho mármol y su busto bañado en sangre. Uno de los tres balazos le había perforado los 

pulmones, le rozó el corazón y le destrozó su hígado.  

  “Siento un intenso dolor ante la tragedia del gran amigo y me siento como si 

rodara por un negro precipicio, en medio de una vertiginosa iluminación de imágenes siniestras en 

que se alternan multitudes enloquecidas y despavoridas que gritan desaforadamente en medio del 

agudo traqueteo de ametralladoras y el ronco estallido de bombas. 

  “Cuando logro sobreponerme a esos instantes de desesperación, pienso en mi 

deber ineludible de ocupar de inmediato el sitial de mando del soldado caído y comprendo la 

trascendencia de actuar con la serenidad, decisión y rapidez con que él lo habría hecho, antes que 

los acontecimientos me sobrepasaran.”. 

  En los tres años siguientes, el General Prats defendió con honor y valentía la 

doctrina del Ejército. Sus funciones como Ministro del Interior en el Gobierno del Presidente 

Allende no fueron para abanderizarse políticamente, sino con el fin de aportar para la tranquilidad 

de la nación el papel moderador de sus Fuerzas Armadas en tanto actores imparciales de los 

conflictos políticos que amenazaban con dividirla gravemente.  
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  Pero todos sabemos que los hechos transcurrieron de un modo muy distinto. Tras 30 

años, y a la hora en que la República recobra su normalidad democrática después de largos años de 

quiebre del Estado de Derecho, podemos apreciar que en aquel período histórico el Ejército 

constituyó un pensamiento propio que podemos llamar hoy “Doctrina Schneider-Prats”, que 

reasume su fortaleza.  

  En nuestra opinión, tal Doctrina debe restablecerse a plenitud, para conjurar nuevas 

tragedias.  

  En retrospectiva, la historia nos enseña cuán dramática consecuencia tuvo para la 

patria, y en particular para el Ejército, el abandono de esa Doctrina.  

  El final de tres de sus últimos Comandantes en Jefe es manifestación de esa 

tragedia. El asesinato de los Generales Schneider y Prats, ambos Comandantes en Jefe del Ejército 

de Chile que compartían los mismos ideales constitucionales -el primero, por un grupo de extrema 

Derecha; el segundo, por la DINA-, sacude nuestra conciencia. Y no deja de impactar hondamente 

el hecho de que quien los sucediera en el mando de la Comandancia en Jefe, el General Augusto 

Pinochet, hoy esté procesado por la justicia, acusado de responsabilidad en violaciones a los 

derechos humanos.  

  Este sino trágico del Ejército, una de las más nobles instituciones de nuestra patria, 

así como la responsabilidad que en tales hechos tuvieron muchos, nos obligan a concebir una nueva 

relación entre la autoridad política y las Fuerzas Armadas.  
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  Transcurridas tres décadas desde la trágica muerte del General Schneider, debemos 

pensar en las lecciones que nos deja esta traumática experiencia. La superación histórica de esos 

hechos es sin duda una tarea de todos: políticos, militares y la ciudadanía en general. 

  De este oscuro período, señor Presidente y Honorables colegas, extraigo las 

siguientes enseñanzas:  

  1) Bajo ninguna circunstancia civiles y militares pueden romper el Estado de 

Derecho. Nuestra misión patriótica es fortalecerlo. Los Poderes del Estado tienen funciones que les 

son asignadas por la Constitución Política y las leyes, y no otras. Las Fuerzas Armadas son 

instrumentos del Estado cuyos fines fundamentales corresponden a la defensa de la integridad 

territorial. El fortalecimiento de las instituciones democráticas y el desarrollo de una cultura cívica 

son el mejor antídoto contra los poderes fácticos de todo tipo.  

  2) Las Fuerzas Armadas deben estar subordinadas al Poder Ejecutivo, representado 

por el Presidente de la República y su Ministro de Defensa. Frente a este poder civil, son obedientes 

y no deliberantes. 

  Actualmente no es así. Los redactores de la Carta del 80 interpretaron que la norma 

constitucional relativa a la obediencia de los cuerpos armados debía entenderse referida a la 

institucionalidad y no a la persona del Presidente. Esta explicación hermenéutica es una falacia, 

porque la autoridad a la cual se debe obediencia tiene que estar personalizada. Un soldado no puede 

argumentar que debe obediencia a la institucionalidad y no al sargento.  



 103

  Las Fuerzas Armadas no deben obediencia a la institucionalidad como entidad 

abstracta, sino al Presidente como autoridad civil suprema de la nación, elegida por los ciudadanos 

en virtud de la soberanía popular. Debemos cambiar la Constitución, restablecer su coherencia y 

clarificar sus preceptos.  

  Las Fuerzas Armadas no deben cumplir funciones políticas. Por consiguiente, 

considero necesario modificar todas las normas que distorsionen ese principio, como las relativas al 

Consejo de Seguridad Nacional y las atinentes a la designación y remoción de los Comandantes en 

Jefe. 

  3) Es el vacío de poder derivado de un grave entrabamiento institucional -en 

definitiva, la carencia de una real cultura democrática y fuerza institucional- lo que abre las puertas 

a los golpes militares. De allí la gran responsabilidad de los políticos y de los partidos que los 

cobijan.  

  Las autoridades políticas tienen que fortalecer siempre la institucionalidad 

democrática, afianzar la gobernabilidad e impulsar los cambios para mantener una sociedad 

integrada y con cohesión social.  

  4) A través de las múltiples organizaciones de la sociedad civil, debemos promover 

el desarrollo más autónomo de los ciudadanos, elevando con ello la estabilidad institucional. 

  5) El nuevo período histórico crea un espacio importante de convergencia entre 

autoridades políticas y militares. Ellas tienen que expresarse en la elaboración de las políticas de 
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defensa, de modernización y avance tecnológico. Debemos reconocer y respetar en las Instituciones 

Militares una cultura particular que posee valores propios. Tales valores (como el amor a la patria, 

la necesidad de la convivencia pacífica entre los ciudadanos, la seguridad y defensa del territorio, la 

soberanía nacional) son sostenidos por todos los chilenos.  

  La seguridad y la defensa, por consiguiente, no son sólo un asunto militar, sino 

tarea de civiles y militares. La exclusividad de estos últimos está en el terreno de su especialización 

y en el manejo de las armas, en el cual tienen el monopolio que les confiere la nación. Sus valores 

particulares son el respeto a la unidad de mando y a las jerarquías, la disciplina, el espíritu de 

cuerpo, la eficiencia, la prescindencia política, el espíritu de sacrificio y su patriotismo. 

  Estimados colegas, el General René Schneider Chereau fue un soldado ejemplar 

que simbolizó la nobleza del Ejército.  

  Al avizorar nuestra democracia del siglo XXI, y ya restituido el Estado de Derecho, 

resurge con esplendor la doctrina Schneider. Existe hoy la oportunidad, que espero sea recogida por 

el Alto Mando del Ejército, de reponer la imagen y la doctrina del General Schneider. 

  El recuerdo y valoración que realiza el Senado del año 2000 son el mejor testimonio 

de reconocimiento a la entrega de René Schneider y de promoción de su pensamiento y acción. 

  En él se reflejan las mejores virtudes de los hombres de armas, cuyo 

comportamiento engrandece a la democracia y, por tanto, a la patria. 
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  Hago llegar un especial saludo a quien fuera su esposa, la señora Elisa Arce 

Durandeu, y a sus hijos, Elisa, Raúl, René y Víctor. 

  He dicho. 

  --(Aplausos en la Sala y tribunas). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Canessa. 

El señor CANESSA.- Señor Presidente, distinguida familia y amigos del señor General Schneider Chereau, 

en nombre del Comité Institucionales 1, adhiero con particular emoción al homenaje que hoy día 

rinde el Senado a quien fuera Comandante en Jefe del Ejército entre 1968 y 1969. 

  Tuve el privilegio de conocerlo a lo largo de toda mi carrera militar, que se inició en 

1942, cuando ingresé como cadete y él era un prestigioso oficial que ya se destacaba claramente por 

la profundidad y amplitud de sus conocimientos militares y generales. Al año siguiente, fue nuestro 

instructor, y ahí pude captar sus condiciones como formador de hombres, cuya acción se ejercía con 

especial acento tanto a forjar la personalidad moral de los futuros oficiales como a su esmerada 

formación profesional y técnica.  

  Algunos años después, en la Escuela de Infantería, tuve el honor de ser nombrado 

su auxiliar en un curso de oficiales subalternos, y sucederlo cuando él fue designado para 

perfeccionar su capacitación superior en Estados Unidos. Más tarde, me vinculé al señor General 

Schneider en la Academia de Guerra, a lo largo de tres años, como nuestro versado profesor en la 

asignatura de Táctica y Operaciones. Y fue en esta disciplina donde tuvo la oportunidad de mostrar 
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su gran capacidad, que sin duda lo destacó como uno de los grandes maestros de la ciencia militar 

que tuviera la Institución en el siglo pasado. 

  De todas esas vivencias, a lo largo de una vida profesional, pude formarme un claro 

concepto de este destacado soldado; enérgico y exigente, pero deferente con sus subordinados; 

animado con un positivo patriotismo; se hacía respetar con naturalidad y señorío, exteriorizando así 

las condiciones que lo tenían predestinado a desempeñar las más altas responsabilidades castrenses, 

por sus relevantes condiciones militares que tenían su fundamento estaba en las brillantes virtudes 

morales e intelectuales que lo adornaban. 

  Fue así como a lo largo de su vida asumió su vocación como un servicio abnegado 

y permanente a la Patria. El significado de su trágica muerte fue precisamente un último acto de 

servicio. 

  Todos conocemos la certera observación de Ortega y Gasset: “Cada hombre es él y 

sus circunstancias”. Y estas circunstancias, tan dramáticamente apasionadas y violentas, marcaron 

su breve gestión y condicionaron  su desenlace. Resulta pertinente en esta ocasión destacar la 

coherencia que en tal sentido ofrece el testimonio vital del señor General Schneider. 

  Asumió el mando del Ejército en 1968, en un momento especialmente crítico de la 

vida de la Institución. Era entonces necesario restaurar su cohesión y afianzar su moral, 

quebrantadas como consecuencia de un ya largo proceso de insatisfacción corporativa, cuyas causas 

-hay que reconocerlo- estaban en el prolongado descuido del instrumento militar del país de parte 



 107

de las sucesivas autoridades políticas de gobierno, las que, al parecer, no comprendieron  o no 

quisieron entender en toda su amplitud y profundidad los complejos problemas que entraña la 

Defensa Nacional, sumiendo a sus Instituciones en una grave situación coyuntural.  

  A lo anterior se agrega la viva agitación existente en el mundo debido a la guerra 

fría, la agudización de los problemas vecinales y la turbulencia de los planteamientos políticos, 

económicos y sociales en Chile, en pleno desarrollo de la conocida “década revolucionaria”. En ese 

ambiente general se agudizó la crisis social y profesional de las Fuerzas Armadas, que comenzó a 

gravitar a nivel nacional. 

  A la amarga sensación de vivir un agudo problema socioeconómico, se unía a las 

Fuerzas Armadas, en especial al Ejército, las serias inquietudes debido a las precarias condiciones 

materiales en que tendrían que enfrentar una amenazante situación en el orden político y estratégico 

vecinal. Los síntomas de la crisis fueron aumentando en magnitud. A la solicitud de renuncias a sus 

cargos de una gran cantidad de oficiales de los grados medios, que representaban los más altos 

niveles de profesionalismo, en 1968, ocurre al año siguiente el acuartelamiento simbólico e 

incruento de los alumnos de las Academias de Guerra y Politécnica Militar, y otros en el 

Regimiento Tacna, protesta de carácter corporativo que amenazaba con crecer rápidamente. La 

situación era grave. 

  Ése era el ambiente en que, en octubre de 1969, asumiera el mando institucional el 

señor General Schneider. A él le correspondió superar la crisis. Bajo su atinada y enérgica 
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conducción, unido esta vez a un mayor apoyo del Gobierno, el Ejército empezó el camino de 

recuperar su cohesión y su quebrantada disciplina. 

  Al parecer, el sino del Ejército es estar permanentemente recibiendo los más 

variados estímulos, provenientes de las más diversas procedencias externas. Ellas buscan ya sea 

atacarlo o alabarlo, pero generalmente no son desinteresadas. Persiguen por principio aprovecharlo 

para sus propios fines. El señor General Schneider nos hacía ver la necesidad de mantenernos 

siempre alejados de tales presiones, que buscan atraer a la Institución, infiltrarla y comprometerla 

para sacarla de su senda profesional y constitucional. Un ejemplo de estas tensiones es que en el 

lapso de seis años, con graves repercusiones, el Ejército tuviera cinco Comandantes en Jefe, de los 

cuales dos de ellos fueron asesinados. 

  No es casualidad, entonces, lo que le sucedió posteriormente al señor General don 

Augusto Pinochet Ugarte, quien, siendo Comandante en Jefe del Ejército y Presidente de la 

República, se salvara milagrosamente de un atentado criminal, que fue ordenado, financiado, 

equipado y entrenado desde el extranjero. 

  Frente al tema de alto interés referido a las elecciones de 1970, si ningún candidato 

obtenía la mayoría absoluta, su definida opinión era que el Congreso eligiera entre las dos primeras, 

con estricto apego a lo que en ese momento mandaba la Constitución. Ésa era la tónica del señor 

General, que se afianzó como la más pura doctrina institucional, llamada después “doctrina 

Schneider”. En el fondo, no es otra la misión que por imperativo histórico y constitucional compete 
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al Ejército como Institución permanente del Estado, de garantizar el normal funcionamiento de los 

diferentes órganos del poder político en el “marco del Estado de Derecho” y “hacer prevalecer el 

interés nacional si aquél es sobrepasado”. 

  Señor Presidente, como oficial de Ejército -ahora en retiro-, valoro en el más alto 

grado el homenaje que el Senado rinde hoy en memoria de tan ilustre soldado. El ejemplo de su 

vida y de su muerte ha trascendido el ámbito estrictamente militar. La ciudadanía reconoce en él la 

presencia de un conjunto de valores y convicciones admirables, personificadas en su caso en el 

modo de ser del soldado, pero que son comunes a todos quienes se han distinguido en el servicio de 

la nación desde las más diversas posiciones en la sociedad. 

  Por eso, el legado moral de mi General Schneider es y seguirá siendo guía y 

patrimonio de todos los chilenos. 

  He dicho. 

  --(Aplausos en la Sala y tribunas). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Fernández. 

El señor FERNÁNDEZ.- Señor Presidente, en nombre del Comité Unión Demócrata Independiente e 

Independientes adhiero también a este homenaje. 

  Al cumplirse, en octubre recién pasado, 30 años desde el asesinato del General 

René Schneider, es de plena justicia rendir tributo en memoria de ese Oficial del Ejército de Chile 

que sobresalió por su brillantísima trayectoria institucional. 
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  Además, su recuerdo me es en especial cercano, pues inmediatamente antes de 

asumir el máximo cargo castrense desempeñó durante un breve período el cargo de Comandante de 

la V División del Ejército, con sede en Magallanes, Región que represento en esta Alta 

Corporación. 

  Llegó a la Comandancia en Jefe del Ejército en circunstancias muy difíciles, que 

tienden a quedar en segundo plano por los ulteriores desenvolvimientos -aun más dramáticos y 

finalmente trágicos- que más tarde se siguieron. 

  La conmoción institucional a resultas de la cual dicha Comandancia se encomendó 

en 1969 al General Schneider, obedeció -según concuerdan todos los historiadores- a la desatención 

de los Poderes Públicos hacia las Fuerzas Armadas en general y el Ejército en particular desde hacía 

muchos años, tanto en lo relativo a equipamiento como a remuneraciones de su personal. 

  La gestión del General Schneider como Comandante en Jefe fue breve. Durante ella 

el Ejército debió afrontar una situación política muy compleja. No obstante, fue tan rigurosamente 

jurídica y profesional la actitud de su entonces Comandante en Jefe, que selló con su nombre la 

doctrina que rige a la Institución y que él ratificó con su propia muerte. 

  Según esa doctrina, constitucionalmente las Fuerzas Armadas no son una opción 

para la conducción política del país; no son una opción más de poder, como puede serlo una u otra 

corriente política. 
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  El papel constitucional de las Fuerzas Armadas -sostiene la doctrina Schneider- es 

respaldar el que por la vía legal se generen los Poderes del Estado. Para eso se les ha conferido el 

monopolio de las armas y un mando absolutamente independiente. Todo ello, mientras los Poderes 

del Estado no abandonen su propia posición constitucional. 

  El General Schneider merece ser destacado porque siempre tuvo claro qué hacer; 

cuál era su deber en horas de gran confusión, y supo mantener al Ejército cohesionado en la recta 

doctrina castrense. Ésta se encuentra consignada en las actas del Consejo de Generales de julio de 

1970 y es una de las directrices fundamentales de la institucionalidad que nos rige. 

  Con estas palabras hemos querido rendir homenaje en memoria del General René 

Schneider, quien sostuvo sus principios en forma inquebrantable en todas las circunstancias.  

  Hacemos llegar nuestro aprecio y respeto a su distinguida esposa, hijos y demás 

familiares. 

  He dicho. 

  --(Aplausos en la Sala y tribunas). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Como Presidente del Senado y en su representación, y 

también -permítaseme hacerlo- en nombre de los Senadores de la Democracia Cristiana, me asocio 

al homenaje que de manera tan justa se tributa esta tarde en memoria y honor del ex General René 

Schneider. 
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  Nuestro recuerdo de este gran soldado, que prestigió al Ejército de Chile, es un 

merecido reconocimiento a quien entregó su vida por las instituciones de la República. 

  Su alevosa muerte y asesinato no sólo destruyó su vida, provocando dolor y 

sufrimiento a su familia, sino que desgarró el alma de la nación. 

  Han transcurrido ya más de 30 años desde su muerte. Sin embargo, su figura y 

ejemplo como ciudadano y como militar, en vez de irse desdibujando o quedando en el olvido, se 

remarca y engrandece cada día, como sucede siempre con los grandes hombres y mujeres que 

trascienden en la historia por su sola existencia. 

  El General Schneider dejó una huella profunda en el Ejército. Su compromiso con 

la institucionalidad y la democracia lo hizo acreedor al reconocimiento de la que se ha llamado 

“doctrina Schneider”, en la cual él señalaba “la conducta que debían observar los integrantes de las 

Fuerzas Armadas en relación al funcionamiento de nuestras instituciones”. 

  El Senado quiere hoy inscribir en sus páginas este justo homenaje en memoria del 

General René Schneider, y expresar a sus familiares y compañeros de armas nuestros sentimientos 

de aprecio y gratitud, junto con agradecerles por el hecho de haber contado con la vida de ese gran 

ciudadano y militar ejemplar, honor de la patria. 

  Muchas gracias. 

  --(Aplausos en la Sala y tribunas). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ha terminado el homenaje. 
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  Por no haber señores Senadores inscritos para intervenir en Incidentes, se levanta la 

sesión. 

  --Se levantó a las 19:36. 

        Manuel Ocaña Vergara, 

          Jefe de la Redacción 
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  Presidencia del titular del Senado, H. Senador señor Zaldívar (don Andrés). 

 

  Asisten los HH. Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei y señores Aburto, Bitar, 

Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Cordero, Chadwick, Díez, Fernández, Frei (don Eduardo), 

Gazmuri, Hamilton, Horvath, Lagos, Larraín, Lavandero, Martínez, Matta, Moreno, Muñoz, Novoa, Núñez, 

Ominami, Páez, Parra, Pérez, Pizarro, Prat, Ríos, Romero, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, 

Stange, Urenda, Valdés, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zurita. 

 

  Asisten, asimismo, el señor Ministro de Justicia, don José Antonio Gómez; el señor Ministro 

del Trabajo y Previsión Social, don Ricardo Solari; el señor Ministro de Obras Públicas y de Transportes y 

Telecomunicaciones, don Carlos Cruz; el señor Subsecretario de Justicia, don Jaime Arellano, y el señor 

Asesor Legislativo del Subsecretario de Justicia, don Patricio Bell. 

 

  Actúan de Secretario y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann 

Contreras y Sergio Sepúlveda Gumucio, respectivamente. 

 

________________ 

 

ACTAS 

 

  El acta de la sesión 5ª, ordinaria, en sus partes públicas y secreta, de 17 del mes en curso, se 

encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 
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________________ 

 

CUENTA 

 

Mensajes 

 

  Seis de S.E. el Presidente de la República: 

 

  Con los dos primeros, retira la urgencia que hiciera presente respecto de los siguientes 

proyectos de ley: 

 

  1) El que prorroga la vigencia de la ley Nº 19.593, que suspendió la inscripción de taxis en el 

Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, e introduce otras modificaciones en ella. (Boletín 

Nº 2.496-15), y 

 

  2) El que regula las ofertas públicas de adquisición de acciones y establece régimen de 

gobiernos corporativos. (Boletín Nº 2.289-05). 

 

  -- Quedan retiradas las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes. 

 

 

 

  Con el tercero, el cuarto y el quinto, incluye en la Legislatura Extraordinaria de Sesiones del 

Congreso Nacional los siguientes asuntos: 

 

  1) El proyecto de reforma constitucional que fortalece la institucionalidad regional. (Boletín 

Nº 2.599-07); 

 

  2) El proyecto de ley que establece como requisito para ser alcalde  el  haber  cursado 

enseñanza media o su equivalente. (Boletín Nº 2.601-06), y 

 

  3) El proyecto de ley que posterga la exigencia de los requisitos contemplados en la ley Nº 

19.495, para otorgar licencias de conducir. (Boletín Nº 2.607-15). 

 

  -- Se toma conocimiento. 
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  Con el último, hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto 

del proyecto de ley que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al sacerdote francés Pierre 

Albert Luis Dubois Desvignes. (Boletín Nº 1.902-17). 

 

  -- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes. 

 

Oficios 

 

  De S.E. el Presidente de la República, con el que comunica que se ausentará del territorio 

nacional entre los días 1 y 3 del mes de noviembre del año en curso, ambos inclusive, con motivo de la visita 

de Estado a la ciudad de Montevideo, República Oriental del Uruguay. Agrega, que lo subrogará con el título   

de   Vicepresidente de la República, el señor Ministro del Interior, don José  
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Miguel Insulza Salinas. 

 

  -- Se toma conocimiento. 

 

  Tres de la H. Cámara de Diputados: 

 

  Con el primero, informa que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de 

ley que otorga compensaciones y otros beneficios que indica a funcionarios públicos estudiantes de carreras 

técnicas de nivel superior. (Boletín Nº 2.456 -05). 

 

  -- Se toma conocimiento y se manda archivar. 

 

  Con el segundo, comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que establece el 

reintegro parcial de los peajes pagados en vías concesionadas por vehículos pesados y establece facultades 

para facilitar la fiscalización sobre combustibles. (Boletín Nº 2.592-15). 

 

  -- Pasa a la Comisión de Obras Públicas y a la de Hacienda, en su caso. 

 

  Con el último, informa que ha accedido a la solicitud del Senado en orden a archivar los 

siguientes proyectos de ley: 

 

  1) El que crea la Comuna de Hualpencillo, en la Provincia de Concepción, Región del 

Bíobío. (Boletín Nº 1.764-06); 

 

  2) El que agrega artículos al Código Penal con el objeto de tipificar y sancionar la usurpación 

de aguas servidas y el vertimiento clandestino de substancias. (Boletín Nº 844-07), y 

 

  3) El que deroga las leyes Nºs 18.432 y 18.607, con el objeto de suprimir los feriados que 

señala. (Boletín Nº 1.867-06). 

 

  -- Se toma conocimiento, se agrega el documento a sus antecedentes y se manda archivar. 

 

  Por otra parte, con el mismo oficio, comunica que rechazó la solicitud del Senado en orden a 

archivar el proyecto de ley que crea el Registro Nacional  de  Servicios  de   Transportes  Remunerados  de   

Escolares. (Boletín Nº 660-15). 

 

  -- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes. 
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  De la Excma. Corte Suprema, con el que emite su opinión acerca del proyecto de ley que 

modifica la ley Nº 19.284, con el objeto de regular el uso de perros guías, de señal o de servicio por parte de 

las personas con discapacidad. (Boletín Nº 2.595 -11). 

 

  -- Se toma conocimiento, y se manda agregar el documento a sus antecedentes. 

 

  Dos del señor Ministro del Interior: 

 

  Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del H. Senador señor Martínez, 

relativo al Cuerpo de Bomberos de Valparaíso. 

 

  Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre del H. Senador señor Horvath, 

referido a la posibilidad de declarar en situación de emergencia a la XI Región. 

 

  Dos del señor Ministro de Defensa Nacional: 

 

  Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del H. Senador señor Horvath, relativo 

al proyecto de ley que otorga compensaciones y otros beneficios que indica a funcionarios públicos 

estudiantes de carreras técnicas de nivel superior. 

 

  Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre del H. Senador señor Martínez, 

referido al trazado de la línea de base recta respecto de todas las bahías de la costa de Chile. 

 

  Cinco del señor Ministro Secretario General de la Presidencia: 

 

  Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del H. Senador señor Moreno, relativo 

a la posibilidad de incluir en la Legislatura Extraordinaria el proyecto que indica. 

 

  Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre del H. Senador señor Horvath, 

referido al proyecto de ley de bosque nativo. 

 

  Con el tercero, contesta un oficio enviado en nombre del H. Senador señor Lavandero, 

relativo al proyecto de ley que deroga el artículo tercero transitorio de la ley Nº 18.918. 

 

  Con el cuarto, responde un oficio enviado en nombre del H. Senador señor Horvath, referido 

a la necesidad de que en las licitaciones públicas se establezcan incentivos para utilizar mano de obra 

regional. 
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  Con el último, contesta un oficio enviado en nombre de los HH. Senadores señores Moreno, 

Sabag y Zaldívar, don Adolfo, relativo al proyecto de ley que establece como requisito para ser alcalde el 

haber cursado enseñanza media o su equivalente. 

 

  Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, con el que responde un oficio 

enviado en nombre del H. Senador señor Horvath, referido a la reducción de las reservas de petróleo. 

 

  Cinco de la señora Ministro de Educación: 

 

  Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del H. Senador señor Canessa, relativo 

a la situación de los habitantes del archipiélago de Juan Fernández. 

 

  Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre del H. Senador señor Horvath, 

referido a la situación del Parque Lo Aguila. 

 

  Con el tercero, contesta un oficio enviado en nombre del H. Senador señor Horvath, relativo 

al estado de la sepultura del poeta Vicente Huidobro. 

 

  Con el cuarto, responde un oficio enviado en nombre del H. Senador señor Horvath, referido 

al financiamiento universitario. 

 

  Con el último, contesta un oficio enviado en nombre del H. Senador señor Horvath, relativo a 

la posibilidad de extender el pago de asignación de zona a los funcionarios no docentes de los 

establecimientos educacionales ubicados en zonas aisladas del país. 

 

  Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, con el que responde un oficio enviado en 

nombre del H. Senador señor Moreno, referido a la necesidad de establecer una oficina de la Inspección del 

Trabajo en la provincia de Cardenal Caro. 

 

  Dos del señor Ministro de Obras Públicas: 

 

  Con el primero, remite una nómina de los oficios dirigidos por dicha Secretaría de Estado a 

los señores Parlamentarios, durante el mes de septiembre del año en curso. 

 

  Con el segundo, contesta dos oficios enviados en nombre del H. Senador señor Ríos, relativos 

a los requisitos para obtener licencia de conductor profesional. 
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  Dos de la señora Ministro de Salud: 

 

  Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del H. Senador señor Moreno, 

referido a la necesidad de crear un matadero en la comuna de Navidad. 

 

  Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del H. Senador señor Lagos, relativo 

al consultorio Pedro Pulgar de Alto Hospicio. 

 

  Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, con el que responde un oficio enviado en 

nombre del H. Senador señor Moreno, referido a la situación de las viviendas que indica. 

 

  Del señor Ministro de Agricultura, con el que contesta un oficio enviado en nombre del H. 

Senador señor Moreno, relativo a la necesidad de crear un matadero en la comuna de Navidad. 

 

  Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el que responde un oficio 

enviado en nombre del H. Senador señor Stange, referido a los problemas de tránsito en la ciudad de Puerto 

Montt. 

 

  Dos del señor Intendente de la VI Región: 

 

  Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del H. Senador señor Chadwick, 

relativo a la 5ª Compañía de Bomberos de Rancagua. 

 

  Con el segundo, complementa la respuesta a un oficio enviado en nombre del H. Senador 

señor Moreno, referido a la situación de las viviendas que indica. 

 

  Del señor Subsecretario de Pesca, con el que contesta un oficio enviado en nombre del H. 

Senador señor Horvath, relativo al desarrollo de la acuicultura. 

 

  De la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, con el que 

responde un oficio enviado en nombre del H. Senador señor Horvath, referido a la situación del Parque Lo 

Aguila. 

 

  Del señor Director Nacional de Pesca, con el que contesta un oficio enviado en nombre del H. 

Senador señor Horvath, relativo a la distribución geográfica de los recursos pesqueros demersales. 
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  Del señor Director Nacional de Vialidad subrogante, con el que responde un oficio enviado 

en nombre del H. Senador señor Urenda, referido a los límites de velocidad. 

 

  Del señor Presidente del Sistema Administrador de Empresas de la CORFO, con el que 

contesta un oficio enviado en nombre del H. Senador señor Larraín, relativo a las indemnizaciones que han 

percibido algunos funcionarios públicos. 

 

  Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la XI Región, con el que responde un 

oficio enviado en nombre del H. Senador señor Horvath, referido a la atención de urgencia en el Hospital de 

Puerto Aysén. 

 

  Del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la VI Región, con el 

que contesta un oficio enviado en nombre del H. Senador señor Moreno, relativo a la situación de las 

viviendas que indica. 

 

  Del señor Presidente del Banco del Estado de Chile, con el que responde un oficio enviado en 

nombre del H. Senador señor Moreno, referido a la posibilidad de instalar una sucursal del mismo en la 

comuna de Pichidegua. 

 

  Del señor Director del Hospital de Puerto Aysén, con el que contesta un oficio enviado en 

nombre del H. Senador señor Horvath, relativo a la atención de urgencia en el Hospital de Puerto Aysén. 

 

  -- Quedan a disposición de los señores Senadores. 

 

Comunicaciones 

 

  Del señor Director del Servicio Electoral subrogante, con la que rectifica el Cronograma 

Electoral de las elecciones municipales que se realizaron el domingo 29 del presente, el cual fue remitido a la 

Corporación el pasado mes de septiembre. 

 

  -- Se toma conocimiento. 

  Del señor Superintendente de Administradoras de Fondos de Pensiones, con la que envía 

información financiera acerca de dichos Fondos. 

 

  -- Se toma conocimiento y pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. 

 

Informes 
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  Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el 

proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga la vigencia de la ley Nº 19.593, que 

suspendió la inscripción de taxis en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, e introduce 

otras modificaciones en ella. (Boletín Nº 2.496-15). 

 

  De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en la solicitud de 

rehabilitación de ciudadanía del señor Ricardo Demetrio Werlinger Padilla. (Boletín Nº S 519-04). 

 

  -- Quedan para tabla. 

 

Moción 

 

  Del H. Senador señor Lavandero, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional que 

modifica el artículo 32 Nº 10 de la Constitución Política de la República, en lo relativo al nombramiento de 

los embajadores, ministros diplomáticos y representantes ante los organismos internacionales. (Boletín Nº 

2.606-07).  

 

  -- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. (Este proyecto no 

puede ser tratado en la presente Legislatura Extraordinaria, mientras no sea incluido en la Convocatoria). 

 

Solicitudes 

 

  De los señores Ramón Emilio Silva Hummel y Marco Antonio Domínguez Garrido, con las 

que piden la rehabilitación de sus ciudadanías. (Boletines Nºs. S 521-04 y S 522-04, respectivamente). 

 

  -- Pasan a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía. 

________________ 

 

ACUERDOS DE COMITÉS 

 

  El señor Secretario informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes 

acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica: 

 

  1.- Tratar en la sesión del próximo martes 7 de noviembre el informe de la Comisión Mixta 

signado con el número 1 del Orden del Día de hoy, recaído en el proyecto de ley que regula las ofertas 

públicas de adquisición de acciones y establece régimen de gobiernos corporativos (Boletín Nº 2.289-05), y, 

en seguida, el proyecto de ley que figura en el número 7 de la tabla del día de hoy, que modifica el Código de 
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Aguas, con informes de las Comisiones de Obras Públicas, de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento y de Hacienda. (Boletín Nº 876-09); 

 

  2.- Debatir en la sesión del día martes 14 del próximo mes el proyecto de acuerdo, signado 

con el número 5 del Orden del Día de hoy, que aprueba el Convenio marco relativo a la ejecución de la ayuda 

financiera y técnica y de la cooperación económica en Chile en virtud del reglamento “ALA”, sus anexos y 

protocolos, suscrito entre el Gobierno de Chile y la Comunidad Económica Europea, en Bruselas, el 24 de 

noviembre de 1998, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda. (Boletín Nº 

2.423-10); 

 

  3.- Discutir en la sesión de hoy, como de fácil despacho, el proyecto de ley, signado con el 

número 4 del Orden del Día, que prorroga la vigencia de la ley Nº 19.593, que suspendió la inscripción de 

taxis en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros e introduce otras modificaciones en 

ella. (Boletín Nº 2.496-15), y 

 

  4.- Prorrogar el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea la Defensoría 

Penal Pública, hasta las 12:00 horas del día martes 7 de noviembre. (Boletín Nº 2.365-07). 

 

_________________ 

 

  A continuación, el H. Senador señor Lagos solicita al señor Presidente que recabe el acuerdo 

de la Sala para tratar en primer lugar el proyecto de ley signado con el número 4, es decir, el que prorroga la 

vigencia de la ley Nº 19.593, que suspendió la inscripción de taxis en el Registro Nacional de Servicios de 

Transporte de Pasajeros e introduce otras modificaciones en ella, con segundo informe de la Comisión de 

Transportes y Telecomunicaciones. 

 

  Sobre el particular, hace uso de la palabra el H. Senador señor Larraín. 

 

  Consultado el parecer de la Sala, así se acuerda. 

 

 

_________________ 

 

 

ORDEN DEL DIA 

 

Proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados que prorroga la 

vigencia de la ley Nº 19.593, que suspendió la inscripción de taxis 
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en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros e 

introduce otras modificaciones en ella, con segundo informe  de  la  

Comisión  de  Transportes y  

Telecomunicaciones. 

 

  El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse, como de fácil despacho, del proyecto 

de ley de la referencia. 

 

  El señor Secretario señala que se trata del proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados que 

prorroga la vigencia de la ley Nº 19.593, que suspendió la inscripción de taxis en el Registro Nacional de 

Servicios de Transporte de Pasajeros e introduce otras modificaciones en ella, con segundo informe de la 

Comisión de Transportes y Telecomunicaciones. 

 

  Indica, asimismo, que para los efectos de lo dispuesto en al artículo 124 del Reglamento de la 

Corporación, la Comisión deja constancia de lo siguiente: 

 

  1) Artículos que no fueron objeto de indicaciones: Ninguno; 

 

  2) Artículos modificados como consecuencia de indicaciones aprobadas: Ninguno; 

 

  3) Artículos que sólo han sido objeto de indicaciones rechazadas: Artículos 1º, 2º y 3º y 1º y 

2º transitorio; 

 

  4) Indicaciones aprobadas: Ninguna; 

 

  5) Indicaciones aprobadas con modificaciones: Ninguna; 

 

  6) Indicaciones rechazadas: Las números 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14 y 15; 

 

  7) Indicaciones retiradas: Ninguna, y 

 

  8) Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna. 

 

  Agrega que, en mérito a los antecedentes y debate consignados en su informe, la Comisión de 

Transportes y Telecomunicaciones propone a la Sala aprobar el proyecto de ley aprobado en general por el 

Senado, con las siguientes modificaciones: 

 

ARTICULO 1º 
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  Pasa a ser artículo único, sin enmiendas. 

 

ARTICULO 2º 

 

  Suprimirlo. 

 

ARTICULO 3º 

 

  Suprimirlo. 

 

 

 

ARTICULOS TRANSITORIOS 

 

ARTICULO 1º 

 

  Suprimirlo. 

 

ARTICULO 2º 

 

  Suprimirlo. 

 

- - - 

 

  En consecuencia, de aprobarse las modificaciones anteriores, el proyecto queda como sigue: 

 

PROYECTO DE LEY: 
 

  "Artículo único.-  Prorrógase la vigencia de la ley Nº 19.593 por el plazo de cinco años, a 

contar de la fecha de su expiración.”. 

 

- - - 

 

  A continuación, el señor Presidente recaba el acuerdo de los HH. Senadores para autorizar el 

acceso a la Sala de Sesiones del señor asesor del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don Patricio 

Bell. 

 

  Así se acuerda. 
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  En discusión particular, hacen uso de la palabra los HH. Senadores señores Lagos, Presidente 

de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, Prat, Pizarro, Fernández, Muñoz Barra, Larraín y 

Valdés, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, y los HH. Senadores señores Martínez y 

Chadwick y señora Matthei. 

 

  Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, es aprobado en particular por 34 votos a 

favor, 4 en contra y 6 abstenciones, que corresponden a los HH. Senadores señora Matthei y señores Cariola, 

Horvath, Novoa, Pérez y Stange.  Votan a favor los HH. Senadores señora Frei (doña Carmen) y señores 

Aburto, Bitar, Boeninger, Bombal, Cantero, Cordero, Chadwick, Fernández, Frei (don Eduardo), Gazmuri, 

Hamilton, Lagos, Larraín, Lavandero, Matta, Moreno, Muñoz Barra, Núñez, Ominami, Páez, Parra, Pizarro, 

Ríos, Romero, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Valdés, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don 

Andrés) y Zurita. Votan en contra los HH. Senadores señores Canessa, Díez, Martínez y Prat. 

 

  Queda terminada la discusión de este asunto. 

 

  El texto despachado por el Senado es el anteriormente transcrito. 

 

_________________ 

 

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que deroga la 

pena de muerte, con informe de la Comisión de Constitución,     

Legislación,     Justicia      y  

Reglamento. 

 

  El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia. 

 

  El señor Secretario señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en 

moción del H. Senador señor Hamilton, en primer trámite constitucional, que deroga la pena de muerte, con 

informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

 

  Los antecedentes del informe y la discusión del mismo se encuentran en las actas 

correspondientes a las sesiones 2ª, 3ª, 4ª, 5ª y 6ª, ordinarias, de 4, 10, 11, 17 y 18 de Octubre de 2.000, 

respectivamente. 

 

_________________ 
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  El señor Presidente recaba el acuerdo del Senado para autorizar el ingreso a la Sala del señor 

Subsecretario de Justicia, don Jaime Arellano. 

 

  Así se acuerda. 

 

_________________ 

 

  Continuando con la discusión general, hace uso de la palabra el H. Senador señor Núñez. 

 

  El señor Presidente anuncia que han intervenido todos los HH. Senadores inscritos para hacer 

uso de la palabra, por lo que corresponde cerrar el debate y proceder a votar.  

 

  En relación con la votación, el señor Presidente hace presente que, de acuerdo con el informe 

de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en las consultas formuladas por 

los Comités acerca de la votación en general del asunto en discusión, primero se votará el proyecto en 

general, con exclusión de las normas que requieren distinto quórum de aprobación; en seguida, las 

disposiciones de quórum orgánico constitucional: artículos 4º y 6º, Nº 2, y, por último, los preceptos de 

quórum calificado: artículos 1º, 2º y 3º. 

 

  Al respecto, hacen uso de la palabra los HH. Senadores señores Prat, Horvath, Larraín y 

Hamilton. 

 

  Cerrado el debate y puesto en votación, el proyecto es aprobado en general por 29 votos a 

favor, de un total de 46 HH. Senadores en ejercicio, y 15 en contra. Votan a favor los HH. Senadores señora 

Frei (doña Carmen) y señores Aburto, Bitar, Boeninger, Bombal, Cariola, Díez, Frei (don Eduardo), Gazmuri, 

Hamilton, Lavandero, Matta, Moreno, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Ominami, Páez, Parra, Pizarro, Ruiz 

(don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Valdés, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y 

Zurita. Votan en contra los HH. Senadores señora Matthei y señores Canessa, Cordero, Chadwick, Fernández, 

Horvath, Lagos, Larraín, Martínez, Prat, Ríos, Romero, Stange, Urenda y Vega.  

 

  Fundamentan su votación los HH. Senadores señora Matthei y señores Bitar, Bombal, 

Canessa, Cariola, Cordero, Frei (don Eduardo), Hamilton, Horvath, Larraín, Lavandero, Martínez, Moreno, 

Novoa, Ominami, Prat, Ruiz (don José), Sabag, Silva, Stange, Vega, Viera-Gallo y Zurita. 

 

  A continuación, el señor Presidente propone a los HH. Senadores dar por aprobados con la 

misma votación los preceptos de quórum orgánico constitucional (artículos 4º y 6º, Nº 2) y los de quórum 

calificado (artículos 1º, 2º y 3º), dejando constancia del número de votos. 
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  Sobre el particular, hace uso de la palabra el H. Senador señor Larraín. 

 

  Consultado el parecer de la Sala, se acuerda proceder del modo propuesto por el señor 

Presidente y, en consecuencia, se dan por aprobados, con la misma votación de 29 votos a favor y 15 en 

contra, de un total de 46 HH. Senadores en ejercicio, los artículos 4º y 6º, Nº 2, en el carácter de normas 

orgánica constitucionales, y los artículos 1º, 2º y 3º, como normas de quórum calificado, dejándose 

constancia que, de este modo, se da cumplimiento a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 

63 de la Carta Fundamental. 

 

  Asimismo, se entiende aprobada, con idéntica votación, la segunda proposición contenida en 

el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, relativa a oficiar a S.E. el 

Presidente de la República para proponerle que disponga una revisión global del Código de Justicia Militar 

destinada a actualizarlo, que comprenda especialmente los tipos penales, sus sanciones y los procedimientos 

aplicables, y se someta a tramitación legislativa el proyecto de ley resultante de ese estudio. 

 

  A continuación, hace uso de la palabra el H. Senador señor Díez. 

 

  Luego, se acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones hasta las 12 horas del día 

lunes 13 de noviembre próximo. 

 

  Finalmente, hacen uso de la palabra el señor Ministro de Justicia y el H. Senador señor 

Chadwick. 

 

  Queda terminada la discusión en general de este asunto. 

 

  El texto aprobado en general por el Senado es el siguiente: 

 

PROYECTO DE LEY: 

 

  "Artículo 1º.- Introdúcese las siguientes modificaciones al Código Penal: 
 
  1. Reemplázase, en las penas de crímenes contenidas en la escala general del artículo 21, la 
palabra "Muerte” por “Presidio perpetuo calificado”. 
 
  2. Sustitúyese en el artículo 27 la frase "La pena de muerte, siempre que no se ejecute al 
condenado, y las" por la frase "Las penas de". 
 
  3. Agrégase el siguiente artículo 32 bis:  
 
  "Artículo 32 bis.- La imposición del presidio perpetuo calificado importa la privación de 
libertad del condenado de por vida, bajo un régimen especial de cumplimiento que se rige por las siguientes 
reglas: 
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  a) No se podrá conceder la libertad condicional sino una vez transcurridos treinta años de 
privación de libertad efectiva, debiendo en todo caso darse cumplimiento a las demás normas y requisitos que 
regulen su otorgamiento y revocación; 
 
  b) El condenado no podrá ser favorecido con ninguno de los beneficios que contemple el 
reglamento de establecimientos penitenciarios, o cualquier otro cuerpo legal o reglamentario, que importe su 
puesta en libertad, aun en forma transitoria. Sin perjuicio de ello, podrá autorizarse su salida, con las medidas 
de seguridad que se requieran, cuando su cónyuge o alguno de sus padres o hijos se encontrare en inminente 
riesgo de muerte o hubiere fallecido; 
 
  c) No se favorecerá al condenado por las leyes que concedan amnistía ni indultos generales, 
salvo que se le hagan expresamente aplicables. Asimismo, sólo procederá a su respecto el indulto particular 
cuando se fundare en que lo afecta un estado de salud irrecuperable que importe inminente riesgo de muerte, 
debidamente acreditado, y en todo caso dicho beneficio deberá ser concedido de conformidad a las normas 
legales que lo regulen.”. 
 
  4. Sustitúyese en la escala número 1 contenida en el artículo 59 la expresión "Muerte" por 
"Presidio perpetuo calificado". 
 
  5. Elimínase en el inciso segundo del artículo 66 la frase "Si en este último caso el grado 
máximo de los designados estuviere constituido por la pena de muerte, el tribunal no estará obligado a 
imponerla necesariamente." 
 
  6. Elimínase en el inciso cuarto del artículo 68 la frase ", a menos que dicha pena fuere la de 
muerte, en cuyo caso el tribunal no estará obligado a imponerla necesariamente". 
 
  7. Elimínase en el inciso segundo del artículo 75, la frase "Si dicha pena fuere la de muerte, 
podrá imponerse, en vez de ella, la de presidio perpetuo." 
 
  8. Modifícase el inciso segundo del artículo 77 en el siguiente sentido: 
 
  a) Suprímese la frase “o la pena superior fuere la de muerte”. 
 
  b) Agrégase la siguiente frase final: “Sin embargo, cuando se tratare de la escala número 1 
prevista en el artículo 59 se impondrá el presidio perpetuo calificado.” 
 
  9. Derógase los artículos 82 a 85. 
 
  10. Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 91 la frase “Cuando en el caso de este 
artículo el nuevo crimen debiere penarse con presidio o reclusión perpetuos y el delincuente se hallare 
cumpliendo alguna de estas penas, podrá imponerse al procesado la pena de muerte, o bien gravarse la pena 
perpetua con las de encierro en celda solitaria hasta por un año e incomunicación con personas extrañas al 
establecimiento penal hasta por seis años, que podrán aplicarse separada o conjuntamente”, por la siguiente: 
“Cuando en el caso de este artículo el nuevo crimen debiere penarse con presidio o reclusión perpetuos y el 
delincuente se hallare cumpliendo alguna de estas penas, podrá imponérsele la de presidio perpetuo 
calificado”. 
 
  11. Elimínase en el artículo 94 la frase "muerte o de". 
 
  12. Elimínase en el artículo 97 la frase "muerte y la de". 
 
  13. Sustitúyese en el artículo 106 la frase "la de muerte" por la frase "el presidio perpetuo 
calificado." 
 
  14. Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 372 bis  la expresión "a muerte" por "a 
presidio perpetuo calificado". 
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  15. En el inciso quinto del artículo 141, artículo 390 y numeral primero del artículo 433, 
sustitúyese la expresión "a muerte" por "a presidio perpetuo calificado". 
 
  Artículo 2º.- Sustitúyese las expresiones "a muerte" por "a presidio perpetuo calificado", 
contenidas en la frase final del inciso segundo del artículo 5a) y en el inciso cuarto del artículo 5 b) de la ley 
12.927, sobre Seguridad del Estado. 
 
  Artículo 3º.- Introdúcese las siguientes modificaciones al Código de Justicia Militar: 
 
  1. Sustitúyese en el artículo 351 la frase "la de muerte" por  "el presidio perpetuo calificado". 
 
  2. Sustitúyese en el numeral 1º del artículo 416 la frase "a muerte" por "a presidio perpetuo 
calificado". 
 
  Artículo 4º.- Introdúcese las siguientes modificaciones al Código Orgánico de Tribunales: 
 
  1. Suprímese el artículo 20, cuyo texto fue fijado por el artículo 11 de la ley Nº 19.665. 
 
  2. La derogación del artículo 73, dispuesta por el artículo 11 de la ley Nº 19.665, regirá desde 
la publicación de la presente ley en el Diario Oficial. 
 
  3. Sustitúyese el número 7º del artículo 96 por el siguiente, pasando el actual número 7º a ser 
número 8º:  
 
  "7º Conocer y resolver la concesión o revocación de la libertad condicional, en los casos en 
que se hubiere impuesto el presidio perpetuo calificado. 
 
  La resolución, en este caso, deberá ser acordada por la mayoría de los miembros en 
ejercicio".". 
 
  4. En el artículo 103, suprímese la expresión “73 inciso segundo” y la coma (,) que la sigue. 
 
  Artículo 5º.- Introdúcese las siguientes modificaciones al Código de Procedimiento Penal: 
 
  1. Suprímese en el artículo 296 la frase "o si, versando el proceso sobre delito que merezca 
pena de muerte, el juez lo estimare conveniente para asegurar la persona del procesado.", reemplazándose la 
coma (,) que le antecede por un punto (.). 
 
  2. Suprímese el inciso segundo del artículo 502. 
 
  3. Suprímese el inciso cuarto del artículo 526.  
 
  4. Derógase el artículo 531. 
 
  5. Suprímese el inciso tercero del artículo 532. 
 
  Artículo 6º.- Introdúcese las siguientes modificaciones al decreto ley Nº 321, de 12 de marzo 
de 1925: 
 
  1. Agrégase el siguiente inciso primero al artículo 3º, cambiándose correlativamente la 
ubicación de los demás incisos:  
 
  "A los condenados a presidio perpetuo calificado sólo se les podrá conceder la libertad 
condicional una vez cumplidos treinta años de privación de libertad efectiva. Cuando fuere rechazada la 
solicitud, no podrá deducirse nuevamente sino después de transcurridos dos años desde su última 
presentación.". 
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  2. Agrégase los siguientes incisos segundo y tercero al artículo 5º:  
 
  "En todo caso, tratándose de condenados a presidio perpetuo calificado, la libertad 
condicional deberá ser concedida o revocada por el pleno de la Corte Suprema, previo cumplimiento de los 
trámites previstos en el artículo precedente. 
 
  La resolución que conceda, rechace o revoque la libertad condicional en el caso establecido 
en el inciso precedente se comunicará al Ministerio de Justicia, a fin de dar cumplimiento a las disposiciones 
establecidas en los artículos 6º y 7º del presente decreto ley y en el reglamento respectivo.". 
 

- - - 
 

_____________ 

 

  A continuación, el señor Presidente señala que diversos señores Senadores le han solicitado 

estudiar la posibilidad de postergar la discusión del proyecto que correspondería tratar a continuación, esto es, 

el proyecto de ley, de la H. Cámara de Diputados, que establece un seguro de desempleo, con informe de las 

Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, por lo que, atendida la proximidad del 

término del Orden del Día y con el propósito de no interrumpir su estudio, recaba el acuerdo de la Sala para 

tratar la mencionada iniciativa en el primer lugar de la tabla correspondiente a la sesión del próximo día 

miércoles 8 de noviembre. 

 

  Consultado el parecer del Senado, no habiendo oposición, así se acuerda. 

 

_____________ 

 

 

 

  Finalmente, el señor Presidente, con la finalidad de compatibilizar el trabajo de Sala con las 

sesiones que debe celebrar la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, recaba el acuerdo del Senado para 

suspender Incidentes durante la próxima semana y finalizar el Orden del Día a las 18:30 horas.  Ello, sin 

perjuicio de que, en cada ocasión, se anuncie el envío de los oficios que los HH. Senadores soliciten 

despachar. 

 

  Sobre el particular, hace uso de la palabra el H. Senador señor Horvath. 

 

  Consultado el parecer de la Sala, se acepta la proposición del señor Presidente y se acuerda, 

asimismo, que los homenajes anunciados para los días martes y miércoles de la próxima semana se efectúen 

al finalizar el Orden del Día, esto es, a las 18:30 horas. 

 

_____________ 

Se levanta la sesión. 
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CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 
Secretario del Senado 
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D O C U M E N T O S 

 

 

1 

 

 

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE 

ACTUALIZA MULTA EN LA LEY Nº 11.564 (2575-07) 

 

 

 

 Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra 

pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente 

 

 

 PROYECTO DE LEY: 

 
  
  

 "Artículo único.- Sustitúyese en el artículo 3° de la ley N° 11.564, sobre 
mataderos clandestinos, la expresión "multa de cinco a cien escudos" por "multa de once a quince unidades 
tributarias mensuales".". 
 
 Dios guarde a V.E. 
 
 
 
  

(FDO.): VICTOR JEAME BARRUETO, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA 
OPAZO, Secretario de la Cámara de Diputados 
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2 
 
 

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y 
REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY INICIADO EN MOCIÓN DE LOS 
HONORABLES SENADORES SEÑORES FERNÁNDEZ, MORENO, NÚÑEZ, PIZARRO Y 
ZALDÍVAR (DON ADOLFO), DE AMNISTÍA A FAVOR DE PERSONAS QUE HAN INFRINGIDO 
LAS DISPOSICIONES SOBRE RECLUTAMIENTO DE LAS FUERZAS ARMADAS (2576-07) 
 
 
HONORABLE SENADO: 
 
 Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros, 
en primer trámite constitucional, acerca del proyecto de ley de la referencia, que tuvo su origen en moción de 
los HH. Senadores señores Sergio Fernández, Rafael Moreno, Ricardo Núñez, Jorge Pizarro y Adolfo 
Zaldívar. 
 
 Hacemos presente que el proyecto de ley que proponemos debe ser aprobado con quórum calificado, 
por mandato del artículo 60, Nº 16), de la Carta Fundamental, y que sugerimos discutirlo en general y 
particular a la vez. 
 

- - - 
 
 

ANTECEDENTES 
 

I.- Antecedentes legales. 
 

 a) Artículos 70 a 75 y 79 del decreto ley Nº2.306, de 1978, sobre 
reclutamiento y movilización de las Fuerzas Armadas. 
 
 Los artículos 70, 71, 72 y 73, respectivamente, sancionan, con penas que van 
desde el presidio menor en su grado mínimo a multas de uno a diez sueldos vitales, a quienes no se 
inscribieren en el cantón de reclutamiento dentro de plazo; a los que no se reinscribieren, no hicieren la 
declaración militar del artículo 46 o faltaren a la verdad al hacerlo; a quienes no cumplan con las 
presentaciones a que obliga este decreto ley o que no concurran a las citaciones que se les hagan para los 
efectos de su clasificación y examen médico o no lo hicieren oportunamente, y a quienes, siendo convocados, 
no se presentaren a reconocer cuartel. 
 
 A su turno, los artículos 74, 75 y 79 sancionan, con penas que van desde 
presidio militar menor a multas de hasta dos sueldos vitales, a los reservistas que no asistieren a los períodos 
de instrucción o a los llamados para ejercicios de movilización; a quienes no concurrieren al llamado cuando 
fueren movilizados, no informaren su cambio de domicilio dentro de los treinta días siguientes, no 
pertenezcan a un centro de reservistas, no le informen su cambio de domicilio o no concurran al centro de 
reservistas cuando sean citados. 
 
 b) Ley Nº 19.292 (publicada el 11 de febrero de 1994). 
 
 Este cuerpo legal fue el último que concedió amnistía a los infractores de los artículos 70 a 75 y 79 
del decreto ley Nº 2.306, de 1978, quienes, con anterioridad, habían sido beneficiados por la ley Nº 18.742, 
publicada el 11 de octubre de 1988. 
 
 

II.- Antecedentes de hecho. 
 

 a) Fundamentos de la moción. 
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 Los autores explican en la moción que esta iniciativa responde a la inquietud de 
los señores Diputados que mencionan, de aprobar una ley de amnistía en favor de quienes han infringido las 
disposiciones de la ley sobre reclutamiento de las Fuerzas Armadas. 
 
 Recuerdan que en diversas ocasiones se han promovido esta clase de medidas de 
excepción, y, en esta materia, la última normativa se aprobó en 1994. Desde esa fecha, se estima que 
alrededor de ocho mil jóvenes anualmente incurren en las infracciones de que se trata, las que quedan 
registradas en los prontuarios y afectan sus antecedentes impidiéndoles la obtención de trabajo e, incluso, de 
un título profesional. 
 
 Señalan que la medida que se sugiere resulta más que procedente a la luz del 
análisis profundo a que ha sido sometido el sistema de servicio militar en el último tiempo, y todo indica que 
será sometido a una revisión al cumplirse un centenario de su establecimiento. Estiman que, por lo tanto, 
resulta coherente que el Estado condone las infracciones producidas en relación con una normativa que se 
sustituirá y, adicionalmente, recoja el espíritu del Jubileo convocado por la Iglesia Católica, el cual es 
compartido por creyentes y no creyentes. 
 
 Advierten que han preferido no extender el alcance de la amnistía hasta la fecha 
en que se convierta en ley, porque sería demasiado amplia y podría constituir una mala señal hacia los 
jóvenes que deben dar cumplimiento a las normas sobre conscripción y reclutamiento. De allí que consideran 
prudente establecer como fecha límite de las infracciones que se amnistían la del 31 de julio de 2.000. 
 
 b) Opinión del señor Ministro de Defensa Nacional. 
 
 Frente a la consulta de la Comisión sobre este proyecto de ley, el señor Ministro 
de Defensa Nacional, por oficio GMDN (O) Nº 6855/3988, de 23 de octubre de 2000, manifestó que “el 
Ministerio de Defensa Nacional opina que, en lo general, el proyecto de ley en cuestión se encuentra 
formalmente bien concebido, da cuenta del propósito perseguido por el legislador y se ajusta a las normas 
constitucionales que rigen la materia”. 
 
 Sin perjuicio de ello, sugirió corregir algunos aspectos de forma en el articulado. 
 

- - - 
 

 
DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR 

 
 El proyecto consta de un artículo único, que concede amnistía a favor de las 
personas que al 31 de julio de 2.000 hayan cometido infracción a los artículos 70 a 75 y 79 del Decreto Ley 
Nº2.306, de 1978, beneficio que deberá hacerse valer en el Cantón de Reclutamiento correspondiente al 
domicilio del infractor. 
 
 Agrega que los infractores del referido Decreto con Fuerza de Ley que se 
encuentren acuartelados cumpliendo sentencias condenatorias y que hubieren cumplido sentencias 
condenatorias y que hubieren cumplido el tiempo de convocatoria sin el recargo legal deberán ser licenciados 
una vez concedida la amnistía. Los que no hubieren completado su tiempo de convocatoria podrán continuar 
en servicio hasta completar dicho tiempo o ser licenciados de acuerdo a las necesidades de personal de las 
Fuerzas Armadas. 
 
 La Comisión coincidió con las reflexiones que se hacen los autores de la moción 
y que justifican la aprobación de esta ley de amnistía. 
 
 Desde el punto de vista de formulación de la iniciativa legal, tuvo presente que 
el contenido del proyecto es similar a las últimas leyes que se aprobaron sobre la materia, con la salvedad de 
que no considera el inciso final que aquéllas contemplaban, referido a la posibilidad de que los amnistiados 
cuya clase permanezca en la base de conscripción fueran convocados al Servicio Militar. 
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 La Comisión estimó razonable esa supresión, si se toma en cuenta que la 
permanencia en la base de conscripción, por diversas razones, puede extenderse hasta el término del año en 
que la persona cumpla treinta años de edad, conforme prevé el artículo 28 del mismo decreto ley. 
 
 Por otro lado, acogió las sugerencias de redacción que hizo el señor Ministro de 
Defensa Nacional, e hizo cambios menores. 
 
 - Sometido a votación, fue aprobado en general y en particular, en la forma 
señalada, por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Aburto, Fernández, Hamilton y Silva. 
 

- - - 
 
 
 En concordancia con el acuerdo anteriormente expresado, vuestra Comisión de 
Constitución, Legislación Justicia y Reglamento os recomienda que aprobéis el siguiente 
 
 

PROYECTO DE LEY: 
 
 “Artículo único.- Concédese amnistía en favor de las personas que al 31 de 
julio de 2.000 hayan cometido infracción a los artículos 70 a 75 y 79 del decreto ley Nº2.306, de 
1978, beneficio que deberá hacerse valer en el Cantón de Reclutamiento correspondiente al 
domicilio del infractor. 

 
 Los infractores del referido decreto ley que se encuentren acuartelados 
cumpliendo sentencias condenatorias y que hubieren cumplido el tiempo de convocatoria sin el recargo legal, 
deberán ser licenciados una vez concedida la amnistía. Los que no hubieren completado su tiempo de 
convocatoria, podrán continuar en servicio hasta completar dicho tiempo o ser licenciados, de acuerdo a las 
necesidades de personal de las Fuerzas Armadas.”. 
 

- - - 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 Acordado en la sesión de fecha 8 de noviembre de 2.000, con asistencia de los 
HH. Senadores señores Marcos Aburto Ochoa (Presidente Accidental), Sergio Fernández Fernández, Juan 
Hamilton Depassier  y Enrique Silva Cimma. 
. 
 Sala de la Comisión, a 14 de noviembre de 2.000. 
 
 
 
 
 (FDO.):JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA 
                     Secretario 
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, 
RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE 
MODIFICA LA LEY Nº 18.290, DE TRÁNSITO, EN LO RELATIVO A LA OBTENCIÓN DE 
LICENCIAS DE CONDUCIR ( 2504-15) 
 
 
 
 
 
 
HONORABLE SENADO: 
 
 Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de 
informaros respecto de las indicaciones presentadas al proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, 
enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada 
de “simple”, el día 7 de Noviembre de 2000. 
 

- - - - - -  
 
 Se deja constancia que la norma contenida  en el artículo 4º, número 4 
(pasó a ser Nº 5), del proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, por la que se modifica el artículo 
19 de la ley Nº 18.290, de Tránsito, específicamente sus incisos segundo y tercero, es de quórum de ley 
orgánica constitucional, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 74, incisos segundo, tercero y cuarto, 
de la Constitución Política de la República, por cuanto incide en la organización y atribuciones de los 
tribunales y de acuerdo con  el artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso 
Nacional. 
 
 

- - - - - -  
 
 Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la 
colaboración y participación del señor Jefe del Departamento Jurídico de la Subsecretaría de Transportes, don 
Lautaro Pérez Contreras y del señor Asesor Legislativo de dicha Subsecretaría, don Patricio Bell Avello. 
 

- - - - - - -  
 
 
    Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del 
Senado, se deja constancia de lo siguiente: 
 
1) Artículos que no fueron 
      objeto de indicaciones: Artículos 1º, 2º y  3º permanentes y 1º      
 transitorio 
  
2) Artículos   modificados 
     como consecuencia de  
     indicaciones aprobadas: Artículos 4º Nº 3 permanente y 2º      
 transitorio. 
 
3) Artículos que sólo han  
     sido objeto de indica- 
     ciones rechazadas:   No hay. 
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4) Indicaciones aprobadas: No hay. 
 
5) Indicaciones aprobadas 
     con modificaciones:  Indicaciones Nºs. 2, 12, 13 y 14 
 
6) Indicaciones rechazadas: Indicaciones Nºs. 1, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10,     
 11, y 15. 
 
7) Indicaciones retiradas:  No hay. 
 
8) Indicaciones 
    declaradas inadmisibles: No hay. 
 

- - - - - - - - -  
 
 
    Con el objeto de facilitar la discusión en la Sala, a continuación, pasamos a 
efectuar en el orden del articulado del proyecto, una relación de las 15 indicaciones presentadas al texto 
aprobado en general por el H. Senado, así como de los acuerdos adoptados a su respecto. 
 
 

ARTICULO 4° 

 
    Introduce las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.290: 
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N° 1 

Artículo 12 
 
 Este numeral reemplaza la Clase A, Licencia Profesional, que habilita para 
conducir vehículos de transporte de pasajeros, vehículos de carga, ambulancias y carrobombas, pudiendo ser 
de las clases que indica. 
 
 La indicación número 1, de los HH. Senadores señores Frei (don Eduardo) 
y Lagos, tiene por objeto agregar en el artículo 12, Clase A, Licencia Profesional, el siguiente inciso final: 
 
 “Dentro de estas clases podrán existir especialidades, en razón del tipo o 
clase del vehículo a conducir, tipo de carga a transportar, condiciones climáticas y geográficas del terreno, 
etc. Estas especialidades serán determinadas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones mediante 
Decreto Supremo fundado. La especialidad se acreditará con el certificado, otorgado por una Escuela para 
Conductores Profesionales debidamente reconocida por el Estado, que acredite la aprobación del curso 
respectivo. La mención correspondiente a la especialidad se incluirá en la licencia del conductor que la haya 
obtenido.”. 
 
 Sometida a debate esta indicación se señaló que ella tiene por finalidad 
reponer el inciso tercero del artículo 12 que regula las Licencias Profesionales Clase A, que fuera omitido en 
la indicación presentada por el H. Senador señor Cordero durante la discusión general de este proyecto de ley.  
 
 El representante del Ejecutivo explicó que esta norma tiene por objetivo 
establecer especialidades que requieren habilidades determinadas, como el transporte de explosivos, cargas 
peligrosas, cargas vivas, etc., que no implica un nuevo curso en una Escuela de Conductores Profesionales 
sino que tan sólo dentro de la parte práctica del curso que eventualmente se haga, se impartirá instrucción 
sobre estos temas a quien quiera efectuar este tipo de transporte. Por lo tanto, propone aprobar la indicación. 
 
 El H. Senador señor Fernández manifestó que aún cuando la norma 
actualmente existe y no está operando, el Ministerio puede en algún momento determinar que es necesario 
establecer un número importante de especialidades, lo que significaría un gravamen mayor para los  
conductores, los que tendrían que hacer el curso general y, además, les sería necesario cursar esa 
especialidad.  Reiteró que esta norma además de ser inadmisible porque entrega nuevas atribuciones al 
Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones requiriendo, por lo tanto, el patrocinio del Ejecutivo, sólo 
agrega una exigencia mayor. 
 
 Agregó que la norma faculta al Ministerio de Transportes para exigir 
especialidades, pero los conductores tomarán cursos sin especialidades y cuando el Ministerio determine que 
es necesaria la especialidad ese conductor deberá hacer un nuevo curso y tendrá que pagarlo. Señaló que si 
los conductores no pueden pagar un curso tampoco podrán pagar una especialidad , por ello propone rechazar 
la indicación. 
 
 El H. Senador señor Pizarro, a su vez, destacó la importancia de que existan 
especialidades para los conductores de los niveles profesionales en el transporte de carga, ya que la 
especialidad puede marcar la diferencia en el mercado laboral entre un conductor y otro, cuando se aspira a 
una fuente de trabajo. Indicó que no se trata de una exigencia más sino que de establecer la especialidad y 
será el Ministerio de Transportes quien mediante resolución fundada la determinará. Reiteró que las 
especialidades son exigencias del mercado y para cada chofer tener una especialidad formará parte de su 
capital y de la posibilidad de llegar a acceder a un mundo laboral mejor, razones por las cuales propone 
aprobar esta indicación. 
 
 Por su parte, el H. Senador señor Lagos expresó que la aprehensión existente 
respecto de las especialidades dice  relación con la realización de otro curso y un nuevo pago a las Escuelas 
de Conductores Profesionales, lo que es necesario aclarar, razón por la cual rechaza esta indicación. 
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 El H. Senador señor Muñoz Barra destacó la falta de precisión de la 
indicación que  no establece si las especialidades formarán parte de los cursos que imparten las Escuelas de 
Conductores lo que significará agregar un sobreprecio. Indicó que en su opinión es contradictorio sostener 
que la modernidad determinará especialidades en circunstancias que esta indicación prescribe que las 
especialidades serán determinadas por el Ministerio de Transportes, es decir, no son determinadas las 
especialidades por la presión del mercado. Además, señaló, que es importante considerar que el 
conglomerado de los conductores es muy modesto y que cada día se le hacen mayores exigencias no 
pudiendo renovar sus licencias, por estas razones rechaza la indicación. 
 
 Finalmente, el H. Senador señor Cordero hizo presente la importancia de las 
especialidades en el sentido de que pasarán a ser un capital de trabajo para los conductores y, además, 
contribuirán a la seguridad del transporte de carga. Manifestó que la parte económica tiene gran importancia 
pero es accesoria frente a la seguridad, que es el punto central, y la seguridad la da la especialidad, por ello 
propone aprobar la indicación. 
 
 Por las razones anteriormente señaladas esta indicación, fue rechazada 
por tres votos en contra y dos votos a favor. Votaron por  su rechazo los HH. Senadores señores 
Fernández, Lagos y Muñoz Barra y votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cordero y 
Pizarro. 
 
 

N° 3 

Artículo 13 

 
    El artículo 13 de la ley de tránsito vigente establece los requisitos generales y 
especiales para obtener licencia de conductor. 
 
    Vuestra Comisión aprobó en su primer informe, agregar como número 4, 
nuevo, en el inciso primero que establece los requisitos generales, el siguiente: 
 
 “4. Acreditar, mediante declaración jurada, que no es consumidor de 
drogas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas prohibidas que alteren o modifiquen la plenitud de las 
capacidades físicas o síquicas, conforme a las disposiciones contenidas en la ley Nº 19.366 y su 
Reglamento.  El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones determinará la forma, condiciones y 
fechas en que se efectuarán los controles de consumo de drogas, estupefacientes y sustancias 
sicotrópicas a los conductores, debiendo en todo caso fijar un procedimiento que resguarde la dignidad 
e intimidad de las personas que sean sometidas a estos exámenes.”. 
 
 La indicación número 2, del H. Senador señor Novoa,  propone suprimir 
este número. 
 
 En discusión esta indicación se señaló que debe fijarse un procedimiento 
similar al empleado en fiscalizar la ley de alcoholes resguardando la dignidad e intimidad de las personas que 
sean sometidas a estos exámenes, debiendo efectuarse el control en forma aleatoria. 
 
 En mérito de las razones anteriormente señaladas vuestra Comisión consideró 
innecesaria la segunda oración de este numeral mediante la cual se entregaba al Ministerio de Transportes la 
facultad de determinar la forma, condiciones y fechas en que se efectuarán los controles de consumo de 
drogas a los conductores, en circunstancias que los artículos 189 y 190 de la ley de tránsito vigente señalan el 
procedimiento a seguir. 
 
  En efecto el artículo 189 señala que Carabineros podrá someter a cualquier 
conductor a una prueba respiratoria o de otra naturaleza destinada a detectar la presencia del alcohol en el 
organismo o acreditar el hecho de conducir bajo la influencia de estupefacientes o sustancias sicotrópicas. 
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 Carabineros, asimismo, podrá practicar estos exámenes a toda persona que se 
apreste a conducir un vehículo en lugar público y que presente signos externos de no estar en plenitud de 
facultades para ello. Si la prueba resulta positiva e indica que la persona se encuentra bajo la influencia del 
alcohol o de estupefacientes o sustancias sicotrópicas, Carabineros podrá prohibirle la conducción por el 
tiempo que estime necesario para su recuperación, el cual no podrá exceder de 3 horas a partir de la hora del 
examen. Durante este período, el afectado deberá permanecer bajo la vigilancia policial, para cuyo efecto 
podrá ser conducido a la Comisaría o Retén respectivo, a menos que se allane a inmovilizar el vehículo por el 
tiempo fijado o señale a otra persona que, bajo su responsabilidad, se haga cargo de la conducción durante 
dicho plazo. Si el conductor condujere el vehículo durante el tiempo de la prohibición se considerará que 
incurre en infracción a la Ley de Alcoholes o al número 1 del artículo 197, según sea el caso y el resultado 
del examen. 
 
 A su vez, el artículo 190 establece que el conductor y el peatón que hayan 
tenido participación en un accidente de tránsito del que resulte lesiones o muerte serán sometidos a examen 
destinado a establecer la presencia de alcohol o de estupefacientes o sustancias sicotrópicas en su cuerpo. En 
estos casos, los funcionarios de Carabineros deberán  practicar al conductor y peatón los exámenes 
respectivos y, de carecer en el lugar de los elementos técnicos necesarios para ello, los llevarán de inmediato 
al más próximo servicio de asistencia pública, hospital o posta de primeros auxilios de los servicios de salud, 
para tales fines. 
 
 El resultado de los exámenes o comprobaciones hechas por medios idóneos, 
tendrá el mérito probatorio de informe pericial y el funcionario que lo practique estará exento de la obligación 
de prestar juramento y no requerirá de nombramiento especial. El informe contendrá la individualización del 
funcionario que lo haya efectuado, la fecha, hora y lugar de su realización, el medio utilizado para obtener 
dicho resultado, el visto bueno del jefe del respectivo servicio y la firma de ambos funcionarios. 
 
 La negativa injustificada a someterse a los exámenes establecidos en el 
artículo 189 e inciso primero de este artículo, o la circunstancia de huir del lugar donde hubiese ocurrido el 
accidente, será considerada como presunción legal del estado de ebriedad o de intoxicación por 
estupefacientes o sustancias sicotrópicas, según el caso. 
 
    En resumen, vuestra Comisión aprobó entre los requisitos generales que 
deberá reunir el postulante a cualquiera licencia de conducir, además de los actualmente exigidos, el acreditar 
mediante declaración jurada, que no es consumidor de drogas , estupefacientes o sustancias sicotrópicas 
prohibidas que alteren o modifiquen la plenitud de las capacidades físicas o síquicas, conforme a las 
disposiciones contenidas en la ley Nº 19.366 y su Reglamento. La fiscalización del cumplimiento de esta 
disposición se hará de acuerdo con los artículos 189 y 190 de la  ley Nº 18.290,  de Tránsito. 
 
     Es decir, la fiscalización se hace por Carabineros igual como se hace para 
detectar la presencia del alcohol en el organismo y el resultado del examen o comprobación hechas por medio 
idóneo, tendrá el mérito probatorio de informe pericial y la negativa injustificada a someterse a los exámenes 
será considerada como presunción legal del estado de ebriedad o de intoxicación por estupefacientes o 
sustancias sicotrópicas, según el caso. 
 
    Cabe recordar que el artículo 41 de la ley Nº 19.366 sanciona como falta el 
consumo de drogas o substancias estupefacientes o sicotròpicas, con las penas que se indican en dicha ley y 
con la pena accesoria de suspensión de la licencia para conducir vehículos motorizados por el plazo máximo 
de 6 meses. 
 
 Finalmente se destacó la necesidad de indicar que se trata de sustancias 
sicotrópicas o drogas “prohibidas”  y precisar que son las señaladas en la ley de drogas y en su reglamento, ya 
que dicho reglamento establece la lista de sustancias que son consideradas drogas para los efectos de la ley. 
 
 - En votación esta indicación fue aprobada, con la modificación 
señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores 
Fernández, Lagos, Muñoz  Barra y Pizarro. 
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 En seguida, vuestra Comisión analizó la indicación número 9, del H. 
Senador señor Novoa, que tiene por objeto reemplazar el número 4 del inciso segundo, del artículo 13, por el 
siguiente: 
 
 “4.- Aprobar los exámenes teóricos y prácticos realizados por los 
Departamentos de Tránsito de las Municipalidades autorizadas para otorgar licencias profesionales de 
conducir. Un reglamento determinará la forma y condiciones en que deberán practicarse los exámenes, 
asegurando una rigurosidad suficiente de manera de garantizar que el examinado se encuentra en condiciones 
de enfrentar correctamente situaciones medianamente extremas propias de la conducción de vehículos de la 
clase que corresponda, y”. 
 
 Del análisis que se realizó de esta indicación se concluyó que tiene por 
objetivo eliminar las Escuelas de Conductores Profesionales y darle  la responsabilidad de aprobar los 
exámenes teóricos y prácticos a los Departamentos de Tránsito de las Municipalidades. 
 
 Durante la discusión de esta indicación se examinaron los requisitos 
especiales para obtener licencia de conducir profesional determinándose eliminar el requisito de ser egresado 
de enseñanza básica, por innecesario, en consideración a que se debe acreditar haber estado en posesión de la 
licencia clase B durante dos años y para obtener dicha licencia es menester ser egresado de enseñanza básica.  
 
 Sometida a votación la indicación Nº 9, se rechazó por dos votos en 
contra y uno a favor. Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Lagos y Muñoz Barra y voto 
por su aprobación el H. Senador señor Fernández. 
 
 En votación la proposición de supresión del Nº 3 del inciso segundo del 
artículo 13, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores 
señores Fernández, Lagos y Muñoz Barra. 
 
 En seguida vuestra Comisión se abocó al estudio de las indicaciones 
números 3, de los HH. Senadores señor Bombal, 4.- señor Larraín, y 5.- señor Stange, que tiene por objeto 
agregar en el inciso segundo, relativo a las licencias profesionales, a continuación del N°5, el siguiente inciso: 
 
 “No obstante lo dispuesto en el N°4, en aquellas comunas donde no existan 
escuelas de capacitación de conductores, bastará haber aprobado un examen práctico rendido ante la 
Dirección del Tránsito Municipal.”.”. 
 
 El H. Senador señor Muñoz Barra señaló que de aprobarse esta norma todos 
aquellos conductores que no deseen o no puedan realizar el curso de capacitación en las escuelas de 
conductores profesionales irán a solicitar licencia de conducir en aquellas Municipalidades en donde no 
existan estas escuelas, ya que el domicilio se puede acreditar verbalmente no exigiéndose documento que lo 
acredite. 
 
 Añadió ser partidario de que se hagan los cursos pero no con el carácter de 
retroactivos para los antiguos conductores sino para los futuros choferes, profesionalizando la actividad de 
este sector. Para ello el Estado, al igual como lo hace en educación donde otorga becas a los que no tienen 
recursos, a través del SENCE, por la vía de la devolución de impuestos, ha potenciado un sistema dando un 
subsidio a los trabajadores del volante que no tienen dinero. En lo que dice relación con esta indicación es 
partidario de rechazarla ya que no se puede tener un sistema dual. 
 
  Agregó que la aprobación de estas indicaciones significaría la creación de 
dos sistemas para los postulantes a una licencia profesional: uno, obtener la licencia dando examen ante la 
Municipalidad, sin aprobar un curso de capacitación en una Escuela de Conductores Profesionales, y dos, 
obtenerla después de realizar un curso teórico y práctico en dichas escuelas. Esto implicaría dejar sin 
capacitación a todos los futuros conductores profesionales y derogar la ley que creó las escuelas de 
conductores profesionales. Las escuelas de conductores profesionales tienen por objetivo profesionalizar y 
perfeccionar a las personas que conducen, en aras de la seguridad. 
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 El H. Senador señor Fernández, a su vez, manifestó que hay personas que no 
están en situación de pagar los cursos en las escuelas de conductores profesionales y, además, de trasladarse a 
otra ciudad a realizarlos, lo cual implica un mayor desembolso económico. Aunque el financiamiento del 
curso se haga a través del Sence, que es poco operativo, indicó que hay que considerar los gastos de traslado 
de la persona a una ciudad distinta. 
 
 Además,  agregó, que el requisito de aprobar un curso en una escuela de 
conductores no transforma a una persona en buen conductor Hay personas que aprenden por sus propios 
medios, ya sea porque su padre le enseñó, especialmente en lugares alejados. A vía de ejemplo,  señaló que 
no es obligatoria sino voluntaria la asistencia a una escuela para tener la licencia B , pero que  existen muchas 
personas que  van a esas escuelas a aprender a manejar y el sistema ha operado perfectamente. 
 
 Estas personas no tienen porque pasar por la Escuela y  podrían dar un 
examen directamente en la Municipalidad la que debería ser rigurosa en los mismos.  Si se piensa que las 
Municipalidades no van a ser rigurosas al tomar los exámenes, del mismo modo, cómo saber si van a ser 
rigurosas las escuelas de conductores, ya que se ha denunciado que en algunas  vasta documentar el pago para 
que otorguen el certificado. 
 
 Reiteró que si una persona puede salvar un examen riguroso ante una 
Municipalidad,  el requisito de pasar por una escuela no garantiza ser la única forma de poder manejar bien 
un vehículo y el creer que eso es así , es un error grave.  
 
 Finalmente, argumentó que es conveniente establecer la posibilidad de asistir 
a una escuela pero, también, para aquellos que no puedan hacer el curso y que sepan manejar y estén en 
condiciones de salvar esa valla, darles la posibilidad de rendir examen ante la Municipalidad. 
 
 El H. Senador señor Lagos manifestó ser partidario de la mantención de la 
exigencia de efectuar cursos teóricos y prácticos  en las Escuelas de Conductores Profesionales por motivos 
de seguridad y con el objeto de profesionalizar la actividad del sector. 
  
 El representante del Ejecutivo señaló que el gobierno va a perseverar en la 
mantención de las Escuelas de Conductores, por lo tanto, propuso rechazar estas indicaciones y se 
comprometió a instar para que estas escuelas entren a funcionar en todo Chile ya sea permanentemente 
instaladas o con cursos a distancia y con las modalidades que sea necesario establecer.  
 
 Sometidas a votación estas indicaciones fueron rechazadas por dos votos 
en contra y uno a favor. Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores  Lagos y Muñoz Barra y 
por su aprobación el H. Senador señor Fernández. 
 
 
 A continuación vuestra Comisión procedió a analizar la indicación número 
6, de los HH. Senadores señores Cordero, Fernández, Lagos y Pizarro, que tiene por objeto consultar, a 
continuación del N° 3, el siguiente número nuevo: 
 
 “...- Agrégase, como inciso final del artículo 13, de la ley N°18.290 
modificada por la ley N° 19.495, el siguiente inciso: 
 
 “El requisito especial de ser egresado de enseñanza básica, exigido para 
obtener las licencias profesionales, Clase A; y no profesionales, Clase B y C, se entenderá cumplido por el 
examen de equivalencia de estudios para fines laborales establecido en el Título VI del Decreto N°62, de 
1983, del Ministerio de Educación Pública.”.”. 
 
 - Puesta en votación esta indicación fue rechazada por la unanimidad de 
los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Fernández, Lagos y Muñoz Barra, por 
haberse aprobado un proyecto de ley iniciado en Moción del H. Senador señor Horvath sobre la misma 
materia. 
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 En seguida se pasó a estudiar la indicación número 10, del H. Senador señor 
Novoa,  para reemplazar la letra b) del número 2 de la letra A del artículo 14,  que establece la forma de 
acreditar  los requisitos para obtener las licencias . 
 
 La letra b) de dicho artículo que se encuentra vigente, señala que los 
conocimientos teóricos y prácticos se acreditarán por medio de certificado expedido por una Escuela de 
Conductores Profesionales reconocida oficialmente, sin perjuicio del deber por parte del Director de Tránsito 
de la Municipalidad respectiva de adoptar las medidas que estime necesarias, a fin de comprobar la 
efectividad de dichos conocimientos y las destrezas y habilidades requeridas para conducir el vehículo de que 
se trate. 
 
 La indicación propone sustituir dicha letra, por la siguiente: 
 
 b) Los conocimientos teóricos y prácticos, por medio de certificado expedido 
por el examinador de la Dirección de Tránsito de la Municipalidad respectiva.”. 
 
 En discusión esta indicación se acotó que está estrechamente vinculada con 
las indicaciones que fueron rechazadas anteriormente. 
 
 Sometida a votación fue rechazada por dos votos en contra y uno a 
favor. Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Lagos y Muñoz Barra y por su aprobación el 
H. Senador señor Fernández. 
 
 En seguida vuestra Comisión sometió a su consideración la indicación 
número 11, del H. Senador señor Novoa , para agregar al artículo 14, el siguiente inciso segundo: 
 
 “El Ministerio de Transportes autorizará para otorgar licencias de conducir a 
las municipalidades que cuenten con la infraestructura adecuada y personal idóneos que les permitan cumplir 
con los requerimientos necesarios para asegurar lo dispuesto en el número 4 del inciso segundo del artículo 
13.”. 
 
 Vuestra Comisión rechazó esta indicación, por las mismas razones que 
tuvo en vista para adoptar igual pronunciamiento respecto de las anteriores indicaciones, por dos votos 
en contra y un voto a favor. Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Lagos y Muñoz Barra y 
por su aprobación el H. Senador señor Fernández.  
 
 

N° 4 

Artículo 18 

 
 El artículo 18 de la ley vigente señala que la licencia de conductor será de 
duración indefinida y mantendrá su vigencia mientras su titular reúna los requisitos o exigencias que señale la 
ley. 
 
 El numeral propuesto por vuestra Comisión en su primer informe sustituye el 
inciso segundo de este artículo que establece que cada seis años el titular de una licencia de conducir, deberá 
someterse a un examen para determinar la idoneidad física y psíquica en la forma establecida en los artículos 
13, número 1; 14 y  21. 
 
 La indicación número 7, del H. Senador señor Novoa, tiene por objeto 
suprimirlo. 
 
 La enmienda consiste en incorporar la idoneidad moral dentro de aquellos 
requisitos generales que deben reunir los postulantes a licencia de conductor y que se controlan,  cada seis 
años a los titulares de licencias no profesionales. De ahí que se haga referencia a los artículos 13 Nº 1 
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(Acreditar idoneidad moral, física y psíquica) y 14 (norma que señala como acreditar la idoneidad moral ) y 
21 (disposición que se refiere a las aptitudes físicas o psíquicas del postulante a licencia de conducir). 
 
 Este precepto incorpora la calificación de la idoneidad moral de los 
conductores no profesionales no solamente en el momento del otorgamiento de las licencias, sino que 
también en el de cada control. 
 
 Sometida a votación esta indicación fue rechazada por dos votos en 
contra y un voto a favor. Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Lagos y Muñoz Barra y 
por su aprobación el H. Senador señor Fernández. 
 
 

N° 5 

Artículo 19 

 
 El artículo 19 aprobado por vuestra Comisión en su primer informe establece 
que todo conductor que posea licencia profesional deberá acreditar, cada cuatro años, que cumple los 
requisitos exigidos en los números 1, 2 y 4 del inciso primero del artículo 13. 
 
 Su inciso segundo faculta al juez de policía local, en los asuntos de que 
conozca, para ordenar que se efectúe un nuevo control de licencia, antes del plazo establecido en el inciso 
anterior. 
 
 La indicación número 8, del H. Senador señor Novoa, persigue reemplazar 
el inciso primero del artículo 19 propuesto por el siguiente: 
 
 “Artículo 19.- Todo conductor que posea licencia profesional deberá 
acreditar, cada cuatro años, que cumple los requisitos de idoneidad física y psíquica, exigidos en el número 1 
del artículo 13, y los exigidos en el número 2 del mismo artículo.”. 
 
 La indicación difiere con el texto aprobado por vuestra Comisión en su 
primer informe en cuanto no contempla el requisito establecido como número 4 del inciso primero del 
artículo 13, que exige al conductor acreditar mediante declaración jurada, que no es consumidor de drogas, 
estupefacientes o sustancias sicotrópicas prohibidas que alteren o modifiquen la plenitud de las capacidades 
físicas o síquicas, conforme a las disposiciones contenidas en la ley Nº 19.366 y su reglamento. 
 
 Sometida a votación esta indicación fue rechazada por dos votos en 
contra y uno a favor. Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Lagos y Muñoz Barra y por 
su aprobación el H. Senador señor Fernández. 
 
 

ARTICULO 2° TRANSITORIO 

 
 El artículo 2º transitorio aprobado por vuestra Comisión en su primer 
informe establece que las licencias de conductor Clase A-1 y A-2, otorgadas con anterioridad al 8 de 
Marzo de 1997 y que mantengan su vigencia a la fecha de publicación de esta ley, se denominarán A-11 
y A-22, respectivamente.  Los titulares de las licencias de conductor señaladas, podrán obtener 
directamente la licencia profesional Clase A-3, en el caso de la licencia Clase A-11, y, la licencia 
profesional Clase A-5, en el caso de la licencia Clase A-22; acreditando haber aprobado un curso de 
capacitación en la forma que determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. 
 
 Vuestra Comisión sometió a debate la indicación número 12, de los HH. 
Senadores señor Bombal, 13.- señor Larraín, y 14.- señor Stange, que tienen por objeto reemplazarlo por el 
siguiente: 
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 “Artículo 2°.- Los titulares de licencias de conductor Clase A-1 y A-2, 
otorgadas con anterioridad al 8 de marzo de 1997 y que mantengan su vigencia a la fecha de publicación de 
esta ley, podrán obtener directamente la licencia profesional Clase A-3, en el caso de la licencia Clase A-1 
obtenida antes del 8 de marzo de 1997, y la licencia profesional Clase A-5, en el caso de la licencia Clase A-2 
obtenida antes del 8 de marzo de 1997, acreditando haber aprobado un curso de capacitación en la forma que 
determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. 
 
 En aquellas comunas donde no existan escuelas de capacitación de 
conductores bastará haber aprobado un examen práctico ante la Dirección del Tránsito Municipal”. 
 
 En discusión esta indicación, vuestra Comisión, en conformidad con los 
acuerdos adoptados anteriormente, la aprobó con la sola enmienda de rechazar su inciso segundo. 
 
 Sometida a votación esta indicación fue aprobada, por la unanimidad de 
los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Fernández, Lagos y Muñoz 
Barra. 
 
 Luego, vuestra Comisión, sometió a votación la  indicación número 15, del 
H. Senador señor Novoa,  para suprimir la frase final del artículo 2º transitorio aprobado en el primer informe 
que dice: “acreditando haber aprobado un curso de capacitación en la forma que determine el Ministerio de 
Transportes y Telecomunicaciones” y el punto y coma (;) que la precede. 
 
 Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros 
presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Fernández, Lagos y Muñoz Barra, en mérito de 
los acuerdos ya adoptados. 
 

- - - - - - - - -  
 
 Finalmente, vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, 
HH. Senadores señores Lagos, Fernández y Muñoz Barra, acordó contemplar un artículo 3º transitorio, 
nuevo, con el objeto de adecuar las referencias contenidas en la ley de tránsito y en otros cuerpos legales, 
reglamentos y decretos con los numerales del artículo 13 que, en virtud de la supresión del número 4 del 
inciso segundo del artículo 13, suprimido mediante la letra b) del número 3 del artículo 4º, pasaron a cambiar 
de número.  
 

- - - - - - - -  
 

MODIFICACIONES 

 
    En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de 
Transportes y Telecomunicaciones tiene a honra proponeros las siguientes modificaciones al proyecto que el 
H. Senado aprobara en general: 
 

ARTICULO 4º 

Nº 3 
Artículo 13 

 
- - - Reemplazarlo por el siguiente: 

 
 “3.- En el artículo 13, introdúcense las siguientes enmiendas: 
 
 a) Agrégase, en el inciso primero del artículo 13, el siguiente número 4, 
nuevo: 

 
 “4. Acreditar, mediante declaración jurada, que no es consumidor de 
drogas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas prohibidas que alteren o modifiquen la plenitud de las 
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capacidades físicas o síquicas, conforme a las disposiciones contenidas en la ley Nº 19.366 y su 
Reglamento.  La fiscalización del cumplimiento de esta disposición se hará de acuerdo con los artículos 
189 y 190 de la ley Nº 18.290, de Tránsito.  
 

 b) Suprímase en el inciso segundo del artículo 13, en los requisitos especiales 
de la Licencia Profesional, el número 3 “Ser egresado de enseñanza básica”, pasando los números 4 y 5 a ser 
3 y 4, respectivamente.”. 
 
 

ARTICULO 2º TRANSITORIO 

 
    - - - Sustituirlo por el siguiente: 
 
 “Artículo 2°.- Los titulares de licencias de conductor clase A-1 y A-2, 
otorgadas con anterioridad al 8 de marzo de 1997 y que mantengan su vigencia a la fecha de publicación de 
esta ley, podrán obtener directamente la licencia profesional clase A-3, en el caso de la licencia clase A-1 
obtenida antes del 8 de marzo de 1997, y la licencia profesional clase A-5, en el caso de la licencia clase A-2 
obtenida antes del 8 de marzo de 1997, acreditando haber aprobado un curso de capacitación en la forma que 
determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.” 
 

- - - - - -  
 
 
    Contemplar como artículo 3º transitorio, nuevo, el siguiente: 
 
    “Artículo 3º.- Las referencias contenidas en la Ley de Tránsito y en otros 
cuerpos legales, reglamentos y decretos, al número 4 del inciso segundo del artículo 13, suprimido mediante 
la letra b) del número 3 del artículo 4º de esta ley, se entenderán efectuadas a dicho número.” 
 

- - - - - - -  
 
TEXTO DEL PROYECTO 
 
    En virtud de las modificaciones anteriores el proyecto de ley queda como 
sigue: 
 
 

PROYECTO DE LEY: 
 
 "Artículo 1°.-  En el caso de los titulares de licencias de conducir clases A-1 
o A-2 obtenidas con anterioridad al 8 de marzo de 1997 o en virtud de lo dispuesto en el artículo 3° 
transitorio de la ley N°19.495, se considerará que cumplen con el requisito exigido en el artículo 13, inciso 
segundo, número 5, de la ley N°18.290, por el solo hecho de acreditar haber estado en posesión de una 
licencia clase A-1 para optar a la licencia profesional  clase A-3, o de clase A-2 para optar a la licencia 
profesional clase A-5. 

 

 En el caso de los titulares de licencias de conducir clases A-1 o A-2 que las 
hayan obtenido a contar del 8 de marzo de 1999, se considerará que cumplen con el requisito exigido en el 
artículo 13, inciso segundo, número 5, de la ley N°18.290, por el solo hecho de acreditar haber estado en 
posesión por el término de dos años de una licencia clase A-1 para optar a la licencia profesional  clase A-3 o 
acreditar haber estado en posesión durante igual tiempo de una licencia clase A-2 para optar a la licencia 
profesional clase A-5. 
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 Facúltase a los directores de tránsito y transporte público de las 
municipalidades autorizadas para otorgar licencias de conducir para prorrogar las licencias a que se refiere el 
inciso anterior con el solo objeto de permitir a sus titulares cumplir con el requisito exigido en el artículo 13, 
inciso segundo, número 5, de la ley N°18.290. 

 

 Artículo 2º.-  Facúltase a los directores de tránsito y transporte público de las 
municipalidades autorizadas para otorgar licencias de conducir para prorrogar las licencias A-1 y A-2 
otorgadas entre el 8 de marzo de 1997 y la fecha de publicación de esta ley hasta en la fecha de cumpleaños 
del titular que caiga en el año 2001.  Si dicha fecha cae el 29 de febrero, se prorrogará hasta el primer día 
hábil del mes de marzo. 

 
 Artículo 3º.- Suprímense, en el inciso segundo del artículo 3º transitorio de 
la ley Nº 19.495 la expresión "profesional", la primera vez que aparece mencionada, y la palabra " nueva.". 
 
 Artículo 4º.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº18.290: 

 

 1.- En el  artículo 12, reemplazar la Clase A - Licencia Profesional, por la 
siguiente: 
 

LICENCIA PROFESIONAL 
 
 Habilita para conducir vehículos de transporte de pasajeros, vehículos de 
carga, ambulancias y carrobombas, pudiendo ser de las siguientes Clases: 
 
 - Para el transporte de personas: 
 
 Clase A-1: Para conducir taxis. 
 
 Clase A-2: Para conducir indistintamente taxis, ambulancias o  vehículos 
motorizados de transporte público y privado de personas con capacidad de diez a diecisiete asientos, excluido 
el conductor. 
 
 Clase A-3: Para conducir indistintamente taxis, vehículos de transporte 
remunerado de escolares, ambulancias o vehículos motorizados de transporte público y privado de personas 
sin limitación de capacidad de asientos. 
 
 - Para el transporte de carga: 
 
 Clase A-4: Para conducir vehículos simples destinados al transporte de carga 
cuyo Peso Bruto Vehicular sea superior a 3.500 kilógramos o carrobombas. 
 
 Clase A-5: Para conducir carrobombas o todo tipo de vehículos motorizados, 
simples o articulados, destinados al transporte de carga cuyo Peso Bruto Vehicular sea superior a 3.500 
kilógramos. 
 

 2.-  En el artículo 12, subtítulo LICENCIA ESPECIAL, en la definición 
CLASE F, elimínanse la palabra "especiales", que sigue a la expresión "vehículos motorizados", y la frase 
"no incluidos en las clases anteriores.", pasando a sustituirse la coma (,) que sigue a "Gendarmería de Chile" 
por punto final (.). 
 
 3.- En el artículo 13, introdúcense las siguientes enmiendas: 
 
 a) Agrégase, en el inciso primero del artículo 13, el siguiente número 4, 
nuevo: 
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 “4. Acreditar, mediante declaración jurada, que no es consumidor de 
drogas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas prohibidas que alteren o modifiquen la plenitud de las 
capacidades físicas o síquicas, conforme a las disposiciones contenidas en la ley Nº 19.366 y su 
Reglamento.  La fiscalización del cumplimiento de esta disposición se hará de acuerdo con los artículos 
189 y 190 de la ley Nº 18.290, de Tránsito.  
 

 b) Suprímase en el inciso segundo del artículo 13, en los requisitos especiales 
de la Licencia Profesional, el número 3 “Ser egresado de enseñanza básica”, pasando los números 4 y 5 a ser 
3 y 4, respectivamente. 
 
 4.- En el artículo 18, reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 
 

 "Sin embargo, el titular de una licencia deberá someterse cada seis años a un 
examen para determinar la idoneidad moral, física y psíquica, en la forma establecida en los artículos 13, 
número 1; 14 y 21.". 

 
 5.-  Reemplázase el artículo 19 por el siguiente: 

 

 "Artículo 19.- Todo conductor que posea licencia profesional deberá 
acreditar, cada cuatro años, que cumple los requisitos exigidos en los números 1, 2 y 4 del inciso primero del 
artículo 13.  

 

 En todo caso, el juez de policía local, en los asuntos de que conozca, podrá 
ordenar que se efectúe un nuevo control de licencia, antes del plazo establecido en el inciso anterior. 

 

 En los casos de incapacidad física o psíquica sobrevinientes que determinen 
que un conductor está incapacitado para manejar o hagan peligrosa la conducción de un vehículo, el director 
de tránsito y transporte público municipal o el juez de policía local, en su caso, le cancelarán o suspenderán la 
licencia de conducir. 

 

 Las suspensiones o cancelaciones antes aludidas se comunicarán al Registro 
Nacional de Conductores de Vehículos Motorizados, en la forma y dentro de los plazos señalados en el Título 
XVIII, para que se practiquen las anotaciones correspondientes. 

 
 El control de cualquiera clase de licencias de conducir deberá efectuarse, a 

más tardar, en la fecha de cumpleaños de su titular.  Cuando ésta ocurra en día inhábil, el control se verificará 
en el día siguiente hábil y, tratándose del día 29 de febrero, en el primer día hábil del mes de marzo.". 
 

 6.-  Reemplázase el inciso sexto del artículo 21, por el siguiente: 
 

 "No obstante, en casos calificados y siempre que la deficiencia no sea grave, 
o atendidos la edad y el estado general del peticionario, podrá otorgarse la licencia por un plazo inferior a los 
señalados en los artículos 18 y 19, según corresponda.". 

 

 

ARTICULOS TRANSITORIOS 
 

 Artículo 1°.- A los conductores de vehículos de las Fuerzas Armadas, de 
Carabineros de Chile, de la Policía de Investigaciones de Chile y de Gendarmería de Chile que a la fecha de 
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entrada en vigencia de esta ley posean las licencias de conducir exigidas por el artículo 12 de la ley N°18.290 
para conducir los distintos tipos de vehículos que en él se señalan, no se les exigirá obtener la licencia 
especial clase F sino a contar de la fecha de control de las que actualmente poseen. 
 

 Artículo 2°.- Los titulares de licencias de conductor clase A-1 y A-2, 
otorgadas con anterioridad al 8 de marzo de 1997 y que mantengan su vigencia a la fecha de publicación de 
esta ley, podrán obtener directamente la licencia profesional clase A-3, en el caso de la licencia clase A-1 
obtenida antes del 8 de marzo de 1997, y la licencia profesional clase A-5, en el caso de la licencia clase A-2 
obtenida antes del 8 de marzo de 1997, acreditando haber aprobado un curso de capacitación en la forma que 
determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. 
 
    Artículo 3º.- Las referencias contenidas en la Ley de Tránsito y en otros 
cuerpos legales, reglamentos y decretos, al número 4 del inciso segundo del artículo 13, suprimido mediante 
la letra b) del número 3 del artículo 4º de esta ley, se entenderán efectuadas a dicho número.”: 
 
 

- - - - - - - - - 
 
 
  Acordado en sesiones celebradas los días 17 de Octubre y 7 de 
Noviembre de 2000, con asistencia de sus miembros, HH. Senadores señores Lagos (Presidente), Cordero, 
Fernández, Muñoz Barra y Pizarro. 
 
  Sala de la Comisión, a  8 de Noviembre de 2000. 
 
 
 

(FDO.): ANA MARIA JARAMILLO FUENZALIDA 

Abogado Secretario de la Comisión 
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